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RESUMEN 
 
Configuración de “desviación de poder” en los actos administrativos de cesación de 
funciones de servidoras/es públicos por compra de renuncia obligatoria 
 
El gobierno mediante Decreto Ejecutivo No. 813 de julio de 2011, se ingenió un sistema 
de compra de renuncia “obligatoria”, cesando en funciones a servidoras/es públicos de sus 
puestos de trabajo  sin que estos hubiesen presentado una renuncia libre y voluntaria. Frente a la 
problemática formulada, la “hipótesis de trabajo”  supone que en los actos administrativos de 
cesación de funciones de servidoras/es públicos por compra de renuncia “obligatoria” se ha 
configurado la “desviación de poder”. La presente investigación la desarrollo bajo la  modalidad 
bibliográfica y de campo, analizando los antecedentes legales de la compra de renuncia, la 
renuncia como cesación de funciones, el acto administrativo y sus elementos, la finalidad y su 
relación con la desviación de poder. La comprobación de la investigación de campo  se 
fundamenta en 117 encuestas a servidoras/es públicos que fueron cesados en diferentes 
instituciones públicas, datos tendenciales, ya que no se cuenta con una muestra representativa y 
concluyo con la propuesta para evitar en lo futuro, la cesación de funciones por compra de 
renuncia obligatoria. 
 
PALABRAS CLAVES: CESACIÓN DE FUNCIONES, RENUNCIA, ACTO 
ADMINISTRATIVO, SERVIDOR PÚBLICO, FIN O FINALIDAD DEL ACTO, 
DESVIACIÓN DE PODER. 
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ABSTRACT 
 
Settings "abuse of power " in administrative acts of cessation of functions servants / is 
public for purchase of compulsory resignation 
 
The government, by  Executive Decree Nº 813 of July of 2011, was able to produce a 
“mandatory” resignation purchase system, ceasing the functions of public servants from their 
Jobs without them presenting a free and voluntary resignation. In face of the stated problem, the 
“work hypothesis” supposes  that public servant function-ceasing administrative actions, by 
purchase of “mandatory” resignation, have configured a “misuse of powers”. This research is 
developed under a bibliographic  modality, analyzing resignation-purchase legal precepts, 
resignation as a cease in functions, administrative action and its elements, the finality and its 
relation to misuse of powers. The verification of the field research in founded on 117 surveys 
given to public servants who were forced to resign from their different public institutions and 
tendency data, because there is no representative simple. This study concludes with a proposal 
to avoid, in the future, mandatory resignation purchases. 
KEYWORDS: CEASE OF FUNCTIONS, RESISNATION, ADMINISTRATIVE ACTION, 
PUBLIC SERVANT, FINALITY OF THE ACTION, MISUSE OF POWER. 
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PALABRAS CLAVES 
 
Cesación de funciones: Son las formas de dar por terminadas las relaciones entre servidoras/es 
públicos con la administración pública. 
 
Renuncia: “La renuncia es un acto unilateral del funcionario, mediante el cual expresa su 
voluntad de dejar el cargo que ocupa. Requiere la aceptación de la administración que para 
que surta todos sus efectos, desinvistiendo al funcionario en forma definitiva, salvo que a texto 
expreso se consagre la solución contraria.” (Enrique Sayagués Laso, 1974:355-366) 
 
Acto Administrativo: “Es toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función 
Administrativa que produce efectos jurídicos individuales de forma directa.” (Estatuto del 
Régimen Jurídico  y administrativo de la Función Ejecutiva, Artículo 65.) 
 
El Dr. José Luis Luna Gaibor menciona que “el acto administrativo no es otra cosa que la 
exteriorización de la voluntad de la Administración Pública, sea cual fuere su condición, y  con 
respecto al administrado externo o interno del ente que lo produce. En consecuencia, el accionar 
de la administración Pública está dado por actos administrativos cuya caracterización  y 
complejidad se debe a la fuente de su expedición y/o a los efectos que produce.” (Diccionario de 
Derecho Administrativo, 2008:2) 
 
Servidor público: “CEP: Persona seleccionada, certificada, calificada y nombrada para ocupar 
un puesto público previo el cumplimiento de los requisitos legales, que ingresa al servicio civil 
y carrera administrativa y presta sus servicios personales a la Administración Pública Central, 
Institucional o Seccional, en forma temporal o permanente, para ejercicio de la función pública, 
satisfacer necesidades y ejecución de servicios públicos, de acuerdo con las finalidades de cada 
institución pública.”.(Diccionario de Derecho Administrativo, 2008:222-223) 
 
Fin del acto administrativo: “El fin del acto administrativo debe enraizarse e integrarse con el 
fin último que la ley se propuso al otorgar la potestad en cuyo ejercicio aquel se dictó, y en tal 
sentido debe precisarse que el fin del acto es un presupuesto de legalidad.” (Roberto Dromi, 
2004:369) 
 
Desviación de poder: “Hay desviación de poder cuando se ha tomado una decisión con vistas a 
un fin distinto de aquel para el que ha sido conferido; la competencia se ha “desviado” de su fin 
legítimo y el acto es ilegal por razón de su fin.” (André de Laubadére, 1984:103)
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INTRODUCCIÓN 
 
El actual gobierno mediante Decreto Ejecutivo No. 813, publicado en el Suplemento del  
Registro Oficial No. 489 del 12 de julio de 2011 se ingenió un sistema de compra de renuncia 
“obligatoria”, con el que cesan en funciones de sus puestos de trabajo, a miles de servidoras/es 
públicos (según datos de prensa) sin que éstos hubiesen presentado una renuncia libre y 
voluntaria, por lo que se creó la necesidad de realizar un estudio sobre este tema “suigeneris” 
que ha ocasionado no solo problemas de carácter jurídico, sino,  lo que es más  grave, 
problemas de carácter social. 
 
Frente a la problemática  formulada, la “hipótesis de trabajo”  supone que en los actos 
administrativos de cesación de funciones de servidoras/es públicos por compra de renuncia 
“obligatoria” a sus puestos de trabajo se ha configurado la “desviación de poder”. 
 
La presente investigación la desarrollo bajo la  modalidad bibliográfica y de campo en los 
siguientes capítulos que sintetizo a continuación: 
 
El capítulo I, contiene los Antecedentes Legales de la Figura “Compra de Renuncias”, 
investigando las primeras normas jurídicas que tratan sobre el tema que se expidieron en la 
presidencia del Arquitecto Sixto A. Durán Ballén C. (1992), continuando con los decretos 
expedidos en los gobiernos de los doctores Fabián Alarcón, Jamil Mahuad y Alfredo Palacios, 
los enunciados normativos de la Ley Orgánica del Servicio Público, del Decreto Ejecutivo Nº 
813 y concluyo con  examinar la sentencia de la Corte Constitucional del Ecuador sobre este 
último decreto 813. Es necesario resaltar que la figura de compra de renuncia en el sector 
público aparece en Perú a partir del año 1990. 
  
En el capítulo II, denominado La Renuncia como Cesación de Funciones de los 
servidores públicos se realiza la fundamentación teórica de la extinción de la relación funcional 
mediante una renuncia libre y voluntaria, apoyada en tratadistas y doctrina del Derecho 
administrativo y terminar con el análisis de la legislación ecuatoriana acerca de la cesación de 
funciones por renuncia. 
 
En el capítulo III, titulado el acto administrativo y sus elementos, se describen las 
diferentes nociones del acto administrativo, el desarrollo de la teoría de los elementos del acto 
administrativo, considerando los siguientes como indispensables para la validez del mismo: 
declaración de voluntad administrativa, competencia, objeto o contenido, causa o motivos, 
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finalidad, motivación, forma y formalidades o procedimiento administrativo, advirtiendo que 
según la Constitución de la República la falta del elemento motivación es causa de nulidad del 
acto y según la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa la incompetencia de la 
autoridad y la omisión de las formalidades también se consideran como causas de nulidad del 
acto administrativo. Además el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva, ERJAFE señala que son nulos los actos administrativos que tengan un contenido 
imposible y anulable los que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso 
la desviación de poder.  
 
En el Capítulo IV, llamado Desviación de Poder, se analiza el elemento denominado fin o 
finalidad del acto administrativo por su gran relación que tiene con la desviación de poder, para 
continuar  con las definiciones, aspectos probatorios, naturaleza jurídica de la desviación de 
poder, diferenciación de la desviación de poder y desviación de procedimiento y concluir con la 
evolución del concepto de desviación de poder en el derecho extranjero, especialmente de 
España, Argentina y Colombia. 
 
En el capítulo V se elabora la comprobación de la investigación de campo que se aplicó 
con un total de 117 encuestas a servidora/es públicos que fueron cesados en diferentes 
instituciones del sector público y que han propuesto demandas de plena jurisdicción en el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo con sede en la ciudad de Quito, por lo que los datos 
de este estudio son tendenciales, ya que no se cuenta con una muestra representativa. 
 
Finalmente elaboro conclusiones, recomendaciones y la respectiva propuesta para 
eliminar la configuración de “desviación de poder” en los actos administrativos de cesación de 
funciones de servidoras/es públicos por compra de renuncia “obligatoria”. 
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CAPÍTULO I 
 
ANTECEDENTES LEGALES DE LA FIGURA “COMPRA DE RENUNCIAS” 
 
1.1.- LEY DE MODERNIZACIÓN DEL ESTADO, PRIVATIZACIONES Y 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS POR PARTE DE LA INICIATIVA 
PRIVADA 
 
La primera norma jurídica sobre el tema “compra de renuncias” consta en el decreto 65 
expedido por el Arquitecto Sixto A. Durán Ballén C, publicado en el Registro Oficial Nº. 14 de 
28 de agosto de 1992 que establece en su artículo primero  “Prohíbese la designación en cargo 
público a nombramiento o contrato a favor de personas que han sido compensadas o indemnizadas 
económicamente por renuncia voluntaria presentada en ejercicio de funciones públicas y de los 
servidores del Estado que se hubieren acogido a la jubilación o retiro, a excepción de aquellas que sean 
llamadas a prestar servicios en calidad de Ministros Secretarios de Estado, Subsecretarios, Directores 
Nacionales, Generales o Ejecutivos, Gerentes Generales, Gobernadores, Asesores y Embajadores”. 
 
La expedición de este decreto significó que ya se practicaba la figura de compra de 
renuncias en alguna o algunas instituciones públicas.
1
 
 
En efecto, según el periódico Hoy de 09 de diciembre de 1992, “Una comisión 
parlamentaria encabezada por la diputada conservadora Teresa Minuche declaró ilegal el mecanismo de 
"compra de renuncias" aplicado por la Junta Monetaria del gobierno anterior. 
 
Según el informe los miembros de la anterior Junta Monetaria, entre los que constan su presidente 
Rodrigo Moscoso, el ex gerente del Banco Central Eduardo Samaniego, el actual ministro de Energía, 
Andrés Barreiro, el subsecretario de Agricultura, Ignacio Pérez Arteta, entre otros, habrían incurrido en 
graves perjuicios en contra de Estado ecuatoriano por haber firmado la resolución de compra de 
renuncias en el Banco Central. 
 
Teresa Minuche observó que luego de los análisis realizados se puede concluir que probablemente los 
                                                          
1
 En Perú a partir del año 1990, producto de los cambios de contexto en materia política y económica en 
el país, ha habido cuatro intentos de reforma del servicio civil con el fin de consolidar el sistema de 
gestión de recursos humanos en el Estado. El primer intento de reformas (1990 y 1992) apuntó a reducir 
el tamaño del Estado y redefinir su papel. Fueron seis las principales medidas implementadas. La 
primera fue la reducción de personal y ceses colectivos a través de evaluaciones de servidores públicos y 
programa de compra de renuncias. (http://files.servir.gob.pe/WWW/files/biblioteca/SERVIR-
Elserviciocivilperuano.PDF, pág. 2) 
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miembros de la Junta Monetaria que asistieron a las sesiones del 2 y 9 de julio del presente año (en que 
se aprobó el reglamento) incumplieron el artículo 82 de la Ley de Régimen Monetaria y Banco del 
Estado y que por lo mismo cabría que estas acciones sean conocidas por la Corte Suprema de Justicia, 
pues las resoluciones de la Junta contravienen las disposiciones legales y causaron perjuicios al Banco 
Central y al Estado, por lo cual habrían incurrido en responsabilidad personal, con la indemnización de 
daños y perjuicios a que tales responsabilidades dieron lugar, dijo Minuche. 
 
Tanto Barreiro como Pérez actuaban como representantes de las cámaras de Comercio y de Agricultura, 
respectivamente. Entre las autoridades del anterior régimen, constan el ex ministro Pablo Better; 
Eduardo Samaniego, ex gerente del Banco Central; Rodrigo Moscoso, ex presidente de la Junta 
Monetaria, entre otros.  
 
Según la comisión, el Banco Central del Ecuador pagó 34.608 millones de sucres por la compra de 
renuncias a 1.310 empleados.  Al entregar el informe al titular de la legislatura, Carlos 
Vallejo, Teresa Minuche destacó que ni la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, ni el Código 
de Trabajo tienen ninguna disposición que permita a los miembros de la Junta Monetaria, ni al 
representante legal del Banco Central establecer una compensación indemnizatoria por renuncia 
voluntaria. 
 
Teresa Minuche relievó que los comisionados no encontraron dentro de las atribuciones y deberes de la 
Junta Monetaria- la capacidad legal de aprobar un reglamento sobre "compensación indemnizatoria por 
renuncia voluntaria" y peor aún la disposición del ex gerente general del Banco Central de emitir dinero 
inorgánicamente para cubrir el mencionado pago. También extraña el voto favorable del ex ministro de 
Finanzas, Pablo Better, para aprobar esta resolución, pues de acuerdo con la Ley Orgánica de 
Administración Financiera y Control no podía autorizar ningún egreso que no tenga su correspondiente 
financiamiento, dice la comisión. 
   
Recomendaciones: Minuche afirmó que por las razones antes indicadas la comisión resolvió solicitar al 
presidente del Congreso ponga en conocimiento inmediato de la Junta Monetaria y del Banco Central el 
informe, a fin de que deje insubsistentes las resoluciones que autorizan el pago de las indemnizaciones 
por renuncia voluntaria (compra de renuncias) y no continúen aplicándose estos procedimiento hasta 
que exista una ley de carácter general que las norme. 
 
Añadió que también decidieron solicitar a la Superintendencia de Bancos, como órgano de control, que 
establezca cuantitativamente el perjuicio ocasionado al Banco Central por la aplicación equivocada de 
estas disposiciones, ya que -dijo Minuche- no se utilizó el sueldo promedio de 1992 sino el de junio de 
ese año, con lo cual se ha pagado en exceso cerca de 7 mil millones de sucres, según afirmó.  
 
Las declaraciones de la presidenta de la comisión no aclaran, sin embargo, si la ilegalidad consiste en la 
aplicación del mecanismo de "compra de renuncias" o en el hecho de habérselo aplicado tomando en 
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cuenta, para las liquidaciones respectivas, el sueldo de junio de 1992, en lugar del sueldo promedio de 
ese año.”.2 
 
Pero el mismo gobierno del Arquitecto Sixto A. Durán Ballén C., considerando que se 
torna ineludible entrar en un proceso de privatización y concesión de servicios, con la finalidad 
de atenuar las cargas económicas que soporta el Presupuesto General del Estado y con el 
propósito de contar con recursos financieros que permitan atender la más apremiantes demandas 
de los sectores sociales más postergados, se expide la Ley de Modernización del Estado, 
Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por parte de la Iniciativa Privada publicada 
en Registro Oficial Nº. 349 de Viernes 31 de diciembre de 1993 en cuyo artículo 52 se establece 
“COMPENSACIONES.- Créase la compensación para los servidores, trabajadores y funcionarios que 
no sean  de libre remoción del sector público que, dentro de los procesos de modernización y de 
conformidad a los planes que se establezcan para cada entidad u organismo se separen voluntariamente 
de cualquiera de las instituciones de las funciones del Estado a la que pertenezcan, dentro del plazo de 
18 meses contados a partir de la publicación del Reglamento a la presente Ley” y en el artículo 53 se 
regula el reingreso de este personal al sector público. 
 
El Reglamento se expidió mediante decreto ejecutivo Nº 1623 publicado en el 
Suplemento del Registro Oficial Nº 441 de 31 de marzo de 1994 y el Reglamento Sustitutivo  
del Reglamento General de la Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de 
Servicios Públicos por Parte de la Iniciativa Privada en el decreto N° 2328 que se publica en 
Registro Oficial Nº. 581 de viernes 2 de diciembre de 1994  que establece en su artículo 25.-“ La 
compensación por separación voluntaria a la que se refiere el artículo 52 de la ley de Modernización, no 
será aplicable para los servidores, trabajadores y funcionarios de libre remoción, comprendidos en los 
artículos 90 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, 125 de la Ley de Régimen Tributario 
Interno  y 35 y 305 del Código de Trabajo. 
 
En ningún caso los funcionarios o empleados de libre remoción podrán ser beneficiarios de la 
compensación por renuncia voluntaria. 
 
En todos los demás casos se aplicará la compensación a que se refiere la norma legal citada en el 
inciso primero de este artículo e incluirá a los funcionarios empleados y trabajadores que se acojan a la 
jubilación. 
 
Dicha compensación se aplicará también para el personal que labora en los Subsistemas 
Administrativos Central y Provincial del Ministerio de Educación  y Cultura, y para las Universidades y 
                                                          
2
 http://www.hoy.com.ec/noticias-ecuador/declaran-ilegal-a-la-compra-de-renuncias-46522.html 
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Escuelas Politécnicas, de acuerdo con la ley”.  Los artículos 26 y 27 norman sobre el trámite para 
esta separación y para el cálculo de la compensación de la renuncia voluntaria. 
 
Este artículo 25 es reformado mediante decreto N° 2849, del Presidente Sixto Durán,  
publicado en el Suplemento del Registro Oficial Nº 736 de 12 de julio de 1995, siendo derogado 
con decreto 167 del Presidente Abdalá Bucaram, publicado en el Registro Oficial  Nº 38 de 2 de 
octubre de 1996. 
 
1.2.- GOBIERNOS DE LOS DOCTORES FABIAN ALARCÓN Y JAMIL 
MAHUAD 
 
En Registro Oficial Nº 116 de 25 de julio de 1997 se publica la Ley Reformatoria a la Ley 
de Modernización del Estado (gobierno de Fabián Alarcón),  agregando un inciso a 
continuación del artículo 53 que dice “Esta prohibición de reingreso al sector público no se refiere a 
los funcionarios, empleados y trabajadores de este sector que se vieron afectados por la extinción legal 
de las instituciones públicas o por la supresión de las partidas correspondientes. Con excepción de 
aquellos funcionarios, empleados y trabajadores que vendieron sus renuncias”, derogado por la 
disposición general segunda de la Ley para la Reforma de las Finanzas Públicas publicada en 
Registro Oficial Nº 181 de 30 de abril de 1999 (gobierno de Jamil Mahuad) que dice “Los 
funcionarios públicos que cesaron en sus funciones por la aplicación de procesos de modernización, a 
través del sistema conocido como venta de renuncia, no podrán reingresar a laborar en ninguna 
institución del Estado, sino después de siete años contados a partir de la fecha en que recibieron la 
indemnización…” 
 
1.3.- LEY ORGÁNICA DE SERVICIO CIVIL Y CARRERA 
ADMINISTRATIVA Y DE UNIFICACIÓN Y HOMOLOGACIÓN DE LAS 
REMUNERACIONES DEL SECTOR PÚBLICO 
 
En  la codificación de la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa y de 
Unificación y Homologación de las Remuneraciones del Sector Publico, publicada en Registro 
Oficial Nº 16, de jueves 12 de mayo de 2005 (gobierno del Dr. Alfredo Palacio) en su artículo 
15 prescribe “ Prohibición de reingreso al sector público.- Salvo el caso de renuncia voluntaria, no 
podrán reingresar a laborar en ninguna entidad u organismo de los señalados en el artículo 101 de esta 
Ley, quienes hubieren sido indemnizados por efecto de la cesación de funciones, por la supresión de su 
puesto de trabajo, por la compra de su renuncia o cualquier otra modalidad.” 
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Nada dicen estas leyes sobre la cesación de funciones de servidoras/es públicos mediante 
el sistema de compra de renuncias obligatorias. 
 
1.4.-  LEY ORGÁNICA DE SERVICIO PÚBLICO (PUBLICADA EN EL 
SEGUNDO SUPLEMENTO DEL REGISTRO OFICIAL  Nº 294 DE 
MIÉRCOLES 06 DE OCTUBRE DE 2010) 
 
El Presidente de la República Economista Rafael Correa, en uso de su facultad de 
iniciativa legislativa, el 02 de julio del 2009 remitió a la Asamblea Nacional el Proyecto de Ley 
de Servicio Público, el mismo que contenía entre sus normas la figura del “despido 
intempestivo” con la pretensión de que se lo aplique, por primera vez, en todo el Sector Público.  
 
El Proyecto fue asignado, para su análisis, a la Comisión Permanente de los Derechos de 
los Trabajadores y Seguridad Social, la que el 07 de julio de 2010 presentó el informe para 
segundo debate. El Pleno de la Asamblea Nacional debatió este Proyecto el 11 de agosto de 
2010, y con una votación de 106 votos a favor aprobó el informe elaborado por la Comisión 
mencionada, informe que no contenía la disposición propuesta por el Presidente de la 
República, esto es, el “despido intempestivo”. 
 
El Presidente de la República objetó parcialmente la Ley Orgánica del Servicio Público 
aprobada por la Asamblea Nacional y remitió su veto el 03 de septiembre de 2010, 
incorporando, de manera improcedente, en la Décima Disposición Transitoria la figura de 
“compra de renuncia obligatoria con indemnización”, norma que no contaba en el Proyecto 
inicial que fue analizado, debatido y aprobado por la Asamblea, porque, en la práctica 
significaba que sus efectos eran idénticos a la figura del “despido intempestivo” que fue 
rechazado por la Asamblea. El 29 de septiembre de 2010 el Pleno de la Asamblea, con la 
votación mayoritaria de 95 Asambleístas se ratificó en el texto original de la Ley Orgánica del 
Servicio Público y rechazó la figura de “compra de renuncia obligatoria con indemnización”.    
 
La  Ley Orgánica del Servicio Público, LOSEP, en la letra k) del artículo 47  dice 
textualmente: Artículo 47.-“Casos de cesación definitiva.- La servidora o servidor público cesará 
definitivamente en sus funciones en los siguientes casos: k) Por la compra de renuncias con 
indemnización.” 
 
El Ministerio de Relaciones Laborales mediante resolución  número MRL-2011-00158 de  
publicado en el suplemento del Registro Oficial Nº 467 de viernes 10 de junio del 2011 expide 
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las regulaciones y montos que percibirán las y los servidores públicos como compensación 
económica por renuncia voluntaria legalmente presentada y aceptada, de conformidad con el 
artículo 286 del Reglamento General de la LOSEP. 
 
También la LOSEP en su artículo 14 regula las condiciones para el reingreso al sector 
público de los ex servidores que hubiesen recibido compensación económica por venta de 
renuncia y por compra de renuncia con indemnización.  
 
1.5.- DECRETO EJECUTIVO Nº 813 
 
Sin embargo de que la Asamblea no acogió el veto parcial del presidente de la República, 
éste mediante Decreto Ejecutivo No. 813, publicado en el Suplemento del  Registro Oficial No. 
489 del 12 de julio de 2011, reforma el Reglamento General  a la LOSEP, que en su artículo 8 
dice: “A continuación del artículo 108, añádase el siguiente artículo innumerado. 
 
“Artículo…- Cesación de funciones por compra de renuncias con indemnización.- Las 
instituciones del Estado podrán establecer planes de compras de renuncias obligatorias con 
indemnización conforme a lo determinado en la letra k) del artículo 47 de la LOSEP, debidamente 
presupuestados, en virtud de procesos de reestructuración, optimización o racionalización de las mismas. 
 
El monto de la indemnización que por este concepto tendrán derecho a recibir las o los 
servidores, será de cinco salarios básicos unificados del trabajador privado por cada año de servicio y 
hasta por un valor máximo de ciento cincuenta salarios básicos unificados del trabajador privado en 
total, el cual se pagará en efectivo. 
 
Las servidoras y servidores públicos deberán cumplir obligatoriamente estos procesos aplicados 
por la administración. 
 
En el caso de la Provincia de Galápagos, el valor de la indemnización será calculado conforme a 
lo dispuesto en los numerales 1 y 2 de la Disposición General Primera de la LOSEP. 
 
Se considerará para el cálculo de las compensaciones y su correspondiente pago los años 
laborados en el sector público, así como la parte proporcional a que hubiere lugar. 
 
La compra de renuncias con indemnización no es aplicable para las y los servidores de libre 
nombramiento y remoción; con nombramientos provisionales, de periodo fijo, contratos de servicio 
ocasionales, ni para los puestos comprendidos dentro de la escala del nivel jerárquico superior.””. (Lo 
resaltado me pertenece) 
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Sobre la base de este decreto el último gobierno cesó en funciones a miles de 
servidoras/es públicos sin que éstos hubiesen presentado jamás una renuncia libre y voluntaria, 
causando conmoción y caos social en las filas burocráticas: un hecho inédito en Ecuador. 
 
1.6.- SENTENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 
 
La Federación Provincial de Servidores Públicos y otros servidores afectados presentaron 
sendas acciones de inconstitucionalidad en contra del decreto ejecutivo Nº 813, ante las que la 
Corte Constitucional el 04 de abril de 2013 dicta la sentencia Nº 003-13-SIN-CC, publicado en 
el Suplemento del Registro Oficial Nº 154 de 03 de enero de 2014 que en la parte pertinente 
dice: 
 
“Esta Corte Constitucional advierte, a partir de los argumentos planteados, que el sustento 
principal de la presente acción es una presunta contradicción entre la Ley Orgánica de Servicio Público 
y el artículo 8 del Decreto Ejecutivo. 
 
En este punto , es necesario señalar que el control abstracto de constitucionalidad tiene como 
finalidad que todos los actos normativos y administrativos de carácter general guarden armonía con el 
texto constitucional; el principal objetivo que persigue este control de constitucionalidad es garantizar la 
unidad y coherencia del ordenamiento jurídico y evitar que las normas promulgadas por el legislativo o 
por las autoridades públicas  que ejercen facultades normativas entren en contradicción con la Norma 
Suprema del Estado, correspondiendo ejercer dicho control a la Corte Constitucional, conforme lo 
determina el artículo 436 numerales 2 y 4 de la Constitución de la República bajo un sistema de control 
concentrado de constitucionalidad. 
 
Los accionantes acusan de inconstitucionalidad tanto por la forma como por el fondo al artículo 8 
del Decreto Ejecutivo 813, argumentando que es contrario a la Ley Orgánica de Servicio Público, y que 
el Legislador fue quien habría impedido que tal norma formara parte de la Ley Orgánica de Servicio 
Público al rechazar el veto planteado por el presidente de la República al respecto. Por ello se desprende 
que la impugnación realizada no es de índole constitucional, pues se enfoca en su legalidad. 
 
Vale indicar entonces, que al ser en realidad la pretensión de los demandantes la declaratoria de 
violación del principio de jerarquía normativa, el artículo 8 del Decreto Ejecutivo 813, al presuntamente 
contrariar la Ley Orgánica de Servicio Público, es la jurisdicción contencioso administrativa la 
competente para pronunciarse sobre aquello, pues así lo determina el artículo 10, literal a de la Ley de 
la Jurisdicción Contenciosa Administrativa que prescribe: 
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Art. 10.- Son atribuciones y deberes jurisdiccionales del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo: 
a) Conocer y resolver en única instancia de las impugnaciones a los reglamentos, 
actos y resoluciones de la Administración Pública, o de las personas semipúblicas o de derecho 
privado con la (sic) finalidad social o pública y decidir acerca de su legalidad o ilegalidad. 
 
Normativa que se encuentra en concordancia con el artículo 217 numerales 1 y 3 del Código 
Orgánico de la Función Judicial, que señala: 
 
Art. 217.- ATRIBUCIONES Y DEBERES.- Corresponde a las juezas y jueces que integren las 
salas de lo contencioso administrativo: 
 
1. Conocer y resolver las controversias que se suscitaren entre la administración pública y los  
particulares por violación de las normas legales o de derechos individuales, ya en actos normativos 
inferiores a ley, ya en actos o hechos administrativos, siempre que tales actos o hechos no tuvieren 
carácter tributario: 
3. Conocer y resolver las impugnaciones que se propusieren en contra de los reglamentos, 
resoluciones y más actos normativos de rango inferior a la ley, en materia no tributaria provenientes de 
las instituciones del Estado que integran el sector público”; 
 
Es de precisar que de conformidad con la Disposición Transitoria Cuarta del Código Orgánico de 
la Función Judicial, los actuales Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo y Fiscal 
funcionarán con el régimen y competencias establecidos antes de la vigencia de este Código hasta que el 
nuevo Consejo de la Judicatura integre las respectivas salas de las Cortes Provinciales. 
 
Por consiguiente, la presunta vulneración al principio de jerarquía normativa, sustentado en un 
conflicto  decreto-ley, no es materia de relevancia constitucional, sino de legalidad; en tal virtud, no es 
un asunto de competencia de la justicia constitucional. Por otro lado, se debe precisar que el 
ordenamiento jurídico contempla mecanismos jurisdiccionales de protección pertinentes para la tutela de 
los derechos de las personas que puedan ser objeto de lesiones como consecuencia de una antinomia 
normativa de rango infraconstitucional. Sostener  lo contrario y permitir que la justicia constitucional, 
en este caso la Corte, incursione en esas competencias lesionaría el principio de interpretación integral 
de la Constitución y generaría como resultado que la justicia constitucional termine por absorber a la 
justicia ordinaria. 
 
La justificación de la existencia de la jurisdicción contencioso administrativa se halla en la 
disposición constitucional que manda al sistema procesal como “…un medio para la realización de la 
justicia”. A la luz de las normas constitucionales se puede afirmar que la tutela judicial no es patrimonio 
exclusivo  de las acciones constitucionales, sino que es el derecho que dinamiza el sistema judicial en su 
conjunto. 
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La Constitución no genera una propuesta de reemplazo de la justicia ordinaria por parte de la 
constitucional, con la consecuente “ordinarización” de la justicia constitucional, que implica un 
reemplazo del thema decidendum de las garantías normativas de la Constitución, en lugar de las 
previstas en la legislación ordinaria, sino un reto de constitucionalización de los procesos ordinarios, en 
pro del fortalecimiento de la administración de justicia como mecanismo de garantía ordinaria del orden 
constitucional. Entonces, es claro que deben existir filtros para determinar con meridiana claridad 
cuándo un problema jurídico corresponde ser conocido por medio de las garantías normativas como la 
acción pública de inconstitucionalidad y cuándo  los procedimientos jurisdiccionales ordinarios tienen 
idoneidad para cumplir con dicho objetivo. 
 
Otras consideraciones de la Corte Constitucional 
 
Esta Corte, aun cuando ha dejado en claro que se encuentra impedida para ejercer un control de 
constitucionalidad sobre las alegaciones esgrimidas por los accionantes, debe precisar que en mérito de 
una relación de conexidad con la norma objeto de las presentes acciones, y con la finalidad de ratificar 
sus líneas jurisprudenciales, es necesario emitir un pronunciamiento respecto a las competencias con las 
que cuenta la Procuraduría General del Estado respecto a la absolución de consultas. Para ello se 
formula el siguiente problema jurídico: 
 
¿El contenido del artículo 13 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, que 
imposibilita al procurador general a absolver una consulta , cuando se encuentre pendiente la 
sustanciación o deba sustanciarse una acción o recurso constitucional, es compatible con la 
Constitución de la República? 
 
Es de conocimiento de esta Corte que el señor procurador general del Estado, mediante oficio Nº 
03648 del 23 de septiembre de 2011, emitió su criterio jurídico sobre la “compra de renuncias son 
indemnización” en oportunidad de una consulta que le realizara el Servicio Nacional de Aduana del 
Ecuador, publicado en el Registro Oficial Nº 658 del 10 de marzo de 2012. 
 
A pesar de proceder con la absolución de la consulta realizada, el procurador general no confirió 
un efecto vinculante a su pronunciamiento, bajo la razón de existir una disposición normativa que le 
impide pronunciarse respecto de los procesos que se encuentren pendientes de resolución, en este caso 
las presentes acciones de inconstitucionalidad, disposición que no guarda armonía con la Constitución y 
tampoco con criterios expresados por la Corte Constitucional, para el periodo de transición, en 
sentencias anteriores. 
 
Así, mediante sentencia constitucional Nº 002-09-SAN-CC, publicada en Registro Oficial 
Suplemento Nº 566 del 8 de abril del 2009, determinó la naturaleza de los pronunciamientos de la 
Procuraduría General del Estado y señaló de manera clara que los dictámenes del procurador  general 
del Estado, en ejercicio del juicio de inteligibilidad, de los enunciados normativos infraconstitucionales 
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se constituyen en normas y generan derecho objetivo. Por otro lado, declaró la inconstitucionalidad 
reductora y expulsó la palabra “constitucional”, tanto del artículo 3 literal e como del artículo 13 de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, pronunciamiento que devino en la imposibilidad 
para el procurador general del Estado de realizar juicios de inteligibilidad con carácter vinculante de la 
Constitución. 
 
Siendo claro entonces que las atribuciones del procurador general del Estado están encaminadas 
a realizar juicios de inteligibilidad con carácter vinculante sobre aspectos de legalidad, no existen 
razones para mantener vigente el impedimento legal de pronunciarse dentro del ámbito de sus 
competencias (legalidad), cuando se encuentra pendiente y deba resolverse un proceso constitucional 
ante el órgano competente de ejercer la jurisdicción constitucional. 
 
En ese contexto, reafirmando el criterio vertido por la Corte Constitucional, para el periodo de 
transición, en casos anteriores, particularmente aquellos que se citan previamente y que declararon la 
inconstitucionalidad de la facultad que ostentaba el procurador general del Estado bajo la Constitución 
de 1998 para interpretar con efecto vinculante la Constitución, y en ejercicio de la competencia que le 
confiere a esta Corte, el artículo 436 numeral 3 de la Constitución de la República, una vez acreditada la 
conexidad prevista en dicho precepto constitucional, determina la  conveniencia de declarar la 
inconstitucionalidad reductora de las siguientes frases contenidas en el artículo 13 de la Ley Orgánica 
de la Procuraduría General del Estado, “incluyéndose acciones y recursos que se sustancien o deban 
sustanciarse en el Tribunal Constitucional”.  
 
Dicha declaratoria tiene como fundamento la incidencia que dicha excepción normativa tiene en 
la protección y garantía de los derechos de las personas. De esta manera se permitirá que el señor 
procurador general del Estado pueda dar cumplimiento con las competencias que le confiere la 
Constitución y la ley respecto a las consultas jurídicas con carácter vinculante que se le soliciten en el 
futuro. 
 
El efecto de esta inconstitucionalidad reductora será aquel previsto en el artículo 95 inciso 
primero de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, es decir, surte 
efectos de cosa juzgada y produce efectos generales hacia el futuro. 
 
En mérito de lo expuesto, considerando que de las alegaciones esgrimidas se desprende un 
conflicto  de índole infraconstitucional, y dejando en claro que no se trata de una residualización de la 
acción pública de inconstitucionalidad, esta Corte determina que se encuentra impedida para invadir las 
competencias que la Constitución y las leyes confieren a la Función Judicial, nos referimos en particular 
a la jurisdicción contencioso administrativa, sede pertinente para conocer presuntas vulneraciones que 
se generen como consecuencia de una contravención al principio de jerarquía normativa que no 
involucre normas de rango constitucional. III. DECISIÓN En mérito de lo expuesto, administrando 
justicia constitucional y por mandato de la Constitución de la República, el Pleno de la Corte 
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Constitucional, en ejercicio de sus atribuciones, expide la siguiente SENTENCIA 1.- Negar las demandas 
de inconstitucionalidad propuestas en contra del artículo 8 del Decreto Ejecutivo Nº 813, publicado en el 
Registro Oficial Nº 489 de 12 de julio de 2011. 2.- En ejercicio de la competencia prevista en el artículo 
436 numeral 3 de la Constitución de la República, se declara la inconstitucionalidad reductora de la 
frase “incluyéndose acciones y recursos que se sustancien o deban sustanciarse en el Tribunal 
Constitucional”, prevista en el artículo 13 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado. 
3.- El efecto de la declaratoria de inconstitucionalidad será aquel previsto en el artículo 95 inciso 
primero de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, es decir, surte 
efectos de cosa juzgada y produce efectos generales hacia el futuro.4.- Notifíquese, publíquese y 
cúmplase.”. 
 
En consecuencia esta sentencia declara la constitucionalidad del Decreto 813, pero 
dejando constancia que las presuntas vulneraciones que se generen como consecuencia de una 
contravención al principio de jerarquía normativa que no involucre normas de rango 
constitucional correspondería a la función Judicial, específicamente a la jurisdicción 
contencioso administrativa.
3
 
 
En todo caso existen cientos de demandas propuestas en los distintos tribunales de lo 
Contencioso Administrativo que se encuentran en trámite y cuyas sentencias constituyen un 
verdadero interrogante. 
 
He realizado en este capítulo una recopilación histórica de los ordenamientos jurídicos 
que se han dictado en relación con la compra de renuncias y renuncia obligatoria, para en el 
siguiente fundamentarme teóricamente la cesación de funciones por renuncia en tratadistas y 
doctrina del Derecho administrativo.  
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
3
 El Artículo 3 inciso tercero de la Ley de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa dice: “El recurso 
de anulación, objetivo o por exceso de poder, tutela el cumplimiento de la norma jurídica objetiva, de 
carácter administrativo, y puede proponerse por quien tenga interés directo para deducir la acción, 
solicitando al Tribunal la nulidad del acto impugnado por adolecer de un vicio legal.”. 
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CAPÍTULO II 
 
LA RENUNCIA COMO CESACIÓN DE FUNCIONES 
 
2.1.- EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN FUNCIONAL 
 
El tratadista clásico argentino Manuel María Diez (1979:675-677): parte del principio de 
que así como el funcionario ha ingresado en la administración, puede egresar de la misma. 
 
La cesación definitiva en la función pública puede producirse por un hecho, por un acto del 
propio funcionario o por un acto de otro funcionario u organismo competente. Se produce por un hecho 
en los casos de muerte del funcionario, de expiración del término legal para el ejercicio de la función o 
de haber llegado el funcionario al límite de edad que establezca el ordenamiento jurídico vigente. La 
cesación definitiva se produce por un acto del propio funcionario en los casos de dimisión o renuncia, 
que debe ser aceptada, de jubilación voluntaria, incompatibilidad producida por haber aceptado otro 
cargo o pérdida voluntaria de las condiciones requeridas para el ejercicio del cargo como, por ejemplo, 
la pérdida de la ciudadanía. La cesación del cargo público puede tener lugar por acto de otro 
funcionario u organismo competente en los siguientes supuestos: la cesantía o la exoneración como pena 
disciplinaria por faltas cometidas por el funcionario. La condena en lo criminal con inhabilitación 
absoluta o relativa para el ejercicio de cargo público, la supresión del cargo, la jubilación forzosa. 
 
También se puede hacer otra clasificación de la cesación de las funciones públicas. Ella puede ser 
voluntaria o forzosa. Sería voluntaria en el caso de renuncia, de abandono del cargo y de jubilación. 
Sería forzosa en caso de cesantía, de exoneración y de supresión del cargo. La cesación de función 
pública puede también derivar de razones diversas, como son el vencimiento del plazo para el cual 
hubiera sido designado, la edad máxima fijada por el derecho positivo, la incompatibilidad, etc. 
 
Señala varios principios que rigen la cesación en el cargo público: 
 
1º) Todo funcionario puede ser privado del cargo que desempeña cuando lo demande el interés 
público. Se entiende que este principio no se aplica drásticamente y que en razón del interés público los 
cargos públicos pueden clasificarse, en virtud de sus funciones, en cargos técnicos, cargos políticos y 
cargos de confianza. Los cargos técnicos son permanentes. Los cargos políticos durarán el término del 
mandato, vale decir que son temporales, y los cargos de confianza son precarios. De allí, entonces, que 
el principio de la cesación del funcionario cuando lo demande el interés público, debe ser aplicado 
restrictivamente cuando se trate de cargo técnico, en razón del derecho que tiene el funcionario a la 
estabilidad, de la cual nos hemos ocupado oportunamente. 
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2º) Las causas y trámites de la cesación, así como también sus efectos, deben ser regulados por 
disposiciones de carácter general. Los funcionarios que ocupan cargos técnicos no deben ser separados 
de los mismos por causas políticas o ajenas al desenvolvimiento del servicio público. 
 
3º) La cesación definitiva del cargo público debe estar sometida a un procedimiento  especial, a 
los efectos de evitar la cesación del funcionario por motivos y fundamentos ajenos al servicio público. Se 
le concederá al funcionario el derecho de ocurrir ante los órganos competentes para la defensa de su 
derecho al ejercicio del cargo. 
 
2.2.- EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN FUNCIONAL POR ACTOS DEL 
FUNCIONARIO 
 
Según el uruguayo  Enrique Sayagués Laso, (1974:355-357): en algunos casos el 
alejamiento de la función pública es esencialmente voluntario. Así ocurre con la renuncia, el abandono 
del cargo y la jubilación. Otras Veces la separación del funcionario es el resultado de un acto de la 
administración: destitución, revocación del nombramiento y supresión del cargo. Finalmente, la cesación 
en las funciones públicas puede responder a razones diversas, derivadas de la ley, de circunstancias de 
hecho, etc. Entre ellas cabe mencionar el vencimiento del plazo, la edad máxima, las inhabilidades e 
incompatibilidades, la muerte, etc. 
 
Específicamente, sobre la renuncia dice: “es un acto unilateral del funcionario, mediante el 
cual expresa su voluntad de dejar el cargo que ocupa. Requiere la aceptación de la administración para 
que surta todos sus efectos, desinvistiendo al funcionario en forma definitiva, salvo que a texto expreso se 
consagre la solución contraria. 
 
La renuncia es un acto discrecional del funcionario, a menos que se trate de cargos obligatorios, 
en cuyo caso no puede admitirse sino en las hipótesis autorizadas por la ley. A su vez, la aceptación de la 
renuncia es también un acto discrecional , en el sentido de que la administración puede rechazarla si la 
considera intempestiva y susceptible de afectar el funcionamiento del servicio, o si  tuviera como 
finalidad eludir una medida disciplinaria, ya que luego de aceptada y quedar desinvestido el funcionario, 
no se le puede sancionar disciplinariamente. 
 
Por lo mismo que la renuncia no se perfecciona hasta su aceptación por la administración, el 
funcionario puede retirarla mientras aquella no se hubiere producido. Por iguales razones el funcionario 
debe seguir cumpliendo normalmente sus tareas y cobrando su sueldo. 
 
En principio, salvo que textos expresos dispongan otra cosa, las renuncias deben ser consideradas 
por los órganos que tienen la potestad de nombramiento. Esta regla admite excepciones en los casos de 
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funcionarios electivos, para los cuales, por lo demás, se determina generalmente en forma expresa ante 
quién deben presentar renuncia. 
 
El profesor de la Universidad de Derecho, Economía y Ciencia Sociales de París, André 
de Laubadére (1984:256) al hablar de la cesación definitiva de los funcionarios manifiesta que 
“la dimisión o renuncia debe hacerse por escrito y solamente surte efecto cuando es aceptada y 
en la fecha de aceptación.”  
 
El tratadista colombiano Diego Younes Moreno (1978:137) señala que “La ley dispone que 
todo el que sirva un empleo de voluntaria aceptación puede renunciarlo libremente. Por esta razón, con 
anterioridad se indicaba que la causa del retiro en este caso se originaba en el funcionario mismo, y de 
ahí que sea ilegal cualquier presión tendiente a que la renuncia se produzca. 
 
Es por esto por lo que la jurisprudencia administrativa (colombiana) ha venido sosteniendo que la 
renuncia es “Un acto espontáneo y voluntario por excelencia, nacido de la libre facultad intrínseca que 
posee la persona de hacerlo o no hacerlo. Si no se cumplen estas condiciones es indudable que aquella 
carece de tales elementos y está por lo tanto viciada y no puede producir los efectos que surtiría una 
dimisión presentada sin coacciones de ninguna especie”.4  
 
Concluye el autor que  con el propósito de controlar la arbitrariedad de que hacen gala algunos 
funcionarios dotados de autoridad, el inciso cuarto del art. 27 del decreto 2400, dispone que quedan 
“terminantemente prohibidas y carecerán en absoluto de valor, las renuncias en blanco o sin fecha 
determinada o que mediante cualquier otra circunstancia pongan con anticipación en manos del jefe del 
organismo la suerte del empleado”. 
 
Además de la espontaneidad, la renuncia debe manifestarse por escrito y en forma inequívoca.” 
 
Silva Cimma Enrique (1978:97), profesor de la Universidad Central de Venezuela 
argumenta que “la función pública expira, esto es, termina el vínculo que liga al funcionario con la 
Administración, cuando por algunas de las causas legalmente establecidas el empleado deja de prestar 
servicios de manera definitiva. Es lo que se denomina el retiro de la Administración, o la expiración de la 
función pública. 
 
Esta situación engendra determinados efectos y crea o puede crear derechos específicos a favor 
del funcionario. Cuando se reúnen los requisitos que la ley preestablece, nacen los denominados 
derechos de la seguridad social. 
                                                          
4
 Cita de Luis A. Buitrago, en Régimen Jurídico de los empleados oficiales, Bucaramanga, Edit. Nueva 
Jordana, 1974, P. 128 
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La función pública puede terminar, normalmente, en aquellos casos en que el funcionario por su 
sola y espontánea voluntad, resuelve retirarse de la Administración. Para estos efectos, debe presentar 
su renuncia, es decir exponer por escrito su voluntad de hacer dejación de su empleo. Como norma 
general la renuncia voluntaria no ha menester de expresar causas ya que obedece a la sola 
determinación del funcionario Sin embargo éste no puede alejarse de su cargo sino una vez que su 
renuncia ha sido legalmente tramitada, es decir cuando habiendo sido aceptada por el funcionario 
competente se le ha dado a ésta su curso legal. 
 
De allí es que los funcionarios no pueden hacer dejación retroactiva de sus empleos, ya que las 
legislaciones o reglamentaciones pertinentes señalan habitualmente plazos para que empiecen a tener 
efecto las renuncias que los funcionarios presentan. 
 
Una vez que estas renuncias empiezan a surtir efectos legales, se produce la cesación del vínculo 
que une al funcionario con la Administración y, por lo tanto, desaparece para éste la obligación de 
continuar prestando servicios. Desde ese momento, nace también para el empleado el derecho a cobrar 
los beneficios que las legislaciones consagran para estos casos, ya se trate de “prestaciones”, 
“pensiones de jubilación” u otros que configuran los llamados derechos de la seguridad social. 
 
Manuel María Diez (1979:677-682) manifiesta que  “la renuncia es un acto unilateral y 
expreso del funcionario, mediante el cual manifiesta  su voluntad de dejar el cargo que ocupa. Debe 
presentarse por escrito. Naturalmente, ha de producir efectos tan pronto sea aceptada por la 
administración, en cuya oportunidad el funcionario será desinvestido en forma definitiva. Por supuesto 
que la dimisión o renuncia es un acto discrecional del funcionario. El sabrá en qué oportunidad y por 
qué motivo habrá  de proceder así. La aceptación de la renuncia también es un acto discrecional de la 
administración; ésta puede aceptarla o rechazarla. En este último supuesto, si considera que esa 
renuncia es susceptible de afectar el buen funcionamiento del servicio. Podría ocurrir también que el 
funcionario renunciara para eludir una medida disciplinaria, ya que luego de aceptada la renuncia y de 
quedar desinvestido, no se puede sancionar disciplinariamente al funcionario. En este caso corresponde 
rechazar la renuncia. Como que la renuncia no se perfecciona hasta su aceptación por la 
administración, el funcionario puede retirarla mientras aquella no se hubiera producido. En principio, 
las renuncias deben ser consideradas por los órganos que tienen potestad de nombramiento. 
 
En general, todos los cargos públicos son renunciables, salvo ciertas cargas públicas, como el 
servicio militar, que tienen carácter de deber, y, como regla general, la dimisión debe ser aceptada. La 
aceptación de la dimisión ha de ser expresa, notificándose de esa resolución el dimitente. 
 
La revocación de la aceptación de la renuncia está sujeta a límites y en consecuencia la 
administración no podrá realizarla cuando afecte derechos nacidos en virtud de la dimisión aceptada, 
por ejemplo, con motivo de una nueva designación. Desde ya, el funcionario dimitente no tiene derecho a 
ninguna indemnización por la pérdida del cargo que desempeñó. 
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Como dijimos más arriba, la dimisión solamente produce efectos después de haber sido aceptada, 
razón por la cual el funcionario dimitente debe continuar en el cargo hasta que se le acepte la dimisión. 
En argentina se obliga al agente renunciante a permanecer en el cargo por treinta días si antes no fuera 
reemplazado o aceptada su dimisión o autorizado a cesar en sus funciones. Si abandona el cargo antes 
de ese instante, falta a sus deberes y puede ser sancionado. 
 
Así mismo en la legislación argentina  se considera delito el abandono de la función sin la 
aceptación de la renuncia en aquellos supuestos en que cause un daño grave al servicio. 
 
Dijimos que la administración debe aceptar la renuncia. El silencio de la misma o la 
desestimación de la dimisión son ilegítimos. Si bien en principio la aceptación de la renuncia no debe ser 
retardada sine die, la administración pública puede demorar provisionalmente su aceptación por razones 
de mejor servicio o por motivos disciplinarios. En este supuesto estaría justificada la demora en la 
aceptación, pero una oposición arbitraria puede fundar un recurso del dimisionario contra la 
administración pública. Presentada la renuncia y continuando el funcionario en el ejercicio del cargo 
hasta que aquella le sea aceptada, tiene derecho a seguir percibiendo el sueldo que le corresponde hasta 
el momento de la aceptación.  
 
Como la renuncia es una forma normal de extinguir la relación jurídica entre Estado y 
funcionario, sus efectos deben considerarse desde un doble punto de vista: 1) En cuanto a la posibilidad 
de reingreso del renunciante. 2) En lo que respecta a la responsabilidad contraída en el ejercicio del 
cargo. 
 
1) Respecto al que reingresa a la administración, debe someterse a los nuevos requisitos en vigor 
en el momento de reingresar. La antigüedad habrá de computarse según el tiempo de efectiva prestación 
de los servicios y, egresado el funcionario, se tendrá en cuenta a los efectos de la jubilación. 
 
2) En lo que respecta a la responsabilidad derivada de las obligaciones contraídas en el ejercicio 
de la función, ella subsiste si en la aceptación de la renuncia se hace reserva fundada. Si el órgano que 
acepta la renuncia no hace reservas fundadas, se extinguen las obligaciones. Esta extinción no inhibe a 
la Contaduría general o al Tribunal de Cuentas de exigir la rendición  de cuentas ni de hacer efectivo el 
juicio de responsabilidad tan pronto se haya tenido noticia de la aceptación de la renuncia. 
 
La renuncia de un funcionario no está sujeta a fórmulas y debe tenerse por presentada si se 
utilizan términos equivalentes, como decir que se pone a disposición del superior  el cargo, pues tal es el 
sentido que le da el uso general, que en estos casos debe prevalecer. 
 
Según Obando Garrido José María, también colombiano  (2001:257-258) La cesación de 
actividades públicas suele obedecer a causas constitucionales, legales, voluntarias, judiciales y 
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disciplinarias. Pero la idea del retiro consiste en que todo comienzo tiene su final, es decir, que los 
empleados públicos necesariamente deben separarse del servicio activo, cuando lleguen el momento o se 
de la causal correspondiente. 
 
El apartamiento de la actividad pública se da por la conclusión del desempeño de las funciones, 
que se le atribuyeron al empleado público con el nombramiento o la toma de posesión del empleo. Pero 
es importante distinguir el retiro del servicio de un empleado de libre nombramiento y remoción y el del 
empleado público de carrera. En el primero el nominador tiene la facultad para declararlo insubsistente, 
sin mediar razón alguna, en una decisión unilateral que no requiere ser motivada. En el segundo, como 
el empleado se halla protegido por el régimen de la carrera administrativa, no será removido del cargo 
sino por causa justificada; por lo que la terminación de actividades administrativas debe estar 
suficientemente fundamentada o determinada por el seguimiento del proceso disciplinario oportuno y 
adecuado. 
 
En tratándose de la renuncia dice: “El empleado público por autonomía de su voluntad, en 
cualquier momento, tiene la posibilidad de expresar que renuncia a las funciones del cargo que venía 
desempeñando. La renuncia del empleo es indispensable que se haga libremente, sin presiones de 
ninguna índole, en forma escrita en la que se manifieste espontánea e inequívocamente el deseo de 
separarse definitivamente del servicio. Están prohibidas las renuncias en blanco o sin fecha 
determinada, y las que pongan con la anticipación el cargo del empleado a disposición del empleador. 
 
La renuncia deberá ser regularmente aceptada, por eso la providencia que la acepta expresará la 
fecha de retiro, que no será posterior a treinta días después de presentada la renuncia. Al cumplirse este 
lapso el empleado podrá separarse sin incurrir en abandono del cargo. Pero si la Administración 
Pública, una vez vencido el término anteriormente indicado, no ha decidido la renuncia, el empleado 
continuará desempeñando el empleo, no produciendo efecto alguno. 
 
Si existen motivos notorios de conveniencia para no aceptar la renuncia, la Administración podrá 
solicitar al empleado su retiro, pero si el renunciante insiste deberá aceptársela. 
 
La renuncia regularmente aceptada de un empleo de carrera le permite continuar registrado por 
un lapso de dos años, durante los cuales podrá presentarse a concurso de ascenso. 
 
La renuncia cuando hubiere sido aceptada no exime al empleado de las acciones disciplinarias, ni 
interrumpen la prescripción de estas ni la fijación de la sanción.”. 
 
Dromi Roberto (2004:595) sobre la materia se remite al Marco de Regulación del Empleo 
Público Nacional que dispone que “la renuncia se considerará aceptada si la autoridad competente 
no se pronuncia dentro de los treinta días corridos de su presentación. Sin embargo, prevé la posibilidad 
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de dejar en suspenso la aceptación durante 180 días corridos, si al momento de su presentación, el 
renunciante se encuentra involucrado en una investigación sumarial (art.22). La renuncia puede ser 
retirada mientras no sea aceptada.” 
 
Según los jueces del Tribunal de lo Contencioso Administrativo ecuatoriano “La 
renuncia es un acto consciente y voluntario, si es aceptado produce efectos jurídicos 
concluyentes, es un acto libre espontáneo y desprovisto de cualquier elemento que ponga en 
situación de indefensión al renunciante. La renuncia manifiesta claramente la decisión de quién 
la presenta de separarse del cargo y que ese acto de voluntad no esté viciado de error, fuerza o 
dolo, elementos que deben ser analizados por el juzgador atentas las condiciones del servidor 
público, esto es: jerarquía del cargo, su grado de cultura, capacidad y conocimientos. Es una 
forma unilateral de dar por terminadas las relaciones entre un servidor público y la 
administración.”5  
 
2.3.- LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
La legislación ecuatoriana sobre la materia de renuncia sigue los mismos parámetros que 
hemos visto en otras legislaciones a través de los tratadistas citados. 
 
El artículo 229 inciso segundo de la Constitución de la República delega a la ley para que 
regule la cesación de funciones de sus servidores; en efecto la Ley Orgánica de Servicio 
Público, LOSEP, en las letras a) y k) del artículo 47 regula esta institución y dice textualmente: 
Artículo 47.-“Casos de cesación definitiva.-La servidora o servidor público cesará definitivamente en sus 
funciones en los siguientes casos:  a) Por renuncia voluntaria formalmente presentada; y  k) Por la 
compra de renuncias con indemnización.” 
 
Para el primer caso de renuncia el artículo 102 del Reglamento General a la Ley Orgánica 
del Servicio Público establece lo siguiente: 
 
Art. 102.-Cesación de funciones por renuncia voluntaria formalmente presentada.-La o el servidor 
que voluntariamente deseare separarse de su puesto, deberá comunicar por escrito a la autoridad 
nominadora su decisión con por lo menos quince días de anticipación a la fecha de su salida. Si la 
autoridad nominadora no se pronunciare respecto de la misma dentro de dicho plazo, se considerará 
aceptada para los fines legales pertinentes. 
 
La autoridad nominadora podrá aceptar inmediatamente la renuncia después de presentada. 
                                                          
5
 Sentencia de viernes 20 de diciembre de 2013, juicio Nº. 17811-2013-1345 
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En caso de que la o el servidor, habiendo presentado su renuncia, dejare de asistir antes del 
vencimiento del plazo previsto en este artículo, inmediatamente se le aplicará el régimen disciplinario 
establecido en la LOSEP y en el presente Reglamento General por abandono de su puesto, salvo el caso 
de participar en un proceso electoral y sea elegido. 
 
La o el servidor a la fecha de la terminación de la relación de prestación de servicios, procederá 
a la entrega recepción de los bienes y archivos que estuvieron a su cargo y se sujetará a la normativa 
interna de cada institución, y al procedimiento que sobre la materia determine la Contraloría General 
del Estado respecto del personal caucionado. 
 
La o el servidor que presentare la renuncia voluntaria a su puesto, y que por efectos del goce de 
licencia sin remuneración o comisión de servicios con remuneración, no hubiere devengado el tiempo de 
permanencia en la institución, conforme a lo establecido en la LOSEP y este Reglamento General no le 
será aceptada la renuncia, hasta que proceda a la devolución de los valores egresados por la institución 
o devengue el tiempo correspondiente, por los conceptos determinados en la ley y este Reglamento 
General. De ser el caso la institución ejecutará las garantías rendidas por el servidor renunciante, e 
iniciará los procesos correspondientes para el debido cobro. 
 
Para el segundo caso de renuncia con indemnización, el Ministerio de Relaciones 
Laborales mediante resolución  número MRL-2011-00158 de  publicado en el suplemento del 
Registro Oficial Nº 467 de viernes 10 de junio del 2011 expide las regulaciones y montos que 
percibirán las y los servidores públicos como compensación económica por renuncia voluntaria 
legalmente presentada y aceptada, de conformidad con el artículo 286 del Reglamento General 
de la LOSEP que dice: Art. 286.-De la compensación por renuncia voluntaria.-La compensación por 
renuncia voluntaria opera de conformidad con el plan que al efecto establezca cada institución. Una vez 
que fuere legalmente presentada y aceptada, de conformidad con la Disposición General Décima 
Segunda de la LOSEP, se hará efectiva a partir del inicio del quinto año de servicios prestados en la 
misma institución bajo cualquier modalidad de nombramiento, y hasta el año en el cual sea presentada y 
aprobada la renuncia. 
 
El valor de la compensación se establecerá, tomando en cuenta el total de los años laborados por 
la o el servidor, y el monto establecido por el Ministerio de Relaciones Laborales, previo dictamen 
favorable del Ministerio de Finanzas, hasta un máximo de ciento cincuenta salarios básicos unificados 
en total. Este valor será pagadero en efectivo, de conformidad con la disponibilidad presupuestaria. 
 
En todos los casos se observará si la o el servidor se encuentra en la edad y requisitos 
establecidos para la jubilación, caso en el cual, se acogerá únicamente a la compensación económica 
por jubilación voluntaria o por jubilación obligatoria establecida en la LOSEP, según sea la de mayor 
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valor. En caso de que la partida sea suprimida, o se compre su renuncia, únicamente se pagará la 
compensación o la indemnización de mayor valor. 
 
Las o los servidores en contra de los cuales se encuentre sustanciándose un sumario 
administrativo y que presentaren su renuncia, no podrán acogerse a ésta compensación, salvo que fuere 
exento de responsabilidad al concluir el trámite del mismo. 
 
El tercer caso, esto es la sui generis compra de renuncia obligatoria previsto en el artículo 
8 del Decreto Ejecutivo No. 813, publicado en el Suplemento del  Registro Oficial No. 489 del 
12 de julio de 2011, que reforma el Reglamento General  a la LOSEP, es una figura que no 
consta en la Ley Orgánica del Servicio Público, LOSEP y  ha merecido el análisis de la Corte 
Constitucional insertada en el capítulo primero. 
  
En conclusión, ninguno de los tratadistas administrativistas se refieren a una compra de 
renuncia con indemnización y solo el ordenamiento jurídico ecuatoriano previsto en la Ley 
Orgánica de Servicio Público trata sobre el tema, dejando en claro que este modo de cesación de 
la relación de servidores públicos aparece a inicio de la década de los años noventa, copiada de 
la legislación peruana. Aquí merece otra investigación sobre los móviles que llevaron a 
institucionalizar la compra de renuncia: ¿asunto de ética
6
 o de interés público? 
 
Pero en todo caso la renuncia está claramente definida por el derecho administrativo y 
regulado por la legislación ecuatoriana, concluyendo que no existe en la ley la renuncia 
obligatoria. 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
6
 Según Jean Paul Sartre la gente debe elaborar su propia ética tomando como punto de partida el 
análisis histórico y sociológico que le podemos proporcionar. (Cita de Lydia Alix Filllingham:2013:111) 
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CAPITULO III 
 
EL ACTO ADMINISTRATIVO Y SUS ELEMENTOS  
 
3.1.- NOCIÓN DE ACTO ADMINISTRATIVO 
 
Tanto el sustantivo acto, como el adjetivo administrativo son términos susceptibles de 
interpretación diversa.  Por ello no existe un concepto ni doctrinario ni legalmente unitario. 
 
Es necesario analizar varias definiciones para arribar a una que convenga a la realidad 
legislativa ecuatoriana. 
 
Según el profesor en la Universidad de Derecho de París
7
 DE LAUBADERE ANDRE 
(1984: 176) “La actividad de la administración es multiforme, pero todos los actos que realiza  son 
igualmente y por la misma razón actos administrativos”. Los actos que emanan de la administración 
serían los reglamentos, contratos, convenios voluntarios no contractuales, hechos 
administrativos, circulares o instrucciones de servicio y los actos de simple administración. 
Nosotros añadiríamos los actos políticos o de gobierno. Este mismo autor, desde el punto de 
vista material dice, “es acto administrativo todo acto público de alcance individual  y también según la 
opinión más corriente, los actos puramente materiales”. El concepto de acto administrativo, 
concluye, es entonces relativo: un mismo acto puede ser administrativo desde el punto de vista 
formal y no serlo desde el punto de vista material. El derecho positivo francés utiliza estas dos 
definiciones, según el caso. 
Para los tratadistas españoles García De Enterría Eduardo y Fernández Tomás-Ramón, 
(2006:548) “Acto administrativo sería así la declaración de voluntad, de juicio, de conocimiento o de 
deseo realizada por la Administración en ejercicio de una potestad administrativa distinta a la potestad 
reglamentaria”.  
Según estos autores el acto administrativo sólo puede producirse por una Administración 
Pública en sentido formal y no por ningún órgano público que no esté integrado en una 
                                                          
7
 Funcional y objetivamente el Derecho Administrativo es una institución francesa. Sus tribunales, o 
mejor sus jueces, han creado en Francia por vía pretoriana o jurisprudencia, el conjunto de principios, 
normas y reglas que objetivamente se conoce como Derecho Administrativo, sistema enteramente 
contrapuesto al inglés que ha originado también un derecho administrativo particular (Administrative 
Law). 
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Administración como persona (judiciales, legislativos), sea cual sea la materia de tales actos, ni 
por ningún particular (fuera de los supuestos excepcionales más atrás indicados, quedando, 
pues, al margen, todos los actos del administrado). Sin embargo le excepcionan al reglamento. 
Al respecto el colombiano Vélez García Jorge (1996:18-19) afirma: 
“El carácter orgánico o formal propio de la función administrativa, que da origen al acto 
administrativo propiamente tal; o sea que desde el punto de vista jurídico la materia administrativa 
deriva su esencia de tal no de su contenido material sino de su origen, es decir, del sujeto u órgano que 
realiza la actividad o produce el acto. El acto es administrativo porque emana de la administración. 
Empero, dado que la división tripartita del poder público no envuelve la idea de tres bloques 
funcionalmente cerrados, cada uno negado e impenetrable al tipo de actividad o función que desempeñan 
los otros dos, sino susceptible de evidentes promiscuidades funcionales que la doctrina ha dado en 
llamar “atemperaciones del poder”, también surge en la temática actual del derecho público la figura de 
la función  y su objeto tomados desde el punto de vista autónomo, “per se”, sin atención a su origen 
formal u orgánico, esto es examinados desde el punto de vista de su contenido material. El reglamento 
representa el ejemplo por excelencia. Como acto-regla, preventivo, impersonal y abstracto, por los 
caracteres de su estructura  material o contenido  participa de la naturaleza de la ley; pero por el órgano 
que lo expide es un acto administrativo. Sin embargo, como el reglamento a más de constituir  “un 
atributo propio del ejecutivo,”,  según Kelsen, o, en otras palabras, una atribución natural de la 
administración en sentido lato, es una especie o categoría normativa cuyo uso es de rigor en las demás 
ramas del poder, pues tanto el legislativo como el jurisdiccional a veces requieren su empleo (v. y gr. Los 
reglamentos internos de las Cámaras legislativas o de los tribunales de justicia), es en este último caso 
donde realmente se observa el fenómeno de la “atemperación”. Esta se manifiesta en que cada órgano o 
rama del poder no se limita a sólo realizar los actos naturalmente emanados de su función específica, 
sino que suele incursionar en las funciones de los demás y realizar actos que específicamente se reputan 
propios de la naturaleza de estos. Muestras del legislativo que juzga o administra, del ejecutivo que 
legisla o juzga, y del judicial que administra o legisla (por lo menos a través de reglamentos que son 
leyes en sentido material), no son cosa extraordinaria en las constituciones y leyes, ni en la práctica de la 
actividad estatal.” 
El argentino Diez Manuel María, (1976:208) se inclina por la noción orgánica de la 
administración pública y dice: “es una declaración unilateral y concreta del órgano ejecutivo que 
produce efectos jurídicos directos e inmediatos”. Excluye del concepto a los reglamentos que tienen 
régimen especial y a los actos políticos o de gobierno. 
El chileno Alwin Azocar Patricio, citado por Urzúa Carlos (1971:3), define al acto 
administrativo como “la declaración unilateral de la voluntad de la administración en el ejercicio de 
sus potestades administrativas que produce efectos particulares o subjetivos”. 
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El uruguayo Sayagués Laso (1974:388) define, al acto administrativo como “toda 
declaración unilateral de voluntad de la administración, que produce efectos subjetivos” concepto 
restringido que lo desarrolla en su texto. 
El autor mexicano Acosta Romero Miguel, (1997:811) dice: “el acto administrativo es una 
manifestación unilateral y externa de voluntad, que expresa una decisión de una autoridad 
administrativa competente, en ejercicio de la potestad pública.”.Noción eminentemente orgánica. 
El argentino Dromi Roberto, (2004:354) dice: “El acto administrativo es toda declaración 
unilateral efectuada en el ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos 
individuales en forma directa” 
En la práctica, la actividad administrativa la realiza inclusive los órganos legislativo y 
judicial, porque no existe un sistema riguroso de separación de funciones, o como se dijo “la 
división de funciones no coincide con la división de órganos” 
Por ello, con más precisión el también argentino Cassagne Juan Carlos, (2006:110) 
manifiesta: “La noción de acto administrativo comprende toda declaración proveniente de un órgano 
estatal, emitida en ejercicio de la función materialmente administrativa y caracterizada por un régimen 
administrativo, propio y típico del Derecho Público, que genera efectos jurídicos individuales directos 
con relación a los administrados destinatarios del acto.”  
El derecho positivo ecuatoriano utiliza las dos clases de definiciones de acto 
administrativo: formal y material.  
 
Según el artículo 1 de la Ley de la Jurisdicción contencioso-Administrativa, se puede 
interponer el recurso  Contencioso Administrativo contra los actos administrativos en sentido 
formal, esto es que emanen de la Administración Pública. 
 
Por su parte el artículo 65 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la 
Función Ejecutiva especifica la definición de acto administrativo como “toda declaración 
unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos 
individuales de forma directa”8.  
 
En conclusión, dice el profesor de Práctica administrativa de la Carrera de Derecho de la 
Universidad Central, Viteri  Hernez (2012) “tomando en cuenta la evolución de nuestro Derecho 
Positivo, la realidad  de que la tripartición de funciones no coincide con la tripartición de órganos, 
definimos al acto administrativo de la siguiente manera: declaración de voluntad unilateral efectuada 
                                                          
8
 Nótese la semejanza con la definición de Roberto Dromi 
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por los órganos estatales en ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos 
individuales en forma directa.  Ello  porque el acto administrativo, como concreción típica pero no única 
del ejercicio de la función administrativa, puede emanar de todos  los órganos estatales en ejercicio del 
Poder Público, teniendo en todo caso carácter sub legal.  El artículo 196 de la Constitución Política de 
la República de 1998, ratificaba este aserto cuando establecía: “Los actos administrativos generados por 
cualquier autoridad de las otras funciones e instituciones del Estado, podrán ser impugnados ante los 
correspondientes órganos de la función judicial, en la forma que determina la ley”.  La nueva 
Constitución de la República en su artículo 173 ratifica este principio cuando dice: “Los actos 
administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser impugnados, tanto en la vía administrativa 
como ante los correspondientes órganos de la Función Judicial”.  
 
Para objeto de esta investigación tomaremos como base la última noción de acto 
administrativo. 
 
3.2.- LA TEORÍA DE LOS ELEMENTOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO  
 
Giannini Massimo, citado por Cassagne Juan Carlos (2006:179), sostiene que el acto 
administrativo, como todo acto jurídico, se individualiza por un conjunto de articulaciones 
lógicas que se denominan elementos. La construcción de una teoría sobre los elementos del acto 
administrativo, que aparece necesaria en el plano lógico a raíz de su carácter de acto jurídico, 
cobra una esencial  importancia con respecto a todas las cuestiones referentes a la validez del 
acto, puesto que deben analizarse los vicios en relación con los elementos, para poder 
determinar la existencia y entidad de un defecto susceptible de provocar la invalidez del acto. 
 
Dromi Roberto (2004:360) se refiere a elementos esenciales, de los cuales depende la 
validez y eficacia del acto administrativo (competencia, objeto, voluntad y forma); son 
requisitos accidentales (accesorios o eventuales) la condición, el modo y el término.  Estos, 
aunque no afectan su existencia, si conciernen a su eficacia; son elementos de legitimidad los 
que se relacionan con el cumplimiento de las normas positivas atinentes al acto, y son elementos 
de mérito los que se refieren al cumplimiento oportuno y conveniente de los fines del acto.  A 
pesar de esta distinción, la validez del acto administrativo requiere no sólo del cumplimiento de 
la legitimidad, sino también de la oportunidad. 
 
García De Enterría y Fernández (2006:552) en concordancia con su definición de acto 
administrativo, clasifica en elementos subjetivos (administración, órganos, competencia, 
investidura legitima del titular del órgano), elementos objetivos (presupuesto de hecho, objeto, 
causa, fin) y elementos formales (procedimiento, forma de la declaración) 
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A mayores elementos o requisitos del acto existe más control legal de la actividad 
administrativa de los órganos estatales. 
 
El carácter de ius in fieri que tiene el Derecho Administrativo ha contribuido a que los 
tratadistas incurran en discrepancias en cuanto a la determinación de sus elementos.  Nosotros 
nos basamos en la Legislación Ecuatoriana para determinar su importancia, advirtiendo que no 
todos los elementos revisten igual trascendencia ni aparecen exigidos con  la misma extensión. 
 
 El profesor Viteri Hernez (2012) considera los siguientes elementos como indispensables 
para la validez del acto Administrativo: declaración de voluntad, competencia, objeto, causa o 
motivos, finalidad, motivación, forma y formalidades, advirtiendo que según la Constitución de 
la República
9
 la falta del elemento motivación es causa de nulidad del acto
10
 y según la Ley de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa
11
 la incompetencia de la autoridad y la omisión de 
las formalidades también se consideran como causas de nulidad del acto administrativo. 
También el artículo 129 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva, ERJAFE señala además que son nulos los actos administrativos que tengan un 
contenido imposible y anulables los que incurran en cualquier infracción del ordenamiento 
jurídico, incluso la desviación de poder, que tiene que ver fundamentalmente con la causa o 
motivo y finalidad del acto administrativo
12
. 
 
                                                          
9
 Con la entrada en vigencia de las Constituciones materiales de posguerra, cuyo contenido normativo se 
encuentra recargado de valores y principios, la necesidad de motivar y argumentar toda decisión 
jurídica se volvió un imperativo para todos los poderes públicos. 
 
10
 Constitución de la República: Art. 76.- Garantías Básicas al Debido Proceso.- En todo proceso en el 
que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido 
proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá 
las siguientes garantías: l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se 
explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se consideraran nulos. Las servidoras 
o servidores responsables serán sancionados. 
 
11
 Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa: Art. 59.- Son causas de nulidad de una resolución 
o del procedimiento administrativo: a) La incompetencia de la autoridad, funcionario o empleado que 
haya dictado la resolución o providencia. b) La omisión o incumplimiento de las formalidades legales 
que se deben observar para dictar una resolución o iniciar un procedimiento, de acuerdo con la ley cuya 
violación se denuncia, siempre que la omisión o incumplimiento causen gravamen irreparable o influyan 
en la decisión. 
12
 En el desarrollo de los elementos del acto administrativo me fundamentaré, especialmente en la 
bibliografía de tratadistas españoles y argentinos debido a que la legislación administrativa ecuatoriana 
se asemeja mucho a la legislación de estos países. Por ejemplo: Estatuto del Régimen Jurídico y 
Administrativo de la Función Ejecutiva, Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, entre otros. 
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3.3.- DECLARACIÓN DE VOLUNTAD 
13
 
 
Para Forsthoff el problema de la voluntad del órgano administrativo pertenece a la teoría 
del Estado; y según Goldschmidt, la voluntad que comprende “tanto intención como fin” 
constituye un requisito presupuesto antes que un elemento administrativo. 
 
No obstante la mayoría de la doctrina tradicional, y aún los autores más modernos 
consideran a la voluntad como un elemento del acto administrativo. 
 
La jurisprudencia española (sentencia de 7 de mayo de 1979) citado por  García de 
Enterría y Fernández (2006:550) ha precisado “que es esencia del acto administrativo –concepto 
básico del sistema y ordenamiento jurídico de la Administración Pública-, constituir una especie de acto 
jurídico emanado de un órgano administrativo en manifestación de voluntad creadora de una situación 
jurídica. Estas notas excluyen de aquel concepto cualquier otra declaración o manifestación que, aunque 
provenga de órganos administrativos, no sea por sí misma creadora o modificadora de situaciones 
jurídicas, es decir, carezca de efectos imperativos o decisorios. Así, no pueden merecer el calificativo de 
actos impugnables, los dictámenes o informes, manifestaciones de juicio, que siendo meros actos de 
trámite provienen normalmente de órganos consultivos, ni tampoco las contestaciones a consultas de los 
administrados” 
 
Más adelante aclaran los españoles García de Enterría y Fernández (2006:560-561) “Ya 
hemos expuesto que el acto administrativo consiste en una declaración y que lo declarado puede ser tanto 
una voluntad (decisión), como otros estados psicológicos (juicio, conocimiento, deseo). Igualmente han 
manifestado que la declaración puede ser explícita o deducirse de una conducta expresiva (actos 
tácitos), aunque esto último con ciertas reservas.  
 
Cuestión de alguna trascendencia es la relativa a los vicios de la voluntad (o, en su caso, de los 
demás estados psicológicos) expresados en la declaración: situación de capacidad personal del agente, 
error, violencia, intimidación, dolo. Ha de tenerse en cuenta que la Administración, como persona 
jurídica, actúa a través de las personas físicas, las personas titulares o agentes de los órganos que 
efectúan la declaración; los vicios de la voluntad (o, eventualmente, de las demás manifestaciones 
psicológicas) habrán de referirse, por ello, a la situación personal de dichos individuos. En segundo 
término, habrá de tenerse en cuenta que la actividad jurídico-administrativa es una actividad de 
ejecución legal, mediante el mecanismo que ya conocemos, lo que quiere decir que si el contenido del 
                                                          
13
 Según Manuel María Diez (1976:263-264) “La voluntad no es un elemento del acto administrativo. 
Todos los elementos del acto administrativo contribuyen a formar la estructura del mismo: así la forma, 
la causa, el fin, etc. La voluntad no contribuye a formar la estructura del acto y, en consecuencia, no es 
un elemento del acto. Pero la voluntad está ínsita en elementos del acto.”. 
29 
 
acto se acomoda a la Ley será normalmente indiferente investigar sobre vicios de la voluntad o estado 
psicológico del agente expresado en el acto. Esta observación común en la doctrina, plantea el problema 
en términos completamente singulares respecto del mismo tema en cuanto al principio privado de 
autonomía de la voluntad porque en este último caso de lo que se trata es de evitar que se cree la 
regulación singular vinculante que del negocio surge si la voluntad no se ha expresado con absoluta 
libertad y consciencia. Pero el argumento de la singularidad de la posición de la Administración sólo 
vale en tanto se trate de un acto reglado, cuyo contenido se limita a singularizar en el caso concreto  el 
efecto agotadoramente predeterminado por la Ley, pero no en cuanto incorpore un plus de libertad 
estimativa de la administración (acto discrecional), porque entonces los efectos creativos conectables al 
ejercicio de dicha libertad no podrán admitirse si la situación psicológica que en el acto se expresa no ha 
sido plenamente libre y consciente. De nuevo habrá de remitirse para especificar los problemas de los 
vicios de la voluntad a la regulación del C.C, sin perjuicio de las matizaciones que procedan por razón 
de principios institucionales propios, dada la ausencia de normas específicas en la LPC. 
 
El tratadista argentino Cassagne Juan Carlos  (2006:181) manifiesta “El problema de la 
voluntad del órgano administrativo pertenece a la teoría del Estado. Se utiliza la denominación 
“voluntad estatal” para indicar convencionalmente una metáfora, puesto que la voluntad sólo puede ser 
concebida como un fenómeno psicológico privativo de los seres humanos. Ocurre que el Estado, para el 
cumplimiento de sus funciones, actúa por intermedio de órganos compuestos por hombres, cuyas 
voluntades se imputan al ente jurídico Estado. 
 
Esta postura que es válida, en general, para todo acto realizado por una persona ideal como es el 
Estado, no pretende asimilar el acto jurídico del Derecho Privado al acto administrativo, dadas las 
características publicísticas de esta última categoría, por lo cual resulta posible, entre otras cosas, que 
de la voluntad del órgano administrativo legalmente expresada surjan obligaciones para quienes no 
intervengan en la emisión u otorgamiento del acto, principio inverso al que rige en el Derecho Privado 
 
Tampoco corresponde asimilar la voluntad en el acto administrativo a la existente en  nuestro 
acto jurídico del Derecho Privado, donde se exige que la declaración tenga por finalidad inmediata la 
producción de efectos jurídicos, en razón de que, como se ha visto, el acto administrativo comprende no 
sólo declaraciones de voluntad (considerada esta última en su aspecto teleológico) sino también 
declaraciones de juicio y de conocimiento. 
 
En realidad, tales argumentos no sirven para afirmar la tesis que sostiene que la voluntad “ha de 
juzgarse con arreglo al sentido objetivo del obrar administrativo” sin importar la voluntad psíquica del 
funcionario que dictó el acto. Aparte de que tal postura sólo traslada la cuestión a un problema de tipo 
interpretativo, referente a determinar la prevalencia de la declaración sobre la voluntad real del 
funcionario la tesis no resulta acorde con la consecuencia que se le asigna a la voluntad real viciada, al 
aceptar la existencia de los vicios de error, dolo y violencia. Por lo contrario, la voluntad “constituye 
siempre la construcción racional de una realidad psíquico-física” la cual existe tanto en los órganos 
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cuyo titular es un individuo como en los órganos de carácter colegiado, admitiéndose su configuración 
en forma implícita o por silencio. 
 
La voluntad que comprende “tanto intención como fin” constituye un requisito presupuesto antes 
que un elemento del acto administrativo. No se trata de señalar con ello una discrepancia conceptual 
sino más bien afirmar que la voluntad del órgano administrativo, que es una condición esencial para su 
validez, juega un papel distinto que los restantes elementos (subjetivo, causa, objeto, forma, finalidad)  
en el sentido de que estos últimos son precisamente los que condicionan y estructuran la voluntad. La 
voluntad aparece así subsumida en los denominados elementos del acto y la trascendencia de esta 
distinción se advierte en el problema de la invalidez del acto administrativo ya que es posible que existan 
vicios de la voluntad (de carácter estrictamente subjetivo) independientemente de los vicios objetivos que 
pueden surgir respecto de cada elemento en particular al confrontarlo con el ordenamiento jurídico, 
aunque la voluntad real resulte acorde con la intención y fin perseguido por el agente, cuya voluntad se 
imputa al órgano administrativo. 
 
Para Penagos Gustavo (1980:131-134) “La voluntad del acto administrativo es la voluntad del 
funcionario en algunas ocasiones, ejemplo, cuando la ley le da facultad para decidir lo más conveniente 
para el servicio público. En este caso los vicios de la voluntad hacen referencia a la voluntad psíquica 
del funcionario. Pero, cuando el funcionario debe actuar en determinado sentido por ministerio de la 
constitución y leyes, existirán vicios con total prescindencia de la manifestación de voluntad de dicho 
individuo. Se trata en este caso de un vicio de la estructura de la voluntad de la administración. 
 
La voluntad administrativa es pues la forma como se estructura el querer de la administración 
desde el punto de vista subjetivo u objetivo. Los vicios de voluntad hay que estudiarlos desde un doble 
punto de vista, bien sea desde la alteración psíquica del funcionario que profiere el acto, o bien desde el 
proceso de producción de dicha declaración.” 
 
Los vicios de la voluntad los divide de la siguiente manera: 
 
1. Vicios de tipo objetivo: a) Vicios en el origen de la voluntad, b) Vicios en la 
preparación de la voluntad y c) Vicios en la emisión de la voluntad 
 
2. Vicios de tipo subjetivo: a)Desviación de poder, b) Arbitrariedad, c) Error y d) 
Dolo, violencia, simulación 
 
Es importante señalar que las formas de manifestarse la voluntad, según este autor son las 
siguientes: 
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a) “Voluntad expresa.- Muchos autores consideran que la voluntad administrativa es el 
elemento más importante del acto administrativo, pues recae necesariamente sobre un objeto, la causa 
entendida como el motivo psicológico que induce a proferir el acto, y las solemnidades que son medios 
especiales de manifestar la voluntad, es decir la manera como se estructura. De ordinario la 
administración hace conocer en forma clara su voluntad en el acto que profiere. 
 
Se observa que la voluntad debe estar libre de vicios como –el error, fuerza o dolo--, que son 
requisitos para que el acto nazca a la vida del derecho y tenga plena eficacia, y no pueda ser anulado. 
 
b) Voluntad tácita.- La voluntad  administrativa puede ser expresada en el mismo acto, 
por ejemplo cuando en una resolución se declara insubsistente un empleado del cargo que venía 
desempeñando; pero la Administración puede prescindir de dicha declaratoria y nombrar a un nuevo 
empleado para desempeñar el mismo cargo, conforme lo preceptúa al artículo 107, inciso 2º, del Decreto 
1950 de 1973, al decir: “En los empleos de libre nombramiento y remoción la designación de una nueva 
persona implica la insubsistencia del nombramiento de quien lo desempeña”. 
 
El caso anterior es un ejemplo típico de voluntad tácita. El hecho concluyente es el que no podría 
tener otra significación si faltara la voluntad, es decir el incompatible con una voluntad contraria a la 
que de él aparece. El valor jurídico de la voluntad tácita es el mismo que el de la voluntad expresa, salvo 
que la ley exija que se exteriorice de modo expreso para generar el acto jurídico o producir el efecto 
deseado por su autor. 
 
c) Voluntad presunta.- Se ha presentado dificultad en conciliar el conflicto originado 
entre la voluntad expresa y la tácita, tema que es relevante al proferir el acto administrativo unilateral. 
Lo importante en derecho administrativo es que se pruebe la voluntad y el momento en que debe 
cumplirse la decisión, ejemplo, al declarar insubsistente un empleado, se entiende que debe permanecer 
en el cargo hasta que la persona que deba reemplazarlo tome la posesión, pues nadie puede dejar de 
prestar la función encomendada so pena de cometer el delito de “abandono de cargo”. 
 
c.1) El juez puede establecer la voluntad presunta. La voluntad se puede manifestar en las dos 
únicas formas  señaladas: a) expresa o tácitamente. Pero, por excepción el juez administrativo puede 
establecer la voluntad presunta, como en el caso del empleado que no se le paga desde el momento que 
se le declaró insubsistente, pero que prestó normalmente sus servicios  por otro lapso de tiempo en que 
se efectúo su relevo por otra persona. En este evento la ley autoriza reconocer la voluntad del Estado, es 
decir que la establezca, o en que no habiendo declaración de voluntad, la ley la da por existente. 
 
 Cuando la voluntad se presume por el Juez Administrativo, en el fondo el acto jurisdiccional no 
hace otra cosa que establecer la voluntad tácita –y aún expresa—que teóricamente debe aparecer de 
hechos acreditados conforme al derecho probatorio. En definitiva, de no aceptarse la tesis anterior, se 
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llegaría a la misma conclusión, pues cuando no existe la voluntad, no se puede desconocer el efecto 
jurídico señalado por la ley cuando concurren determinadas circunstancias de hecho. 
 
d) El silencio como manifestación de la voluntad.- El silencio no es manifestación de 
voluntad ni expresa, ni tácita. Por consiguiente, cuando la ley le atribuye al silencio la eficacia de una 
manifestación real de voluntad, en sentido positivo o negativo, nos encontramos en presencia de una 
voluntad presunta por ministerio de la ley, que no se ha manifestado, pero que produce efectos en 
derecho....”.14 
 
Según Dromi Roberto (2004:368), “concurren en la voluntad administrativa elementos 
subjetivos (intelectivos de los órganos-individuos) y objetivos (normativos procesales).  Así, la voluntad 
del acto administrativo está compuesta por la voluntad subjetiva del funcionario y la voluntad objetiva 
del legislador.  Por ello, los “vicios de la voluntad” pueden aparecer tanto en la misma declaración 
(formalmente), en el proceso de producción de dicha declaración (objetivamente), como en la voluntad 
intelectual (subjetivamente) del funcionario que produjo la declaración.”. 
 
El acto administrativo siempre encontrará su origen en la voluntad orgánica, será una 
manifestación de la voluntad administrativa.  La voluntad administrativa constituye el ejercicio 
del poder público, da a sus actos un carácter de obligatoriedad. 
 
La existencia de una voluntad estatal válida es otro elemento esencial del acto 
administrativo.  Dicha voluntad se exterioriza mediante una declaración expresada en las formas 
legales. 
 
Aunque el acto administrativo se aprecia a través de esa declaración, lo esencial es la 
voluntad real del órgano administrativo.  De ahí que si hay discordancia entre la voluntad real y 
la declarada, el acto resulta viciado, pues la que vale es la primera.  En ese caso, corresponderá 
rectificar el acto para ajustarlo a la voluntad real, salvo que medien obstáculos legales para 
hacerlo y sin perjuicio de la responsabilidad a que hubiere lugar. 
 
La voluntad administrativa puede verse afectada por error, violencia o dolo.  El error que 
aquí encarnamos se refiere al objeto inmediato del acto,  la administración designa funcionario a 
una persona creyendo que tiene determinada especialización técnica y luego resulta que carece 
totalmente de ella;  si dicha especialización fue razón determinante del nombramiento, el acto 
está viciado por error.  En cambio, el error en la apreciación de las circunstancias de hecho que 
                                                          
14
 La ex Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) ha mantenido, en sus diferentes 
sentencias el criterio de que el silencio administrativo es un acto presunto. 
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determinaron  a la administración a dictar el acto, se relaciona con la teoría de la causa o 
motivos. 
 
La violencia o dolo puede viciar también la voluntad administrativa.  Incluso llegan a 
constituir delitos previstos en el Código Penal.  Por su misma naturaleza son situaciones poco 
frecuentes en el Derecho Administrativo.  (Art. 290 Código Penal). 
 
3.4.- COMPETENCIA 
 
Para García De Enterría Eduardo y Fernández Tomás (2006: 553-554) “La Administración 
como persona jurídica, se compone de órganos, a través de los cuales se manifiesta y obra. Una 
concreción ulterior ha de precisar que sólo podrá dictar el acto considerado aquel órgano de la 
Administración que tenga atribuida la competencia para ello. Bástenos decir, simplemente, que la 
competencia es <<la medida de la potestad que corresponde a cada órgano>>, siendo siempre una 
determinación normativa. A través de la norma de competencia se determina en qué medida la actividad 
de un órgano ha de ser considerada como actividad del ente administrativo; por ello la distribución de 
competencias entre los varios órganos de un ente constituye una operación básica de la organización. La 
competencia se determina, en consecuencia, analíticamente, por las normas (no todos los órganos 
pueden lo mismo porque entonces no se justificaría su pluralidad), siendo irrenunciable su ejercicio por 
el órgano  <<que la tenga atribuida como propia>> aunque la misma norma pueden prever supuestos 
de dislocación competencial (delegación, sustitución, avocación, que suponen traslados de competencia 
de unos a otros órganos; sin la previsión legal expresa esos traslados no son posibles).  
 
La competencia se construye ratione materiae (y dentro de ella según grados), ratione loci y 
ratione temporis. Por razón de la materia se define en favor de un órgano un tipo de asuntos 
caracterizados por su objeto y contenido; por ejemplo, la atribución de asuntos a los distintos 
Ministerios, o, dentro de cada uno de éstos, a las distintas Direcciones Generales, etcétera; hay una 
materia generalmente atribuida a un ente descentralizado compuesto de órganos diversos o a un 
complejo de órganos jerárquicamente ligados entre sí en el seno de un mismo ente, precisándose luego 
para definir la competencia de cada uno de esa pluralidad de órganos una subdistinción de materias por 
su contenido o por su grado, incluso por su cuantía. Por razón del lugar, los órganos tienen una 
competencia territorial determinada, que puede ser nacional (por ejemplo el Ministro, el Director 
General) o local, referida ésta a una circunscripción concreta (regional, provincial, comarcal, 
municipal, de barrio), dentro de la cual únicamente pueden ejercer válidamente su competencia material.  
 
Finalmente, la competencia puede limitarse por razón del tiempo, bien en términos absolutos, bien 
relativos; ha de tenerse en cuenta que normalmente el señalamiento de un plazo para resolver no implica 
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de manera necesaria, salvo que otra cosa resulte del precepto, la definición de una competencia en 
tiempo circunscrito. 
 
Según lo expuesto, en un órgano deben confluir todos los criterios de competencia (material, 
territorial, temporal) para que, en ejercicio de la misma, pueda dictar válidamente el acto administrativo 
que dicha competencia autorice. Veremos que cuando no se observan tales criterios se incurre en un 
vicio legal, que afecta a la validez del acto (el vicio de incompetencia). 
 
Finalmente, no basta con que el acto proceda de una Administración y se dicte a través del 
órgano competente; es menester también que la persona o personas físicas que actúen en la 
correspondiente declaración como titulares de ese órgano ostenten la investidura legítima de tales 
(nombramiento legal, toma de posesión, situación de actividad o ejercicio, suplencia legal en su caso), 
no tengan relación personal directa o indirecta con el fondo del asunto de que se trate, esto es, 
mantengan íntegra su situación abstracta de imparcialidad por no estar incursos en los deberes legales 
de abstención y recusación y procedan en las condiciones legales prescritas para poder actuar como 
tales titulares del órgano (lo cual es especialmente importante en los órganos colegiados: convocatoria 
regular, orden del día, quórum de constitución, quórum de votación). Son otras tantas normas del 
Derecho de organización, que condicionan la imputación de la declaración psicológica de la persona 
física titular del órgano al órgano mismo y, a través suya, al ente del cual el órgano es instrumento.” 
 
Por su parte para Gordillo Agustín (2013: 310-315) “La competencia es el conjunto de 
facultades que un órgano puede legítimamente ejercer, en razón de la materia, el territorio, el grado y el 
tiempo. 
 
La competencia en razón del grado se refiere a la posición que ocupa un órgano dentro de la 
ordenación jerárquica de la administración y, puesto que la competencia es en principio improrrogable, 
no puede el órgano inferior tomar la decisión que corresponde al superior y viceversa, salvo los casos de 
avocación y delegación. 
 
El acto puede estar viciado de incompetencia en razón del grado en dos hipótesis esenciales: a) 
Cuando al órgano le ha sido conferida antijurídicamente una competencia determinada; en este caso, 
aunque el órgano no se salga de la competencia que le ha sido conferida, el acto puede, no obstante, 
estar viciado en razón de que dicha competencia es ilegítima; b) cuando, siendo legítimo el 
otorgamiento de competencia al órgano, éste se excede de la misma. 
 
La competencia en razón de la materia se refiere a las actividades o tareas que legítimamente 
puede desempeñar el órgano, es decir, al objeto de los actos y a las situaciones de hecho ante las que 
puede dictarlos. Pueden presentarse varias hipótesis de incompetencia en razón de la materia: 
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a) Incompetencia respecto a materias judiciales 
b) Incompetencia respecto a materias legislativas 
c) Incompetencia respecto a materias administrativas de otros órganos 
 
La competencia en razón del territorio comprende el ámbito espacial en el cual es legítimo el 
ejercicio de la función: Excederlo determina la nulidad del acto. 
 
El principal caso a considerar aquí es aquel en que el Poder Ejecutivo Nacional adopta decisiones 
para todo el territorio de la República en materias que son de índole local: En tal caso la disposición es 
nula, y conviene recordar que en esto nada tiene que ver el “poder de policía,” pues él es un principio 
carente de toda justificación jurídica y completamente amorfo. También será nulo el decreto del Poder 
Ejecutivo por el que se indulte un delito sujeto a jurisdicción provincial; el veto de una ley provincial; 
la convocatoria a sesiones extraordinarias de una legislatura provincial, etc. 
 
En igual situación se encuentran todos los órganos administrativos: Si una municipalidad dicta 
actos (permisos, concesiones) para ser aplicados en un lugar ubicado fuera de su territorio, o si la 
policía de la provincia labra un acta por infracciones de tránsito en la Capital Federal, etc., es claro 
que tales actos son inexistentes,  por la mayor gravedad del vicio en este tipo de casos. 
 
La competencia en razón del tiempo, por último, se refiere a los casos en que un órgano tiene 
determinadas facultades concedidas sólo durante un lapso determinado.  
 
Con todo, no debe pensarse que siempre que el orden jurídico establece un término dentro del 
cual debe o puede producirse determinado acto, la consecuencia de dictarlo fuera de él sea 
necesariamente la nulidad o inexistencia del acto. Hay actos procedimentales, por ejemplo, que de 
realizarse fuera de término son igualmente válidos, sin perjuicio de la responsabilidad del agente; tal 
es el caso del envío de las actuaciones al superior a pedido de parte, cuando el órgano rechaza la 
reconsideración. Deberá distinguirse, en consecuencia, el tipo de plazo y finalidad que él tiene en el 
caso concreto: Si el plazo constituye un límite al ejercicio de potestades administrativas, su transgresión 
vicia el acto y a nuestro modo de ver corresponde la sanción de nulidad; si el plazo es a favor del 
administrado —en cuyo caso se repite la situación anterior—, el acto es de todos modos válido sin 
perjuicio de la responsabilidad pertinente. 
 
En lo que hace a la responsabilidad del agente, ella es no sólo administrativa —sanciones 
disciplinarias—, sino también civil, en la medida en que la omisión de cumplir el plazo ocasione un daño al 
particular: Éste podrá, en consecuencia, exigir la reparación del perjuicio ocasionado tanto al funcionario 
personalmente como al propio Estado.”. 
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El Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva define la 
competencia en el Art. 84.- La competencia administrativa es la medida de la potestad que corresponde 
a cada órgano administrativo. La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos que la 
tengan atribuida como propia, salvo los casos de delegación o avocación, cuando se ejerzan en la forma 
prevista en este estatuto.  
 
Muy parecido a lo que manifiestan los tratadistas, las razones de la competencia están 
previstas en el  Art. 85.- La competencia administrativa se mide en razón de: 
a) La materia que se le atribuye a cada órgano, y dentro de ella según los diversos grados; 
b) El territorio dentro del cual puede ejercerse legítimamente dicha competencia; y, 
c) El tiempo durante el cual se puede ejercer válidamente dicha competencia.  
 
Este Estatuto también se refiere a la Desconcentración, Delegación de Atribuciones, Avocación, 
Sustitución y Suplencia.
15
 
                                                          
15
 Art. 54.- DESCONCENTRACION.- La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los 
órganos administrativos podrán ser desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes de aquellos, 
cuyo efecto será el traslado de la competencia al órgano desconcentrado. La desconcentración se hará 
por Decreto Ejecutivo o Acuerdo Ministerial. 
Art. 55.- LA DELEGACION DE ATRIBUCIONES.- Las atribuciones propias de las diversas entidades y 
autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables en las autoridades u 
órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas por Ley o por Decreto. La 
delegación será publicada en el Registro Oficial. 
Los delegados de las autoridades y funcionarios de la Administración Pública Central e Institucional en 
los diferentes órganos y dependencias administrativas, no requieren tener calidad de funcionarios 
públicos. 
Nota: Artículo reformado por Decreto Ejecutivo No. 2772, publicado en Registro Oficial 616 de 11 de 
Julio del 2002.  
Art. 56.- Salvo autorización expresa, no podrán delegarse las competencias que a su vez se ejerzan por 
delegación. 
Art. 57.- La delegación podrá ser revocada en cualquier momento por el órgano que la haya conferido y 
se extinguirá, en el caso de asuntos únicos, cuando se haya cumplido el acto cuya expedición o ejecución 
se delegó. 
Art. 58.- INDELEGABILIDAD.- En ninguna circunstancia serán delegables las competencias 
constitucionales del Presidente y Vicepresidente de la República.  
Art. 59.- RESOLUCIONES POR DELEGACION.- Cuando las resoluciones administrativas se adopten 
por delegación, se hará constar expresamente esta circunstancia y se considerarán dictados por la 
autoridad delegante, siendo la responsabilidad del delegado que actúa.  
Art. 60.- DE LA AVOCACION.- Los organismos administrativos jerárquicamente superiores podrán 
avocar para sí el conocimiento de un asunto cuya resolución corresponda por atribución propia o por 
delegación a los órganos dependientes, cuando lo estimen pertinente por motivos de oportunidad técnica, 
económica, social, jurídica o territorial.  
Art. 61.- OPORTUNIDAD Y REQUISITOS.- Si la avocación deja sin efecto la competencia delegada, se 
requerirá notificar al órgano inferior. Si no es este el caso, la notificación no será necesaria y el 
avocante podrá adoptar las decisiones particulares que estime pertinentes. 
El acto de avocación no será susceptible de recurso de impugnación, pero podrá hacérselo cuando se 
impugne la resolución administrativa expedida. 
Nota: Artículo reformado por Decreto Ejecutivo No. 2772, publicado en Registro Oficial 616 de 11 de 
Julio del 2002. 
Art. 62.- SUSTITUCION.- El superior jerárquico podrá sustituir al inferior en el cumplimiento de los 
actos administrativos de competencia de éste. 
37 
 
3.5.- OBJETO O CONTENIDO 
 
Según los españoles García De Enterría Eduardo y Fernández Tomás (2006: 562) “El 
objeto de la declaración de la Administración puede ser un comportamiento del administrado, de otra 
Administración, de otro órgano, del titular del órgano (dar, hacer, padecer, no hacer); un hecho (que se 
documenta, que se certifica, que se aprecia, que se califica) un bien (fungible—como el dinero: 
declaración o liquidación de deudas de cantidad—o infungible, que se expropia, que se califica –-
declaración de ruina, de monumento artístico, de finca mejorable, calificaciones urbanísticas--, que se 
transfiere o subroga –reparcelación, concentración parcelaria--, que se registra, cuyos precios se tasan, 
etc.); una situación jurídica (interpretarla, calificarla, revisarla); su propia organización; o bien 
mixturas de esos objetos típicos, en cuanto sean propuestos por el ordenamiento como término final de la 
actividad jurídica de la Administración. 
 
Esa proposición normativa de los objetos de los pronunciamientos administrativos limita el 
problema de las notas genéricas que el objeto de los actos jurídicos deben cumplir, pero no lo elimina 
del todo, especialmente allí donde se presentan libertades apreciativas o configuradoras de la 
Administración, esto es, en la hipótesis de los actos discrecionales. El objeto ha de ser lícito, 
determinado y posible. La licitud excluye no sólo lo no autorizado por la Ley, en virtud del principio de 
legalidad que ya conocemos, sino aún dentro del ámbito habilitado, la materia, especialmente protegida, 
de los derechos reconocidos en la Constitución y de la dignidad de la persona. En el mismo sentido un 
principio general  pro libértate obliga a la Administración, cuando los contenidos del acto admitiesen 
diversas determinaciones, a elegir <<el menos restrictivo de la libertad individual. 
 
La determinación del objeto no suscita problemas especiales, a ella se equipara su 
determinabilidad per relationem, aunque guardando en todo caso un principio  de certeza (por ejemplo: 
convocatoria a oposición o concurso de las vacantes existentes en la plantilla más <<las que puedan 
producirse hasta que finalice el plazo de presentación de instancias>>. 
 
En fin, la exigencia de que el objeto sea posible tiene una sanción especialmente enérgica al 
establecer la nulidad de pleno derecho de los actos cuyo contenido sea imposible.” 
 
Para estos autores García de Enterría E. – Fernández T. (2006:561) el objeto es un 
elemento distinto del contenido, manifestando que ésta debe acomodarse, a lo dispuesto por el 
ordenamiento. 
 
                                                                                                                                                                          
Art. 63.- SUPLENCIA.- En caso de vacancia o ausencia temporal los titulares de los órganos 
administrativos serán sustituidos por quienes designe el órgano nominador y si éste no le hiciere en el 
plazo de cinco días deberá hacerlo, transitoriamente, el órgano administrativo inmediato superior. 
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Dicen que “en relación con este tema se plantea la importante cuestión de las determinaciones 
accesorias de la voluntad: condición, plazo, modo, reservas. En general se admiten las cláusulas 
particulares sólo dentro de los márgenes permitidos por la tipicidad del acto, no en cuanto las mismas 
puedan romper el marco legal típico y llevar a una libre configuración administrativa de la decisión. Por 
ejemplo: no cabría nombrar un funcionario de carrera con plazo resolutorio, o tampoco una autoridad 
académica podría aprobar a un alumno o expedir un título bajo condición suspensiva o con el gravamen 
de un modo de ejercicio, etc. En cambio, la jurisprudencia admite el condicionamiento de las licencias en 
cuanto con el mismo se excluya la necesidad de una denegación, esto es, cuando se trate de enderezar el 
proyecto en función del cual la licencia se solicita con el fin de una autorización positiva (Sentencia, 
entre otras, de 21 de abril de 1987, 2 de febrero de 1989 y 9 de octubre de 1995), y, por supuesto, 
siempre que tal enderezamiento resulte legalmente justificado y no fruto de una estimativa libre de la 
Administración, que se niega (vid., por ejemplo, la Sentencia de 10 de abril de 1980). En materia de 
concesiones, el llamado con exceso técnico <<pliego de condiciones>> se admite por la jurisprudencia 
que pueda ser libremente configurado por la Administración en virtud del principio (cuya generalización, 
no obstante, sería inadmisible) de que quien puede lo más, denegar la concesión, puede lo menos, 
otorgarla con condiciones; pero, como es obvio, el principio no alcanza a autorizar a la Administración 
la imposición de un régimen contrario a la Ley (por ejemplo, Sentencia de 23 de marzo de 1972).” 
 
Por su parte el argentino Dromi Roberto (2004:367-368) manifiesta: El objeto del acto 
administrativo es la materia o contenido sobre el cual se decide, certifica, valora u opina.  El objeto 
tienen que ser cierto, claro, preciso y posible física y jurídicamente.  El acto debe decidir, certificar o 
registrar todas las cuestiones propuestas en el curso del procedimiento. 
 
El objeto comprende: las materias que necesariamente forman parte del acto y sirven para 
individualizarlo (Contenido Natural); las cuestiones mandadas a contener por imperio de la ley 
(Contenido Implícito), y las cláusulas que la voluntad estatal pueda introducir adicionalmente en forma 
de condición, término y modo (Contenido Eventual). 
 
Por su parte, en cuanto a sus requisitos, el objeto tiene que ser lícito, cierto posible y 
determinado. El objeto no debe ser prohibido por el orden normativo. La ilegitimidad del objeto puede 
resultar de la violación de la Constitución, ley reglamento, circular, contrato, acto administrativo 
anterior estable e inclusive a la moral y las buenas costumbres. El acto inmoral es nulo y si vicio 
insanable. Le exigencia de que la validez de todo acto jurídico –sea de Derecho privado, sea de Derecho 
público- tenga una base ética, moral, constituye un verdadero principio general de Derecho. De modo 
que el acto administrativo carente de sustrato moral, en cualquiera de sus aspectos –moral stricto sensu, 
buenas costumbres o buena fe-, es un acto viciado.  
 
Además, el acto no debe ser discordante con la situación de hecho reglada por las normas. Por 
ejemplo, para imponer a un agente público una sanción disciplinaria, debe darse el antecedente previsto 
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en la norma para la aplicación de aquélla; y produciéndose el hecho tipificado, debe adjudicarse la 
consecuencia –sanción- que surge de la norma y no otra. 
 
El objeto debe ser cierto, preciso, determinado y posible.  El acto debe ser determinado o 
determinable. Es decir, que se pueda precisar la disposición adoptada por la autoridad administrativa.  
Es necesario saber de que especie de acto se trata, a que personas o cosas afecta, en que tiempo y lugar 
habrán de producirse los efectos queridos.  
 
La precisión y certeza físico- jurídica del objeto deben ser “razonables y posibles de hecho”. 
 
Absurdidad e imposibilidad de hecho no siempre se superponen, pues cabe concebir “actos 
absurdo” que no sean imposibles de hecho (por ejemplo, un acto que niega la vista del expediente a un 
administrado sancionado, o que confiere sólo plazo de algunas horas para la defensa) y “actos 
imposibles de hecho” (que no son absurdos), como el llamado licitatorio para la provisión de materiales 
que se han dejado de fabricar. 
 
En lo que respecta a la imposibilidad de hecho, ella puede darse por falta o inexistencia de: 1) 
sustrato personal, como el nombramiento como agente estatal de una persona fallecida; 2) sustrato 
material, si la cosa a que se refiere el acto ha desaparecido y 3) sustrato jurídico, como la aplicación de 
una sanción disciplinaria que no prevé el ordenamiento jurídico, v.gr., a quien ya no es funcionario 
público 
 
Por otra parte, según el argentino Gordillo Agustín (2013:298-309) “El objeto o contenido 
del acto es aquello que el acto decide, certifica u opina. Puede estar viciado: a) Por ser prohibido por la ley; 
b) por no ser el objeto determinado por la ley para el caso concreto, o ser un objeto determinado por la ley 
para otros casos que aquel en que ha sido dictado (apartamiento de las facultades regladas); c) por ser 
impreciso u obscuro; d) por ser imposible de hecho; e) por ser irrazonable (contradictorio, 
desproporcionado, absurdo, ilógico); f) por ser inmoral o no ético. 
 
En el mismo sentido Cassagne (2006:194) sostienen que el objeto o contenido es un solo 
elemento del acto administrativo. 
 
El Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva en su Art. 121 
número 2 determina que “El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento 
jurídico
16
 y será determinado y adecuado a los fines de aquellos” y el artículo 129 del mismo 
                                                          
16
 El ordenamiento jurídico tiene un orden jerarquizado y se expresa como:  
 Un conjunto de normas jurídicas y componentes institucionales, como materia o elemento 
constitutivo del Ordenamiento jurídico. 
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ERJAFE prescribe que “Los actos de la Administración Pública son nulos de pleno derecho en los 
casos siguientes: c. Los que tengan un contenido imposible” 
 
3.6. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO (FORMALIDADES) 
 
Para García de Enterría y Fernández (2006:563-565) La declaración en que el acto 
consiste ha de producirse, siguiendo un iter concreto. 
 
“La sumisión del actuar administrativo a un determinado procedimiento ha pasado a ser en 
nuestro Derecho (español) una exigencia constitucional, lo cual implica otra notable diferencia entre el 
acto administrativo y el negocio jurídico privado. MERKL se esforzó en formular una teoría general del 
procedimiento aplicable a todas las funciones del Estado, que, como expresión de la dinámica general de 
la legis executio en que el ordenamiento se va concretando desde la norma suprema, sería la regulación 
del modo de producción de los actos jurídicos inferiores partiendo de las normas superiores; habría así 
un procedimiento legislativo, otro administrativo y un tercero judicial (como también un procedimiento 
de la aplicación privada del Derecho).  
 
Resulta para nosotros relevante que el acto administrativo no puede ser producido de cualquier 
manera, a voluntad del titular del órgano a quien compete tal producción, sino que ha de seguir para 
llegar al mismo un procedimiento determinado. Tal procedimiento regula simultáneamente: 
 
---Primero, una actividad administrativa determinada para llegar a la fijación del supuesto de 
hecho del que hay que partir (por ejemplo, procedimiento de <<declaración de necesidad de la 
ocupación>>, o de >>justiprecio>> en la expropiación forzosa; procedimientos de valoración de bases 
tributarias,); 
 
--- en segundo término, la participación de una pluralidad de sujetos o de órganos (así; informes, 
propuestas, dictámenes obligatorios o facultativos; informaciones públicas, actos de fiscalización 
financiera, autorizaciones o aprobaciones de tutela), cada uno con la función de iluminar un aspecto 
determinado, o todos ellos, de la cuestión a decidir; 
 
                                                                                                                                                                          
 Un fin, propósito o función que articula al todo y a las partes, que cohesiona la unidad y la 
regularidad del conjunto. 
 Una racionalidad y coherencia determinada, en cuanto lógica, cohesión interna del conjunto 
normativo. 
 Una interacción como relación dinámica entre normas jurídicas y sistemas jurídicos, a distintos 
niveles. 
 Un modelo de regularidad, en cuanto es tendencia de reproducción del sistema sobre una 
estructura que admite ajustes (Pérez Velasco, citado por Narváez Iván y Narváez María José, 
2012:240) 
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--- tercero, la necesidad de adoptar unas ciertas formas de actuación (por ejemplo, regla de la 
licitación pública en la contratación o de las pruebas públicas competitivas para la selección del 
personal, o sesiones públicas en las sesiones de las Corporaciones Locales o de la aprobación previa de 
planes o proyectos para acordar la realización de obras, orden del día en los órganos colegiados, etc.); 
 
--- cuarto, y con relevancia jurídica especial,  la participación de las personas que tienen la 
condición formal de <<partes>> en el procedimiento distintas de la Administración actuante (exigencia 
de iniciativa de las partes –en todos los procedimientos o actos rogados--, garantías en cuanto a la 
posibilidad de participar en la prueba o de ser oídos respecto del fondo –audi alteram partem, o 
principio de audiencia --, o de representar alegaciones, o de estar informado o de recibir las 
notificaciones de los actos que les afectan, etc.), lo que en el procedimiento judicial o <<proceso>> se 
llama una <<relación jurídico-procesal>> desde VON BULOW, en virtud de la cual el procedimiento no 
se limita a ser una mera ordenación  técnica que establece una sucesión externa en la acción 
administrativa que se desarrolla a través del procedimiento, sino que constituye un vínculo jurídico, de 
naturaleza dinámica y evolutiva, desarrollado en derechos, obligaciones y cargas, vínculo que se 
mantiene entre la Administración y quien es <<parte>> del procedimiento a través de las distintas fases 
cronológicas del mismo y que concluye con la decisión de éste. 
 
El procedimiento no se limita a articular entre sí todas esas finalidades e intervenciones diversas; 
asegura también entre todas ellas un orden determinado en el cual los distintos actos deben ser 
cumplidos hasta concluir en la resolución final. 
 
De este modo, el procedimiento administrativo aparece como una ordenación unitaria de una 
pluralidad de operaciones expresadas en actos diversos realizados heterogéneamente (por la función, 
por la naturaleza) por varios sujetos u órganos, operaciones y actos que, no obstante su relativa 
autonomía, se articulan en orden a la producción de un acto decisorio final. Aparece, pues, en el 
procedimiento una distinción fundamental entre decisión final o resolución (art. 89 LPC) y actos 
procedimentales, los cuales adoptan una posición instrumental respecto de aquella. Unos y otros son 
actos administrativos, aunque con función y régimen diversos, y los actos procedimentales o de trámite 
gozan, no obstante estar ordenados a la producción final de la resolución, de singularidad y de la 
relativa autonomía (producen efectos procedimentales propios, tienen sus reglas propias de validez, 
incluso, en ocasiones, subprocedimientos específicos para su producción, tienen causa propia, pueden 
ser anulados independientemente, etc.). 
 
Se rechaza así la llamada concepción <<sustancial>> del procedimiento, que intenta ver en éste 
(por ejemplo, GARRIDO FALLA) la simple formación gradual de la voluntad administrativa como la 
resultante o integración de las voluntades de todos aquellos sujetos y órganos (ya hemos visto que no 
todos expresan voluntades necesariamente) que han participado en la operación procedimental. El 
procedimiento administrativo no es la expresión de un supuesto acto complejo unitario, desenvuelto a 
través del tiempo y en el cual participan sujetos y órganos diversos; no es una <<forma de 
42 
 
integración>> de una sola voluntad administrativa que se nutriese de diferentes procedencias, no es un 
acto compuesto. No es, en efecto, un acto complejo, es más bien un complejo de actos, todos ellos 
instrumentales o auxiliares del acto final resolutorio o conclusivo, sin mengua de su sustantividad 
jurídica independiente. 
 
El procedimiento es, pues, un cauce necesario para la producción de actos administrativos, 
elevándose así a condición de validez de éstos (artículo 53.2 LPC: <<Los actos administrativos… se 
producirán por el órgano competente ajustándose al procedimiento establecido>>
17
). Nuestra 
jurisprudencia sostiene con reiteración que el procedimiento garantiza a la vez la posibilidad de acierto 
y eficacia en la Administración y los derechos de los particulares afectados por los actos 
administrativos.”. 
 
El tratadista clásico argentino Diez Manuel María (1976: 231-239) se refiere a la 
formación de los actos administrativo de la siguiente manera: 
 
“El acto administrativo no surge por floración espontánea, sino que es el fruto del esfuerzo 
coordinado de varios órganos que tienden a la consecución del mismo fin. El acto administrativo surge 
como consecuencia de una sucesión o una cadena de actos de distinto alcance y contenido, que sería los 
actos de trámite que conducen al último eslabón de aquélla, que es el acto final en el que se contiene la 
voluntad de la administración. La realización de cada una de las funciones del Estado no se agota en un 
solo acto sino que se completa en una serie de actos que se combinan entre sí por un efecto jurídico  
único. Los actos administrativos han de seguir antes de su nacimiento un camino previamente 
determinado por el derecho. Este conjunto de trámites y formalidades es el procedimiento administrativo. 
Se podrá decir, entonces, que el procedimiento administrativo es el conjunto de reglas que rigen la 
elaboración de los actos administrativos. 
 
El procedimiento administrativo debe reunir una serie de requisitos a) Que cada uno de los actos 
combinados conserve íntegramente su individualidad. b) Que la conexión de los actos radique en una 
unidad de efectos jurídicos. En el procedimiento todos los actos están encaminados a producir un efecto 
jurídico, que es el que le da unidad. Es el efecto lo que da unidad a este conjunto de actos. c) Que los 
actos estén vinculados causalmente entre sí de modo que cada uno supone el anterior y el último supone 
el grupo entero. El efecto pertenece al último acto pero éste no se produciría si no estuviese precedido 
por los otros, cuyos efectos singulares están precisamente encaminados a la preparación de aquel acto; a 
este efecto se procede del primero al último de los actos coordinados y de ahí que a la coordinación se le 
haya dado desde mucho tiempo el nombre de procedimiento. Se dice, entonces, que el procedimiento es 
una combinación de actos cuyos efectos jurídicos están causalmente vinculados entre sí. El 
procedimiento es un modo de sucesión, una orden, una forma de proceder; es una ruta que debe seguirse 
                                                          
17
 En igual sentido prescribe el artículo 121 del ERJAFE “Los actos administrativos, normativos o de 
simple administración que dicte la Administración Pública Central, bien de oficio o a instancia del 
interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose al procedimiento establecido” 
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para alcanzar resultados prácticos. Es lógico que el acto administrativo se forme a través de un 
procedimiento, ya que, por una parte, siendo la administración una persona moral, su voluntad se forma 
mediante la actuación de una serie de voluntades correspondientes a los titulares físicos de sus órganos. 
Por otro lado, se tiende cada vez más a que la administración actúe dentro del marco del derecho. 
 
El procedimiento puede ser considerado desde dos puntos de vista: como garantía jurídica y como 
instrumento de eficacia. 
 
En el derecho comparado el procedimiento administrativo no está siempre regulado. Entre 
nosotros, con la sanción del decreto-ley 19.549/72 tenemos una regulación completa del procedimiento 
administrativo. Existen países donde hay un derecho administrativo procedimental, a la cabeza del cual 
está Austria, cuya ley de procedimiento administrativo data del 22 de octubre de 1955. 
 
Dijimos más arriba que el procedimiento se establece como garantía del particular. En ese 
sentido el decreto-ley 19.549/72 establece que los interesados tienen derecho al debido proceso adjetivo 
que comprende: 
 
a) El derecho a ser oído, vale decir a exponer sus pretensiones y defensa ante la emisión de actos 
que se refieren a sus derechos subjetivos o intereses legítimos, e interponer recursos y hacerse 
defender y representar profesionalmente. 
 
b) Derecho a ofrecer y producir prueba. El particular puede ofrecer la prueba que haga a su 
derecho, sin perjuicio de que la administración requiera los informes y dictámenes necesarios 
para el esclarecimiento de los hechos. 
 
c) Derecho a una decisión fundada. El acto administrativo debe considerar los principales 
argumentos  y cuestiones propuestas en cuanto fuesen conducentes a la solución del caso (art. 
1º, inc, f). 
 
Además, el particular tiene la ventaja del informalismo (art. 1º inc c). De que si presentara 
recursos fuera de plazo se considerará su petición como denuncia de ilegitimidad (art. 1º, inc. e, párrafo 
6). 
Se ha sostenido que el procedimiento debe asimilarse a la forma que es uno de los elementos del 
acto administrativo. El decreto-ley 19.549/72 no acepta esta teoría porque cuando se refiere a los 
elementos del acto habla de los procedimientos y de la forma (art. 7º, inc. d, y art. 8º). 
 
En el Ecuador, mediante decreto ejecutivo Nº 3389 publicado en Registro Oficial Nº 733 
de 27 de diciembre de 2002 se expiden las Normas de Procedimiento Administrativo Común de 
la Función Administrativa, como parte integrante del Estatuto del Régimen Jurídico 
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Administrativo de la Función Ejecutiva y contiene Disposiciones Generales, Abstención y 
Recusación, El Interesado en el Procedimiento Administrativo. 
 
De los Plazos del Procedimiento:  
 
Art. 118.- Cómputo de términos y plazos.  
 
1. Siempre que por ley no se exprese otra cosa, cuando los plazos o términos se señalen por días, 
se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, domingos y los declarados 
festivos. Además, los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que 
tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se 
produzca la aceptación por silencio administrativo.  
 
2. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que 
tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate. Si en el mes de vencimiento no hubiera 
día equivalente a aquel en que comienza el cómputo se entenderá que el plazo expira el último día del 
mes. Por ejemplo, el plazo de dos meses que se ha iniciado el 31 diciembre, terminará el 28 de febrero 
del año siguiente. 
  
3. Cuando un día fuese hábil en el cantón o provincia en que residiese el interesado, e inhábil en 
la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.  
 
4. La Administración Pública Central y sus órganos ubicados en las diferentes localidades del 
Ecuador, con sujeción al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de 
días inhábiles a efectos de cómputos de plazos. Dicho calendario deberá publicarse por disposición del 
Secretario General de la Administración Pública hasta el día 15 de enero de cada año en el Registro 
Oficial y en otros medios de difusión que garanticen su conocimiento por los ciudadanos. 
 
De las Actuaciones y Actos de la Administración:  
 
Art. 121.- Producción y contenido de los actos administrativos.  
1. Los actos administrativos, normativos o de simple administración que dicte la Administración 
Pública Central, bien de oficio o a instancia del interesado, se producirán por el órgano competente 
ajustándose al procedimiento establecido.  
 
 Del Procedimiento Administrativo:  
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Art. 135.- Iniciación del procedimiento. Clases de iniciación.- Los procedimientos podrán 
iniciarse de oficio o a solicitud de persona interesada.  
 
Art. 136.- Iniciación de oficio.  
 
1. Los procedimientos se iniciarán de oficio por resolución del órgano competente, bien por 
propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por 
denuncia.  
2. Con anterioridad a la resolución de iniciación, podrá el órgano competente abrir un período de 
información previa con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de 
iniciar el procedimiento.  
 
Art. 137.- Solicitudes de iniciación.  
 
1. Las solicitudes que se formulen deberán contener:  
 
a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente, así como la 
identificación del lugar o medio que se señale a efectos de notificaciones;  
 
b) Hechos, razones, fundamentos de derecho y petición en que se concrete, con toda claridad, la 
solicitud;  
 
c) Lugar y fecha de la solicitud;  
 
d) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier 
medio; y,  
 
e) Órgano de la administración o unidad administrativa a la que se dirige.  
 
2. Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y 
fundamento idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una única solicitud, salvo que 
las normas reguladoras de los procedimientos específicos dispongan otra cosa. 3. De las solicitudes, 
comunicaciones y escritos que presenten los interesados en las oficinas de la administración, podrán 
éstos exigir el correspondiente recibo que acredite la fecha de presentación, admitiéndose como tal una 
copia en la que figure la fecha de presentación anotada por la oficina.  
 
4. La Administración Pública deberá establecer modelos de solicitudes, reclamos, recursos, y en 
general de cualquier tipo de petición que se dirija a la Administración Pública Central, preferiblemente 
cuándo se trate de procedimientos que impliquen la resolución numerosa de una serie de procedimientos. 
Los modelos mencionados estarán a disposición de los ciudadanos en las dependencias administrativas, 
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y de ser posible, se publicarán en el Registro Oficial o en una página web de dominio público del 
internet. Los solicitantes podrán acompañar los elementos que estimen convenientes para precisar o 
completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y tenidos en cuenta por el órgano al 
que se dirijan. La utilización de los modelos no será obligatoria para los administrados.  
 
Orden del Procedimiento:  
 
Art. 141.- Impulso.  
 
1. El procedimiento, sometido al criterio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus 
trámites.  
El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la responsabilidad 
administrativa del infractor en los términos previstos en la Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa y en la Ley de Modernización, Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por la 
Iniciativa Privada.  
 
2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de 
homogénea naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en 
contrario, de la que quede constancia.  
 
Art. 142.- Celeridad.  
 
1. Se acordarán en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan una impulsión 
simultánea y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.  
 
2. Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse en la 
comunicación cursada el plazo legal establecido al efecto.  
 
De la Instrucción del Procedimiento:  
 
Art. 146.- Alegaciones.  
 
1. Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de 
audiencia, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio.  
Unos y otros serán tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la correspondiente 
propuesta de resolución.  
 
2. En todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, en especial, los 
que supongan paralización, infracción de los plazos obligatoriamente señalados o la omisión de trámites 
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que pueden ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar 
lugar, si hubiere razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria.  
Art. 147.- Medios y período de prueba.  
 
1. Los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse por cualquier 
medio de prueba admisible en derecho.  
 
2. Cuando la administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados o la 
naturaleza del procedimiento lo exija, el instructor del mismo acordará la apertura de un período de 
prueba por un plazo no superior a veinte días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse cuantas 
juzgue pertinentes.  
 
3. El instructor del procedimiento sólo podrá rechazar las pruebas propuestas por los interesados 
cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.  
 
4. Cuando el interesado solicite la apertura de un período de prueba, será obligación de la 
administración el conceder dicho período, por el plazo establecido en el numeral 2 precedente.  
 
De la Participación de los Interesados en el Procedimiento:  
 
Art. 151.- Trámite de audiencia.  
 
1. Instruidos los procedimientos, e inmediatamente antes de redactar la resolución, se pondrá de 
manifiesto a los interesados o, en su caso, a sus representantes la convocatoria a audiencia, en la que se 
señalará el día y hora de la misma.  
 
2. Los interesados, podrán alegar y presentar los documentos y justificaciones que estimen 
pertinentes.  
 
3. Si antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión de no efectuar 
alegaciones verbales o escritas, ni aportar nuevos documentos o justificaciones, se tendrá por realizado 
el trámite.  
 
4. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean 
tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el 
interesado.  
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Art. 152.- Actuación de los interesados.  
 
1. Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse 
en la forma que resulte más cómoda para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus 
obligaciones laborales o profesionales.  
 
2. Los interesados podrán, en todo caso, actuar asistidos de un profesional del derecho cuando lo 
consideren conveniente en defensa de sus intereses.  
 
3. En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno 
respeto a los principios de contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento.  
 
De la Terminación en el Procedimiento:  
 
Art. 154.- Terminación.  
 
1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se 
funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración 
de caducidad.  
 
2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo 
por causas sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso.  
 
Nota: Artículo agregado por Decreto Ejecutivo No. 3389, publicado en Registro Oficial 733 de 27 
de Diciembre del 2002.  
 
También el ERJAFE trata Del Desistimiento y la Renuncia, De la Caducidad, De la 
Ejecución, De la Revisión de Oficio de los Actos en la Vía Administrativa, De los Reclamos y 
Recursos Administrativos. 
 
Es importante resaltar que, según el artículo 129 letra e) del ERJAFE los actos de la 
Administración Pública son nulos de pleno derecho en los casos siguientes: 
 
“e. Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o 
de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos de la 
administración, sean colegiados o no.” 
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En igual forma el Art. 59 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa 
prescribe que:  
 
Son causas de nulidad de una resolución o del procedimiento administrativo: 
 
b) La omisión o incumplimiento de las formalidades legales que se deben observar para dictar 
una resolución o iniciar un procedimiento, de acuerdo con la ley cuya violación se denuncia, siempre que 
la omisión o incumplimiento causen gravamen irreparable o influyan en la decisión. 
 
 
3.7.- FORMA 
 
Siguiendo la doctrina de los españoles García de Enterría y Fernández Tomas (2006-565) 
“El acto administrativo, como toda declaración de un estado psicológico que ha de superar su fase de 
gestación o de propósito internos, necesita una forma externa de manifestación para acceder al mundo 
del Derecho. Esta forma está generalmente tasada, frente al principio de libertad de forma propia del 
negocio privado (art. 1.278 CC).  
 
La forma del acto administrativo es normalmente la escrita (art. 55 LPC) por algunas razones 
específicas: porque, en el caso normal de los actos recepticios, deben notificarse o publicarse (arts. 57 y 
sigs. LPC), notificación o publicación que sólo mediante forma escrita, con determinados requisitos 
formales, puede realizarse; porque, en la medida en que el acto expresa una declaración con autotutela 
ejecutoria, y más aún cuando dicha autotutela expresa una innovación en el mundo jurídico (creación, 
modificación o extinción de situaciones jurídicas), la certeza y la seguridad jurídica, y también las 
eventuales necesidades de la propia ejecución de oficio (art. 95 LPC), exigen una constancia indubitada 
de tales efectos declaratorios y constitutivos y de su alcance concreto, lo cual sólo la forma escrita 
proporciona; porque, tratándose de actos de procedimiento (informes, propuestas, alegaciones, 
audiencias, actos de control, etc.) especialmente cuando suponen la intervención de órganos o sujetos 
diversos, sólo la forma escrita puede asegurar la certidumbre de su producción y de la observancia del 
orden procedimental establecido, lo que viene a constituir el llamado <<expediente>> (arts. 74 y sigs. 
LPC, y 48 LJ; el art. 164 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de 28 de 
noviembre de 1986 ensaya una definición:<<constituye expediente el conjunto ordenado de documentos 
y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las 
diligencias encaminadas a ejecutarla>>); porque resulta inexcusable en todos los supuestos en que es 
exigible legalmente  el requisito de su motivación, a que inmediatamente aludiremos; porque la 
ordenación de los diversos actos producidos en relación con una determinada materia exige con 
completa frecuencia la registración o el archivo de antecedentes, procedimientos y resoluciones; porque 
la impersonalidad de la organización administrativa no puede hacer depender la constancia y la 
memoria de un acto de la subsistencia o la continuidad de un titular concreto, etc.  
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Esto no obstante, conviene hacer algunas salvedades: 
 
Por lo pronto, no hay que confundir la forma escrita de producción con la forma escrita de 
constancia, así, por ejemplo, todos los órganos colegiados producen sus acuerdos, salvo excepciones 
muy singular , en forma verbal, sólo que tales acuerdos han de hacerse constar seguidamente con un 
acta levantada por el Secretario y aprobada por el colegio /art. 27LPC); es ésta también la fórmula de 
los actos dictados bajo la forma de actos <<de orden de>>, regulados en el artículo 55.2 LPC: la 
autoridad decide y el subordinado ante quien la decisión se expresa verbalmente la recoge en forma 
escrita y la comunica o notifica. Esta forma escrita de constancia basta para cumplir las finalidades 
antes expuestas, debiendo notarse que la formalización de la constancia es virtualmente definitiva, 
porque sólo muy excepcionalmente podrá investigarse la discrepancia entre la decisión y su reflejo 
escrito.  
 
En el orden de las relaciones de supremacía especial, y dentro de ellas de manera especial en las 
relaciones orgánicas y funcionariales de jerarquía, la orden verbal es normalmente admitida y permite 
ser acreditada por cualquier medio de prueba; igualmente, en este mismo ámbito, el informe o la 
propuesta verbal, siempre que no estén sustantivados como trámite de un procedimiento. 
 
Finalmente, en el orden de las relaciones de policía, las órdenes verbales (por ejemplo, la 
disolución de una reunión), incluso mediante signos acústicos o visuales, no expresados en palabras, 
admiten una aplicación ordinaria, o bien por la inmediatez de la situación de peligro que intenta 
corregirse, o bien por la circunstancia de tratarse de órdenes muy simples que son dirigidas para ser 
inmediatamente cumplidas a una serie indeterminada de personas, de forma que ganan una eficacia 
necesaria con su reducción a una fórmula gráfica o acústica imperativa. 
 
Se notará, de todos modos, que esos tres supuestos constituyen propiamente (fuera del caso de los 
actos colegiados, impuestos por la naturaleza de éstos) verdaderas y simples excepciones al principio 
general de la forma escrita, supuestos genéricamente aludidos por el artículo 55.1 LPC (actos en los que 
<<su naturaleza o circunstancia no exijan o permitan otra forma –distinta de la escrita—de expresión y 
constancia>>). A estas excepciones deben añadirse las ya notadas más atrás a propósito de los actos 
tácitos o manifestados en conductas expresivas. 
 
c) ¿Cuál ha de ser el contenido de la forma escrita ordinaria de los actos administrativos? La 
LPC, tan puntillista normalmente, que incluso regula el contenido formal de actos típicos del 
administrado (arts. 70 y 110), no tiene sobre esta cuestión una norma general. De hecho, sin embargo, 
un uso muy extendido suele imponer para los actos finales o resolutorios (los actos procedimentales 
suelen ser más simples, salvo quizás los dictámenes: vid., por ejemplo, art. 130 del Reglamento del 
Consejo de Estado de 18 de julio de 1980) el siguiente contenido, que corresponde a las exigencias 
mínimas de identificación y de certeza del contenido resolutorio o, si se prefiere, del poder ejercitado en 
el acto, aunque no constituyen propiamente en su conjunto un verdadero requisito sacramental de 
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validez: encabezamiento, con indicación de la autoridad que emite el acto; preámbulo que suele referir 
los actos preparatorios (instancias, informes, propuesta) y las normas legales de competencia y en su 
caso de fondo, en que el mismo se funda; la Ley hace obligatorio indicar si se ha consultado al Consejo 
de Estado y si la resolución sigue o no su dictamen (<<de acuerdo con el Consejo de Estado >> u 
>>oído del Consejo de Estado>>, esta última fórmula indicando el disentimiento o disconformidad; art. 
2.6 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado); motivación, en su caso, a lo que 
inmediatamente aludiremos; parte dispositiva o resolución propiamente dicha, que ha de corresponder a 
lo planteado por las partes y a lo suscitado por el expediente (art, 89 LPC, principio de congruencia, que 
complementa el principio de actuación de oficio); lugar, fecha y firma (ésta original o por delegación, o 
<<de orden de>> art. 55 LPC); en fin, indicaciones propias de la notificación, en su caso, que veremos 
más adelante.”. 
 
Según Dromi Roberto (2004-374) “Por forma se entiende el modo como se instrumenta y se da 
a conocer la voluntad administrativa.  Es decir, el modo de exteriorización de la voluntad administrativa. 
 
La omisión o el incumplimiento parcial de las formas de instrumentación (escritura, fecha, firma, 
etc.) o de las formas de publicidad (notificación), puede afectar en distintos grados la validez del acto, 
según la importancia de la transgresión.  Los actos administrativos deben ser notificados al interesado.  
La publicación no suple la falta de notificación.  La falta de publicación no vicia al acto. 
 
Las manifestaciones exteriores tendientes a hacer conocer el objeto del acto administrativo, sea 
éste definitivo o preparatorio, pueden instrumentarse de distinta manera. Es decir que el acto 
administrativo puede instrumentarse de forma escrita, oral o por medio de otros signos.  En el acto tácito 
no hay instrumentación sino sólo ficción legal. 
 
Si bien no existen formas especiales genéricas para los actos administrativos-salvo los casos en 
que están previstas legalmente- parece indiscutible, como principio general, que deben constar por 
escrito.  Esta regla admite unas pocas excepciones que han de interpretarse restrictivamente. 
 
Escrito. El acto administrativo se manifestará expresamente y por escrito, y contendrá: 1)lugar y 
fecha de emisión; 2) mención del órgano y entidad de quien emana; 3) expresión clara y precisa del 
contenido de la voluntad administrativa y 4) individualización y firma del agente interviniente. 
 
En los órganos colegiados se labrará un acta de cada sesión, que deberá contener: 1) tiempo y 
lugar de sesión; 2) indicación de las personas que hayan intervenido; 3) determinación de los puntos 
principales de la deliberación y 4) forma y resultado de la votación. El acta y los acuerdos se 
documentarán por separado, debiendo ser firmados por todos los miembros intervinientes. 
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Cuando haya de emitirse una serie de actos administrativos (actos plurales) de la misma 
naturaleza, éstos podrán redactarse en un único documento, especificándose las circunstancias 
personales y materiales que individualicen cada uno de los actos. 
 
Oral. Puede admitirse en algunos casos que el acto no se documente por escrito, sino que se lo 
exprese verbalmente. Por ejemplo, órdenes de agentes de policía, órdenes comunes de los superiores a 
los funcionarios públicos relativas al desempeño diario de sus tareas, etcétera. 
 
La admisibilidad de la forma verbal debe ser interpretada restrictivamente. La manifestación oral 
de la autoridad es la excepción y ella sólo se explica en casos de urgencia o imposibilidad práctica de 
emplear la forma escrita; por ejemplo, la orden de disolución de un grupo de personas por motivos de 
seguridad pública. La manifestación oral puede tener también carácter solemne, como la toma del 
juramento, la declaración de clausura de una sesión de cuerpo colegiado, la proclamación de un 
funcionario elegido por un cuerpo para presidirlo, etcétera. 
 
Por excepción, se podrá prescindir de la forma escrita, cuando: 1) medie urgencia o 
imposibilidad de hecho; la constancia escrita del acto se hará a la brevedad posible; 2) se trate de actos 
cuyos efectos se hayan agotado y respecto de los cuales la registración no tenga razonable justificación; 
3) se trate de órdenes de servicio que se refieran a cuestiones ordinarias y de rutina, y 4) la voluntad 
pública se exteriorice por medio de señales o signos. 
 
Signos.  Los signos que hayan de emplearse pueden variar al infinito: señalaciones acústicas 
(timbres, alarmas, pitadas), telegráficas, lumínicas (luces de tránsito vial, ferroviario, aéreo), por medio 
de banderas (los signos de comunicación naval), carteles (los diversos signos de tránsito), hasta por la 
mímica: los signos que con el brazo o el cuerpo realizan los agentes de policía y de tránsito. 
 
Ahora bien, en estos casos es condición ineludible que los signos sean convencionales. Es de 
advertir que no son “declaraciones tácitas”, sino declaraciones expresadas mediante signos”. 
 
Firma digital. La ley 25.506, de firma digital, rige el empleo de la firma electrónica y de la firma 
digital, y establece su eficacia jurídica en determinadas condiciones. Se entiende por firma digital el 
resultado de aplicar a un documento digital un procedimiento matemático que requiere información de 
exclusivo conocimiento del firmante y bajo su absoluto control. Por su parte, la firma electrónica es el 
conjunto de datos electrónicos integrados, ligados o asociados de manera lógica a otros datos 
electrónicos, utilizado por el signatario como su medio de identificación, que carece de alguno de los 
requisitos legales para ser considerada firma digital. Los procedimientos de firma y verificación deben 
ser determinados por la Autoridad de Aplicación (Jefatura de Gabinete de Ministros), en consonancia 
con los estándares tecnológicos internacionales vigentes.”. 
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El Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva en su Art. 121 
dispone: 
 
 Producción y contenido de los actos administrativos. 
1. Los actos administrativos, normativos o de simple administración que dicte la Administración 
Pública Central, bien de oficio o a instancia del interesado, se producirán por el órgano competente 
ajustándose al procedimiento establecido. 
 
2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será 
determinado y adecuado a los fines de aquellos. Sin embargo, serán elementos sustanciales del acto los 
siguientes: 
 
a. Indicación del titular del órgano; 
b. Indicación de la norma que atribuye la potestad al órgano y a su titular para expedirlo; 
c. Indicación clara de los fundamentos de hecho y las normas aplicables al caso, así como su 
relación; y, 
d. Indicación de los actos de simple administración, informes, estudios o actos de trámite que han 
conformado el procedimiento administrativo previo a la expedición del acto. 
 
Sobre la materia, el artículo 123 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la 
Función Ejecutiva determina que: 1. Los actos se producirán por escrito. 2. En los casos en que los 
órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia escrita del acto, cuando 
sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario que la recibirá 
oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Sí se tratara de 
resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación  de las que haya dictado de 
forma verbal, con expresión de su contenido; y, 3. Cuando debe dictarse una serie de actos 
administrativos de la misma naturaleza, tales como nombramientos, concesiones o licencias, podrán 
refundirse en el único acto, resuelto por el órgano competente, que especificará las personas u otras 
circunstancias que individualicen los efectos del acto para cada interesado. 
 
En cuanto a las firmas electrónicas debemos remitirnos a la Ley de Comercio Electrónico, 
Firmas Electrónicas y Mensajes de Datos (Ley No. 2002-67)  
 
Art. 13.- Firma electrónica.- Son los datos en forma electrónica consignados en un mensaje de 
datos, adjuntados o lógicamente asociados al mismo, y que puedan ser utilizados para identificar al 
titular de la firma en relación con el mensaje de datos, e indicar que el titular de la firma aprueba y 
reconoce la información contenida en el mensaje de datos.  
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Art. 14.- Efectos de la firma electrónica.- La firma electrónica tendrá igual validez y se le 
reconocerán los mismos efectos jurídicos que a una firma manuscrita en relación con los datos 
consignados en documentos escritos, y será admitida como prueba en juicio.  
 
Art. 15.- Requisitos de la firma electrónica.- Para su validez, la firma electrónica reunirá los 
siguientes requisitos, sin perjuicio de los que puedan establecerse por acuerdo entre las partes:  
 
a) Ser individual y estar vinculada exclusivamente a su titular;  
b) Que permita verificar inequívocamente la autoría e identidad del signatario, mediante 
dispositivos técnicos de comprobación establecidos por esta Ley y sus reglamentos;  
c) Que su método de creación y verificación sea confiable, seguro e inalterable para el propósito 
para el cual el mensaje fue generado o comunicado.  
d) Que al momento de creación de la firma electrónica, los datos con los que se creare se hallen 
bajo control exclusivo del signatario; y,  
e) Que la firma sea controlada por la persona a quien pertenece.  
 
Art. 16.- La firma electrónica en un mensaje de datos.- Cuando se fijare la firma electrónica en un 
mensaje de datos, aquélla deberá enviarse en un mismo acto como parte integrante del mensaje de datos 
o lógicamente asociada a éste. Se presumirá legalmente que el mensaje de datos firmado 
electrónicamente conlleva la voluntad del emisor, quien se someterá al cumplimiento de las obligaciones 
contenidas en dicho mensaje de datos, de acuerdo a lo determinado en la Ley. 
  
Art. 17.- Obligaciones del titular de la firma electrónica.- El titular de la firma electrónica 
deberá:  
 
a) Cumplir con las obligaciones derivadas del uso de la firma electrónica;  
b) Actuar con la debida diligencia y tomar las medidas de seguridad necesarias, para mantener la 
firma electrónica bajo su estricto control y evitar toda utilización no autorizada;  
c) Notificar por cualquier medio a las personas vinculadas, cuando exista el riesgo de que su 
firma sea controlada por terceros no autorizados y utilizada indebidamente;  
d) Verificar la exactitud de sus declaraciones;  
e) Responder por las obligaciones derivadas del uso no autorizado de su firma, cuando no hubiere 
obrado con la debida diligencia para impedir su utilización, salvo que el destinatario 
conociere de la inseguridad de la firma electrónica o no hubiere actuado con la debida 
diligencia;  
f) Notificar a la entidad de certificación de información los riesgos sobre su firma y solicitar 
oportunamente la cancelación de los certificados; y,  
g) Las demás señaladas en la Ley y sus reglamentos.  
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Art. 18.- Duración de la firma electrónica.- Las firmas electrónicas tendrán duración indefinida. 
Podrán ser revocadas, anuladas o suspendidas de conformidad con lo que el reglamento a esta ley 
señale.  
 
Art. 19.- Extinción de la firma electrónica.- La firma electrónica se extinguirá por:  
 
a) Voluntad de su titular;  
b) Fallecimiento o incapacidad de su titular;  
c) Disolución o liquidación de la persona jurídica, titular de la firma; y,  
d) Por causa judicialmente declarada.  
La extinción de la firma electrónica no exime a su titular de las obligaciones previamente 
contraídas derivadas de su uso.  
 
3.8.- MOTIVACIÓN 
 
Siguiendo la doctrina de los españoles García de Enterría y Fernández Tomas (2006:567-
568) “La Ley  obliga a la Administración a motivar la mayoría de sus decisiones, lo que quiere decir a 
hacer públicas las razones de hecho y de derecho en las cuales las mismas se apoyan. Éste es un 
requisito normal en todas las Sentencias y Autos judiciales, un requisito que, por cierto, fue un logro 
tardío de la doctrina, pues el absolutismo hacía de la no motivación una regla de prestigio, en último 
extremo determinada en el carácter no necesariamente legal de los fallos, que se sostenían, fuese cual 
fuese su contenido, en la soberanía directa del monarca, el cual podía crear en cada caso una norma o 
decisión específica, sin someterse a Leyes previas. Del mismo modo que el principio de legalización de la 
justicia, impuesto por la Revolución francesa (tanto en lo civil como en lo penal: principio de legalidad 
de delitos y penas), al servicio del cual se arbitraron las técnicas del recurso de casación y de la 
responsabilidad personal de los jueces, concluyó por imponer como una garantía inexcusable la 
necesidad de motivar las sentencias en resultandos y considerandos, de forma que los fallos apareciesen 
como una particularización racionalizada del mandato general de las Leyes y no como una simple 
decisión imperativa y voluntarista, así también la legalización de la actividad administrativa ha 
conducido a la misma consecuencia. Motivar un acto administrativo es reconducir la decisión que en el 
mismo se contiene a una regla de derecho que autoriza tal decisión o de cuya aplicación surge. Por ello 
motivar un acto obliga a fijar, en primer término, los hechos de cuya consideración se parte y a incluir 
tales hechos en el supuesto de una norma jurídica; y, en segundo lugar, a razonar cómo tal norma 
jurídica impone la resolución que se adopta en la parte dispositiva del acto. 
 
La motivación es un requisito típico no de todos los actos administrativos, pero sí de la mayoría: 
de los actos de juicio (actos consultivos o dictámenes), porque la motivación es justamente la expresión 
racional del juicio en qué consisten y de las resoluciones que implican un gravamen para el destinatario 
o una denegación de sus instancias, lo que supone un grado especialmente intenso de ejercicio de 
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autotutela administrativa (más aún cuando esa autotutela se presenta en la forma reduplicativa o en 
segunda potencia que ya conocemos: resolución de recursos y vías previas, sanciones).
18
   
 
La motivación, como ya dijimos, es un medio técnico de control de la causa del acto. Por ello no 
es un simple requisito meramente formal, sino de fondo (más técnicamente: la motivación es interna 
corporis, no externa; hace referencia a la perfección del acto más que a formas exteriores del acto 
mismo). Quiere decir que la motivación no se cumple con cualquier fórmula convencional; por el 
contrario, la motivación ha de ser suficiente, esto es, ha de dar razón plena del proceso lógico y jurídico 
que ha determinado la decisión. Por ejemplo: no bastaría jubilar a un funcionario invocando 
simplemente una razón de <<incapacidad física>> habrá que concretar qué incapacidad física en 
particular y cómo se ha valorado y en qué sentido la misma justifica legalmente la resolución. No cabe 
sustituir un concepto jurídico indeterminado que esté en la base de la Ley de cuya aplicación se trata por 
otro igualmente indeterminado; habrá que justificar la aplicación de dicho concepto a las circunstancias 
de hecho singulares de que se trata; otra cosa no es expresar un motivo, es, más bien, formular una 
conclusión. Es lo que en Derecho francés suele llamarse la prohibición de fórmulas passe-partout o 
comodines, que valen para cualquier supuesto y no para el supuesto determinado que se está decidiendo. 
Nuestra jurisprudencia está normalmente en esta línea (quizá con la única excepción de los acuerdo de 
fijación del justiprecio expropiatorio por los Jurados Provinciales de Expropiación, acaso por tratarse 
de una motivación técnica más que jurídica). 
 
Son muy expresivas al respecto, dicen estos autores,  las Sentencias de 27 y 31 de enero, 2 de 
febrero, 12 de abril y 21 de junio de 2000 y 29 de mayo de 2001, en las que, a propósito de la motivación 
de las resoluciones que deciden concursos y pruebas selectivas, se afirma que la exigencia de motivación 
<<no puede ser suplida por la simple fijación de puntuaciones>>, pues <<la Administración ha de 
expresar las razones que la inducen a otorgar preferencia a uno de los solicitantes frente al resto de los 
concursantes, haciendo desaparecer así cualquier atisbo de arbitrariedad y permitiendo, al mismo 
tiempo, que él no beneficiario pueda contradecir, en su caso, las razones motivadoras del acto y el 
órgano judicial apreciar si se ha actuado o no dentro de los límites impuestos  a la actividad de los 
poderes públicos>>. Vid. en el mismo sentido y a propósito de los servicios mínimos en caso de huelga la 
Sentencia de 20 de mayo de 2001 y sus abundantes referencias. 
 
Y es que, como ha dicho el Tribunal Constitucional en su Sentencia de 17 de julio de 1981, antes 
citada, <<la motivación es no sólo una elemental cortesía, sino un requisito del acto de sacrificio de 
derechos>>; lo mismo la Sentencia de 16 de junio de 1982: <<debe realizarse con la amplitud necesaria 
para el debido conocimiento de los interesados y su posterior defensa de derechos>>). La expresión 
<<sucinta>>, que contiene el artículo 54, no puede interpretarse en el sentido  de que basta apuntar un 
principio de motivación, aunque, como recuerda la Sentencia del Tribunal  Constitucional de 16 de junio 
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de 1982, <<la doctrina del Tribunal Supremo ha precisado que la motivación escueta o sucinta, si es 
suficientemente indicativa, no equivale a ausencia de motivación, ni acarrea nulidad>>. 
 
Las excepciones al deber de motivar que contenía el antiguo artículo 43.2 LPA, que se conectaba 
con la exclusión de la vía contencioso-administrativa que en esos mismos casos (actos de policía sobre 
prensa, radio, cinematografía y teatro) decretaba la redacción primitiva del artículo 40.b) LJ 56, ha sido 
también eliminada por la nueva LPC por contraria al derecho fundamental a la tutela judicial efectiva 
que garantiza el artículo 24.1 de la Constitución, como veníamos sosteniendo también en ediciones 
precedentes. 
 
El actual artículo 54.2 LPC remite a sus normas reguladoras específicas la motivación de los 
actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva, pero ello no afecta a 
la esencia de la obligación de motivar, sino solamente al modo de hacerlo, como advierte el propio 
precepto, a cuyo tenor deben <<en todo caso quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de 
la resolución que se adopte>>.”. 
 
Siguiendo nuestra metodología, el tratadista argentino Cassagne Juan Carlos (2006:202-
206) sobre la materia manifiesta: 
 
“La exigencia de motivar los actos administrativos –o al menos determinados actos—ha sido 
reconocida por casi toda la doctrina administrativa, pese a existir discrepancias en punto a la ubicación 
del requisito dentro de los elementos del acto. 
 
Resulta evidente que la motivación aparece como una necesidad tendiente a la observancia del 
principio de legalidad en la actuación de los órganos estatales y que desde el punto de vista del 
particular o administrado traduce una exigencia fundada en la idea de una mayor protección de los 
derechos individuales, ya que de su cumplimiento depende que el administrado pueda conocer de una 
manera efectiva y expresa los antecedentes y razones que justifiquen el dictado del acto. 
 
Acerca de qué debe entenderse por motivación, la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos prescribe un concepto amplio. 
 
Así, la motivación comprende la exposición de las razones que han llevado al órgano a emitirlo y, 
en especial, la expresión de los antecedentes de hecho y de derecho que preceden y justifican el dictado 
del acto. 
No es éste, desde luego, el criterio de un sector de la doctrina que limita la motivación a la 
enunciación de los antecedentes de hecho y de derecho (es decir a la expresión de la causa). Nos parece 
más adecuado basar el requisito de la motivación en la enunciación de las razones que han determinado 
el dictado del acto, lo cual permite incluir la exteriorización de otro elemento considerado esencial: la 
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finalidad. Si bien esta conclusión no es reconocida en forma expresa, muchos tratadistas la admiten 
virtualmente en cuanto afirman que el requisito de la motivación constituye uno de los primeros pasos 
hacia el reconocimiento del recurso de desviación de poder, pero lo cierto es que al limitar el concepto 
de motivación a la expresión de la causa, no toda la doctrina advierte la importancia que ella puede 
tener para acreditar la existencia de un efecto o vicio en el elemento finalidad. 
 
Tampoco puede aceptarse  la postura de la doctrina italiana que distingue entre  motivación, y 
justificación, sosteniendo que la justificación radica en la enunciación de la situación de hecho y de 
derecho, mientras que la motivación consiste en la expresión del motivo, que para dicho autor es el 
razonamiento que conduce al acto, o en otros términos, la demostración de que el criterio elegido con 
base en determinadas circunstancias de hecho y de derecho, es el mejor, que se podía elegir. Tal 
distinción ha sido tildada de artificial pues, en definitiva, se considera que la motivación y justificación 
son términos que coinciden. 
 
En nuestro concepto, la motivación es un requisito que integra el elemento forma y consiste en la 
exteriorización de las razones que justifican y fundamentan la emisión del acto, que versan tanto en las 
circunstancias de hecho y de derecho (causa) como en el interés público que se persigue con el dictado 
del acto (finalidad). 
 
La motivación debe efectuarse en el propio texto del acto administrativo ya que este requisito 
integra el elemento forma. Es por ello que no resultan aceptables aquellas posturas que sostienen que la 
motivación es suficiente si obran informes o antecedentes que permitan conocerla. Para justificar esta 
doctrina –motivación in aliunde--  se ha dicho que los expedientes administrativos deben ser 
considerados en su totalidad, y no en forma aislada, ya que se trata de un mismo procedimiento. 
 
En general, a nivel doctrinario, se niega que exista la obligación genérica de motivar todos los 
actos administrativos, salvo cuando la respectiva exigencia surge de una norma expresa –o bien-de la 
naturaleza de ciertos actos. 
 
En el derecho positivo, se observa una evolución favorable a prescribir la obligación genérica de 
motivar los actos administrativos o al menos cierto tipo de actos, como los que se han señalado 
precedentemente. En esta última tendencia se hallan enroladas la ley española y las leyes de 
procedimiento administrativo de las provincias de Buenos Aires y de Córdoba. En el orden local, las 
normas que contienen los cuerpos normativos sobre el procedimiento administrativo que han dictado las 
provincias citadas, resultan criticables desde un doble punto de vista: en cuanto limitan la exigencia de 
motivar el acto que traduzca una decisión final y en razón de que los supuestos mencionados no 
constituyen una completa enunciación de los casos reconocidos por la doctrina. Por tales razones, 
entendemos que en dichos ordenamientos locales también existirá la obligación de motivar en todas 
aquellas situaciones en que la naturaleza del acto lo requiera. 
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Distinta es la situación que se presenta en el orden nacional, después de la sanción de la Ley de 
Procedimientos Administrativos, donde en el art. 7º, inc. e), se estatuye como requisito esencial del acto 
administrativo el siguiente: “Deberá ser motivado, expresándose en forma concreta las razones que 
inducen a emitir el acto, consignando, además, los recaudos indicados en el inc. b) del presente 
artículo”. 
 
 Una interpretación literal del texto citado conduce a sostener que la obligación genérica de 
motivar los actos administrativos rige para todos los supuestos, sin excepción. 
 
Pero, no obstante que la redacción de la norma indica en este punto un apartamiento de la fuente 
doctrinaria, consideramos que, en casos excepcionales, no existirá la obligación de motivar el acto por 
parte del órgano estatal, tal como lo reconoce inclusive  un sector de la doctrina proclive a sostener el 
requisito de la motivación como principio general, lo cual ocurrirá cuando precisamente no exista la 
necesidad jurídica de realizarla (ej.: la emisión de una orden de compra en una licitación pública en 
virtud de que se trata de un acto de contenido reglado cuya causa se encuentra en otro acto 
administrativo ya motivado) o bien, cuando la propia naturaleza del acto lo impidiera (v.gr., la orden de 
paso que da un agente de tránsito). 
 
Con el neo constitucionalismo se da creciente importancia de los principios y de los 
valores jurídicos sustantivos en la conceptualización, interpretación y aplicación del Derecho.  
 
Como dicen Baquerizo Minuche Jorge y Leuschner Luque Erik (2011:79) “La aplicación 
del Derecho no es tan unívoca como se pretendía; el razonamiento jurídico silogístico, clave en el 
formalismo, se denuncia insuficiente en la actualidad. El Derecho, con la contemporánea configuración 
de valores y principios constitucionales, complica la actividad aplicativa del operador jurídico; de 
aquella idealizada subsunción y sencillo silogismo jurídico, migramos a una era urgida de motivación y 
argumentación jurídica.”. 
 
Sobre este aspecto, afirma el maestro Atienza, citado por los autores anteriormente 
mencionados (2011:81) que “a diferencia de lo que ocurría en el Estado legislativo, en el Estado 
Constitucional el poder del legislador y de cualquier órgano estatal es un poder limitado y que tiene que 
justificarse en forma más exigente. No basta con la referencia a la autoridad (al órgano competente) y a 
ciertos procedimientos, sino que se requiere también (siempre) un control en cuanto al contenido. El 
Estado constitucional supone así un incremento en cuanto a la tarea justificativa de los órganos y, por 
tanto, una mayor demanda de argumentación jurídica (que la requerida por el Estado legislativo de 
derecho). En realidad, el ideal del Estado constitucional (la culminación del Estado de Derecho) supone 
el sometimiento completo del poder al Derecho, a la razón: la fuerza de la razón frente a la razón de la 
fuerza. Parece por ello bastante lógico que el avance del Estado constitucional haya ido acompañado de 
un incremento cuantitativo y cualitativo de la exigencia de justificación de los órganos públicos.”. 
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En efecto la Constitución de la República del Ecuador (2008) dio especial importancia al 
elemento motivación cuando prescribe: 
 
Art. 76.- Garantías Básicas al Debido Proceso.- En todo proceso en el que se determinen derechos 
y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes 
garantías básicas: 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: l) Las 
resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no 
se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se 
encuentren debidamente motivados se consideraran nulos. Las servidoras o servidores responsables 
serán sancionados. 
 
Antes de esta disposición constitucional existían otras normas al respecto y que se 
encuentran vigentes; así: 
 
Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por 
Parte de la Iniciativa Privada.- 
  
Art. 31.- MOTIVACION.- Todos los actos emanados de los órganos del Estado, deberán ser 
motivados. La motivación debe indicar los presupuestos de hecho y las razones jurídicas que han 
determinado la decisión del órgano, en relación con los resultados del procedimiento previo. La 
indicación de los presupuestos de hecho no será necesaria para la expedición de actos reglamentarios. 
 
De esta disposición se colige que no hay excepción de actos administrativos que no deban 
ser motivados. 
 
Reglamento Sustitutivo del Reglamento General de la Ley de Modernización del Estado, 
Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por Parte de la Iniciativa Privada: 
 
Art.20.‐ De conformidad con el artículo38 de la Ley de Modernización los actos que emanen de un 
órgano del Estado y que no se encuentren debidamente motivados se considerarán como actos 
violatorios de ley. 
La Motivación de una decisión, resolución o fallo debe comprender tanto los antecedentes o 
presupuestos de hecho y las razones jurídicas que la determinaron. Tanto los unos como los otros 
deberán constar en el documento u oficio en que se materialice la decisión de manera que los interesados 
los puedan conocer directamente. 
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Reglamento para el Control de la Discrecionalidad en los Actos de la Administración 
Pública: 
 
Art. 4.- De la motivación.- Siempre que la administración dicte actos administrativos es  requisito 
indispensable que motive su decisión, en los términos de la Constitución y este  reglamento. 
 
La motivación no es un requisito de carácter meramente formal, sino que lo es de fondo e  
indispensable, porque sólo a través de los motivos pueden los interesados conocer las  razones que 
justifican el acto, porque son necesarios para que pueda controlarse la actividad de la administración, y 
porque sólo expresándolos puede el interesado dirigir  contra el acto las alegaciones y pruebas que 
correspondan según lo que resulte de dicha  motivación que, si se omite, puede generar la arbitrariedad 
e indefensión prohibidas por la  Constitución. 
 
La motivación se constituye como la necesaria justificación de la discrecionalidad reglada  
administrativa, que opera en un contexto diferente al de la propia decisión. Aquella será  atacable en 
materialidad a través de la desviación de poder o la falta de causa del acto  administrativo, pero en el 
caso de los actos discrecionales encontrará su principal instrumento de control en la justificación, 
precisamente por la atenuación de la posible  fiscalización sobre los otros elementos del acto 
administrativo 
 
Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva: 
 
Art. 122.- Motivación. 1. La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos se 
realizará de conformidad con lo que dispone la Constitución y la ley y la normativa aplicable. La falta de 
motivación entendida ésta como la enunciación de las normas y de los hechos particulares, así como la 
relación coherente entre éstas y aquellos produce la nulidad absoluta del acto administrativo o 
resolución. El acto deberá ajustarse a lo dispuesto en el Reglamento para el Control de la 
Discrecionalidad de los Actos de la Administración Pública.  
 
Art. 156.- Contenido de la resolución. 3. Las resoluciones contendrán la decisión, que deberá ser 
motivada. Expresarán, además, los recursos y acciones que contra la misma procedan, órgano 
administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de 
que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno. 5. La aceptación de informes o 
dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto de la misma. 
Art. 203.- Resolución. 1. La resolución que ponga fin al procedimiento habrá de ser motivada y 
resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente. 
 
Todas estas disposiciones resaltan la importancia de la motivación como elemento del 
acto administrativo, garantizando el derecho al debido proceso que tienen todos los ciudadanos.  
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3.9.- CAUSA O MOTIVO  
 
Según los autores García de Enterría y Fernández Tomás (2006: 555-560) “El Derecho 
Administrativo no ha estado exento de la compleja polémica privatista, heredada de la jurisprudencia 
escolástica, sobre el concepto y función de la causa como requisito del acto o negocio jurídico. Advierte 
que  sin ningún ánimo de mediar en esa polémica en cuanto a su significado general, resulta 
indispensable, no obstante, para comprender el instrumento técnico que es el acto administrativo, 
establecer unas cuantas precisiones en relación con los problemas prácticos que la teoría de la causa 
intenta resolver. 
 
a) En primer término, deben aislarse lo que son presupuestos de hecho propuestos por la 
norma para que el acto pueda y deba ser dictado por la Administración. No hay aquí ningún misterio o 
complejidad técnica, sino un fenómeno sumamente simple. Si la Administración <<ejecuta>> la ley, en 
el sentido que hemos visto (esto es, en cuanto a la Ley otorga a la Administración potestades de obrar), 
resulta que la Ley como imperativo abstracto conecta una cierta consecuencia jurídica a un tipo de 
hecho específico, precisamente, y no a cualquiera, indeterminadamente; tal es la estructura necesaria de 
toda proposición normativa
19
, como es bien conocido, supuesto de hecho y consecuencia jurídica, y por 
tanto esta estructura se prorroga necesariamente en las potestades de que resulta  investida la 
Administración para la aplicación de dicha norma. Como, a su vez, el acto administrativo no es más que 
el ejercicio de una potestad, resulta que el mismo sólo puede dictarse en función del presupuesto de 
hecho tipificado por la norma de cuya aplicación se trata. Ese presupuesto puede ser una situación 
material perfectamente objetivable (existencia de la vacante para poder dictar el acto de nombramiento; 
requisitos de titulación, edad, etc., para admitir a un aspirante a unas pruebas de selección; 
cumplimiento de la edad para jubilar al funcionario; antigüedad del funcionario en cuanto al 
reconocimiento de trienios en el régimen de retribuciones., etc.)
20
, pero puede ser también, como ya 
conocemos, una situación más compleja, o más ambigua, cuya apreciación exija utilizar conceptos de 
valor  o de experiencia, o incluso otras calificaciones jurídicas previas, según la técnica, ya estudiada, de 
los conceptos jurídicos indeterminados (por ejemplo, urgencia, peligro, ruina, idoneidad, alteración del 
orden público, hecho imponible; artículo 20 LGT, que formula una definición de posible interés 
general:<< presupuesto fijado por la Ley para configurar cada tributo y cuya realización origina el 
nacimiento de la obligación tributaria principal>>). 
 
El supuesto de hecho, en cuanto proviene directamente de la norma atributiva de la potestad, es 
siempre un elemento reglado del acto y, por tanto, perfectamente controlable por el juez; si el 
                                                          
19
 Según Rafael Hernández Marín citado por Baquerizo Minuche Jorge y Leuschner Luque Erick 
(2011:59) “desde el prisma ontológico, una cosa son los enunciados normativos (proposición normativa) 
escritos en los textos legales, y otra cosa son las normas jurídicas. Una norma jurídica es el significado 
de un (os) enunciado(s) normativo (s), o mejor dicho, el significado extraído del texto jurídico.” 
20
 Igual podríamos decir de la necesidad de presentar una renuncia libre y voluntaria para la sui generis 
compra y venta de renuncia con indemnización. 
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presupuesto de hecho legalmente tipificado (aunque esta tipificación pueda ser implícita y no expresa) no 
se cumple en la realidad, la potestad legalmente configurada en función de dicho presupuesto no ha 
podido ser utilizada correctamente. 
 
La valoración política del presupuesto de hecho podrá eventualmente ser objeto de una 
apreciación discrecional, si la Ley así lo autoriza, pero no la realidad misma del supuesto. Un caso 
especialmente significativo de presupuesto de hecho legitimador se da en el procedimiento 
administrativo, en el cual la concatenación de los actos hace que el acto precedente sea presupuesto 
necesario del sucesivo (GIANNINI); la infracción de ese orden sucesivo supone, por tanto, un vicio legal 
por ese motivo. 
 
Alguna jurisprudencia francesa (no general y ya un tanto antigua) y la autoridad de VEDEL, que 
ha seguido entre nosotros GARRIDO, han calificado de causa a esa realidad del presupuesto de hecho 
legal que juega como requisito de validez del acto. Pero parece claro que el fenómeno es bastante 
diferente de lo que la dogmática tradicional de la causa como elemento del acto jurídico viene 
enunciando, aunque veremos que no deja de guardar con la genuina doctrina de la causa alguna 
relación. 
 
b) Distinto del presupuesto de hecho es el fin que la norma creadora de la potestad asigna 
a ésta como objetivo a perseguir. Al configurar la potestad, la norma, de manera explícita o implícita, le 
asigna un fin específico, que por de pronto  es siempre un fin público (<< la Administración Pública 
sirve con objetividad los intereses generales 
21
>>), pero que se matiza significativamente en cada uno de 
los sectores de actividad o institucionales como un fin específico (por ejemplo, en la potestad de policía, 
la seguridad pública; en las potestades sanitarias, la salubridad, etc.). El acto administrativo, en cuanto 
es ejercicio de una potestad, debe servir necesariamente a ese fin típico, e incurrirá en vicio legal si se 
aparta de él  o pretende servir una finalidad distinta aun cuando se trate de otra finalidad pública (por 
ejemplo, una finalidad  recaudatoria utilizando un poder de policía, supuesto muy normal en la 
jurisprudencia a propósito de las tasas municipales  de inspección de aparatos e instalaciones 
industriales, inspección sólo justificable en efectivas razones de seguridad y no en un fin fiscal) 
 
c) Pero hemos avanzado ya algo sobre lo que conviene detenerse con alguna atención: el 
acto debe servir al fin en consideración al cual la norma ha configurado la potestad que el acto ejercita; 
a la efectividad de ese servicio al fin normativo concreto por el acto administrativo debe reservarse, 
justamente, el concepto y el nombre de causa en sentido técnico. El párrafo 2 del artículo 53 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común LPC 
autoriza esa conclusión <<El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento 
                                                          
21
 Según el artículo 227 de la Constitución de la República (2008), la administración pública constituye 
un servicio a la colectividad. 
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jurídico y será determinado y adecuado a los fines de aquéllos
22
. >> El artículo 6 RSCL corrobora este 
principio <<El contenido de los actos de intervención será congruente con los motivos y fines que lo 
justifiquen. >> Esa adecuación o congruencia efectiva a los fines propios de la potestad que se ejercita 
es la causa para los actos administrativos. 
 
Ya hemos enunciado que intentamos eludir la discusión frontal sobre la dogmática de la causa, 
pero parece inevitable justificar mínimamente el aserto anterior. ALESSI, de quien dicho concepto 
procede en lo esencial, ha querido hacer del mismo una nota más de la diferencia entre acto 
administrativo y negocio jurídico privado. Así como en éste, dice, el ordenamiento asume una posición de 
indiferencia en cuanto a la existencia efectiva de un interés en las partes que lo concluyen, la situación es 
distinta  por lo que hace al acto administrativo, cuya validez el ordenamiento no mantiene, aun 
presentando todos sus requisitos externos de perfección, si no sirve a un interés público efectivo. Nos 
permitimos discrepar en cuanto a ese contraste. No nos corresponde penetrar en el tema jurídico privado 
de la causa, pero si hemos de hacer dos simples observaciones: primero, que no es exacta esa supuesta 
indiferencia del ordenamiento por los intereses que persiguen las partes del negocio privado—y aquí está 
justamente una de las funciones propias del elemento causal--; segundo, que el problema de la causa se 
plantea inicialmente en el Derecho Romano en cuanto a los nudos pactos o contratos innominados (y hoy 
en la expresión más general del principio de autonomía privada), puesto que los contratos nominados o 
típicos portan ya en sí su peculiar  causa (causa agens in ipso pasto vestito, DE CASTRO). Ahora bien, 
como ya hemos notado al explicar el concepto y sus notas esenciales, el acto administrativo es 
precisamente un acto jurídico nominado, tipificado por la Ley, en cuanto  que es fruto del ejercicio de 
potestades tasadas y especificadas por el ordenamiento y no de un abstracto y general principio de 
autonomía de la voluntad : ni se expresa en él un poder virtualmente ilimitado de configurar 
regulaciones preceptivas, de modo que sea preciso compensar ese poder con una exigencia general de 
una causa objetiva, sino que se limita a actualizar previsiones legales específicas y típicas, las cuales 
portan en sí su propia causa, cuya efectividad y realidad, por ello, es lo único que resulta exigible.  
 
No es este concepto de causa diferente en esencia del que se predica de los negocios privados, 
función objetiva económico-social que el acto cumple y a cuyo cumplimiento efectivo el Ordenamiento 
condiciona la validez del acto; lo único singular es que esa función económico-social está ya 
considerada por el tipo legal a que el acto administrativo tiene que ajustarse y por ello en su temática lo 
único que debe inquirirse es si, en efecto, esa función resulta cumplida por el acto concreto (no otra cosa 
ocurre tampoco en los negocios privados típicos o nominados); de ese modo los complejos problemas de 
la causa en el negocio privado, especialmente en los de atribución patrimonial, cuando tales negocios 
están autónomamente configurados, carecen de aplicación al Derecho Administrativo. 
 
                                                          
22
 En idéntico sentido expresa el artículo 121 número 2 del Estatuto del Régimen Jurídico y 
Administrativo de la Función Ejecutiva 
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No parece difícil comprender el concepto de causa que se ha expuesto. El fin de la potestad de 
policía es la defensa del orden público; la causa de un acto policial concreto será su funcionalidad 
específica para el servicio de ese fin en las circunstancias particulares de hecho de que se trate.  
 
La utilidad pública y el interés social se define por la Ley como causas de la expropiación forzosa, 
pero ello ha de entenderse como requisito propio de cada expropiación singular; en el sentido abstracto 
de elemento de la potestad expropiatoria, esos conceptos expresan un fin general, como se demuestra por 
la circunstancias de que las Leyes que califican tales utilidad pública o interés social son normalmente 
leyes generales y no referentes a una operación específica.  
 
La presencia de la causa en una expropiación ha de referirse al destino (físico o jurídico) que a la 
cosa expropiada en particular se dé en servicio de esos fines de utilidad pública o interés social 
calificados abstractamente por la Ley, como viene a decir correctamente el artículo 3 LEF (<<utilidad 
pública o interés social del fin a que haya de afectarse el objeto expropiado>>); es esa efectividad del 
cumplimiento por el acto expropiatorio singular del fin legal abstracto lo que enuncia exactamente la 
causa expropiandi y lo que regula su eventual juego ulterior. 
 
d) Y una última precisión es la de los motivos. En la dogmática civil la distinción entre 
causa y motivos suele hacerse para desvalorizar éstos (causa impulsiva frente a la causa finalis, en la 
terminología escolástica) y subraya la única relevancia de aquélla, sin perjuicio de que la consideración 
de la <<causa concreta>> obligue a investigar <<los motivos incorporados a la causa>> (expresión de 
la jurisprudencia civil), excluyéndose sólo los que no afectan a la consideración jurídica del negocio (DE 
CASTRO). Muy distinto es el tema en el Derecho Administrativo. La Administración no tiene otra 
actuación ni otra vida psicológica que la estrictamente legal, de modo que no puede haber para ella 
motivos impulsivos de su acción marginales al Derecho. Por otra parte, la Ley la impone en un número 
importante de supuestos la obligación de <<motivar>> sus actos (incluidos <<los que se dicten en el 
ejercicio de potestades discrecionales: art. 54 LPC), esto es, de hacer públicos mediante una declaración  
formal, los motivos de hecho y de derecho en función de los cuales ha determinado sus actos (<<serán 
motivados con sucinta referencia de hechos y fundamentos de Derecho>>, dice dicho art. 54LPC). En 
este sentido, puede decirse que en el acto administrativo los motivos están siempre, y necesariamente, 
incorporados a la causa. 
 
Es  justamente a través de los motivos que mueven a la Administración a dictar sus actos donde se 
viene a concretar todo el esquema conceptual que hemos expuesto; en ello ha de aparecer, por una parte, 
la realidad del presupuesto normativo de hecho a que el acto se aplica, y, por otra parte, el servicio al 
interés público específico que constituye el fin propio de la potestad administrativa que se ejercita, 
servicio cuya efectividad viene a constituir la causa propia del acto, como ya sabemos. La exigencia de 
motivación de un acto administrativo y aún más, la investigación de la misma por el juez, viene a 
concentrar así, en un solo instrumento final, todas las exigencias de los requisitos objetivos que hemos 
estudiado en este apartado. Así lo expresa con toda corrección la Sentencia del Tribunal Constitucional 
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de 17 de julio de 1981: <<cuando se coarta—dice--, como en este caso, el libre ejercicio de los derechos 
reconocidos por la Constitución, el acto es tan grave que necesita encontrar una especial causalización y 
el hecho o conjunto de hechos que lo justifiquen deben explicitarse con el fin de que los destinatarios 
conozcan las razones por las cuales su derecho se sacrificó y los intereses a los que se sacrificó. De este 
modo, la motivación es no sólo una elemental cortesía, sino un riguroso requisito del acto de sacrificio 
de derechos>>. En este instrumento concentrado, que son los motivos del acto, como último punto de la 
aplicación del Derecho, se interpenetran las cuestiones de hecho con las de Derecho sin perjuicio de su 
posible disección abstracta. El control de los motivos del acto administrativo se erige así en uno de los 
puntos centrales del control de la legalidad de la Administración. TEZNER decía por ello que la 
motivación del acto administrativo (y lo mismo puede decirse de todo control de sus motivos) es <<un 
medio técnico de hacer efectiva la intención de la Ley>>. 
 
Puede y debe controlarse aquí, por la Administración primero, en su fase aplicativa y de eventual 
autotutela, y por el juez contencioso, después, en su fase fiscalizadora, si los motivos que la 
Administración invoca existen o no (si no existiesen, el acto cae por sí mismo <<por falta de causa>>); 
si la realidad del supuesto de hecho de que la Administración parte se ha producido o no, en su caso 
previa la correspondiente calificación del concepto jurídico indeterminado que enuncia tal supuesto (por 
ejemplo, la <<ausencia de alteración de la paz pública o la convivencia social>>, base de la sanción.); 
si el acto es <<adecuado>>(art. 53.2 LPC) para el servicio efectivo del fin público específico que la 
norma atributiva de la potestad que se ejercita ha considerado, adecuación que supone un juicio de 
efectividad, de congruencia (art. 6 RSCL), de coherencia, de proporcionalidad, en fin de desviación de 
poder en su caso (art. 83.3 LJ). 
 
La jurisprudencia y la doctrina italianas han desarrollado de manera especialmente aguda estos 
vicios del acto administrativo en conexión con su causa a través de la institución del ecceso di podere 
(concepto distinto del excès de pouvoir  francés no obstante la coincidencia de términos; en Francia, la 
expresión alude a todo el recurso contencioso de anulación y, por tanto, a todos los vicios legales del 
acto verificables en tal recurso). 
 
Esa singular institución italiana incluye: desviación del interés público, desviación de la causa 
típica (la jurisprudencia italiana no admite la sustitución de motivos realizada por el juez en el proceso; 
la jurisprudencia francesa sólo en algunos supuestos), ilogicidad manifiesta, contradicción con actos  
precedentes, violación de circulares, falta de motivación, disparidad o desigualdad de tratamiento, 
tergiversación de los hechos, violencia moral y dolo. S. MARTIN-RETORTILLO ha propugnado entre 
nosotros la recepción de esas técnicas, que son expresión de formas características, aunque no únicas, de 
un manejo irregular de la causa. 
 
Al margen de las mismas cabe también la explicación del principio cessante causa cessat effectus, 
del que nuestro Derecho conoce una aplicación paradigmática en el instituto de la reversión 
expropiatoria por desaparición sobrevenida de la causa expropriandi. Otros casos pueden ser: la 
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revocación de licencias del artículo 16 RSCL, la obligación de devolución de la tasa fiscal cuando la 
causa impositionis desaparece.”.  
 
El tratadista Diez, Manuel María (1976:251-255) refiriéndose al tema manifiesta “Para 
algunos autores la teoría de la causa no es admisible en el derecho administrativo. Sostienen que ello es 
así en mérito a que el acto administrativo es típico en cada uno de sus elementos, lo que quiere decir que 
el contenido de la voluntad está en conexión necesaria con los motivos y los presupuestos; es decir, que 
la voluntad no puede aislarse de los motivos presupuestos, sino que en ellos encuentra su condición. 
Entendemos que la voluntad de la administración no puede aislarse de los presupuestos del acto, es 
decir, de las circunstancias de hecho y de derecho que ha debido tener en cuenta para dictarlo. Pero allí 
no puede deducirse que esas circunstancias de hecho y derecho no existan con independencia de la 
voluntad de la administración. 
 
Otros autores entienden que la causa no es un elemento esencial ni autónomo del acto, sino un 
requisito de la voluntad o un modo particular de expresión del mismo. No puede aceptarse esta doctrina 
porque, de hacerlo, se confundiría la causa con la voluntad y, como veremos oportunamente, la voluntad 
no es un elemento del acto administrativo. Además, siguiendo con esta opinión, llegaríamos a la 
conclusión de que la competencia no es un elemento autónomo del acto administrativo, porque también 
es un requisito de la declaración de la voluntad. Si el acto lo dicta un sujeto incompetente, resultará 
viciado. Para otros autores la causa es el fin que persigue el órgano administrativo al dictar el acto, fin 
que consiste en la satisfacción del interés general que el legislador ha previsto y tutela. La causa 
respondería, entonces, a la pregunta, ¿para qué se dicta el acto? El acto se dicta para satisfacción del 
interés general que se haya establecido por la ley y que ésta proteja. Tampoco puede aceptarse la teoría 
que considera que la causa es el fin del interés público, por cuanto éste es el condicionamiento de la 
actividad de la administración y puede, en consecuencia, considerarse un elemento autónomo y tratarse 
como fin del acto. Rechazada la doctrina anti-causalista queda formulada una doble pregunta: ¿Es 
realmente la causa un elemento del acto administrativo? Y si se la considera como tal, ¿qué debe 
entenderse por causa? La respuesta al primer interrogante es fácil dentro de nuestro derecho positivo 
(art. 7 inc. b) decreto-ley 19.549/72). Aceptada la causa como elemento del acto administrativo, ¿es 
posible trasladar a este derecho la construcción hecha en el campo del derecho privado? En nuestra 
opinión no es posible trasladar al campo del derecho público el concepto de causa que se ha elaborado 
en el campo del derecho privado. 
 
 Ello en primer lugar porque la teoría de la causa en el derecho civil se ha construido en base a 
negocios  jurídicos bilaterales que son los contratos mientras que en el campo del derecho administrativo 
el acto administrativo es unilateral, como ya dijimos. Se señala también como diferencia que mientras en 
el campo del derecho privado la actividad de los particulares es libre dentro del terreno del lícito, en el 
campo del derecho administrativo la actividad de la administración está dirigida por la noción de interés 
público, que es el fin que debe perseguir todo órgano administrativo al dictar los actos. Todos los 
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órganos administrativos tienen determinada competencia, pero tienen el deber de ejercerla para la 
satisfacción del interés público. Si se considera la causa como fuente en el derecho administrativo habría 
que decir que las obligaciones de particulares tienen su origen en el acto administrativo o en las normas 
legales y reglamentarias. Los conceptos de causa-fuente, causa-fin, que se sostienen en el campo del  
derecho civil se refieren a la causa de las obligaciones. Resultan inaplicables en el campo del derecho 
administrativo, tanto las concepciones subjetivistas acerca de la causa que establecen, siguiendo a 
Domat, que la causa de la obligación de cada una de las partes es la obligación de la otra, como las tesis 
objetivas en el derecho privado que ponen el acento en los resultados del acto considerados en sí 
mismos. 
Aceptada la existencia de la causa como elemento autónomo del acto administrativo nos quedan 
por considerar otros problemas. Primero el de saber si la causa es lo mismo que el motivo del acto. El 
segundo es saber cuál es la noción conceptual de causa como elemento autónomo del derecho 
administrativo. Y en tercer lugar estudiar el derecho positivo vigente. 
 
Entendemos que el motivo es la razón particular que ha tenido el órgano administrativo para 
dictar el acto y que no puede, en consecuencia, confundirse con la causa. Por ejemplo, si la 
administración decide, en determinadas circunstancias, que conviene que el servicio público lo exploten 
los particulares por medio de una concesión de servicio público, ya que ella no se encuentra en 
condiciones técnicas o financieras para realizarlo. El motivo serían esas circunstancias especiales que 
tiene la administración para no explotar el servicio en forma directa, lo que, desde ya, no configura la 
causa del acto. Por ello entendemos que no corresponde hablar de causa o motivo, ya que se trata de dos 
palabras con significado diferente. Aceptada entonces la causa como elemento del acto administrativo 
para determinar su concepto, se han sostenido dos doctrinas: la objetiva y la subjetiva. La teoría objetiva 
fue desarrollada por Hauriou al comentar la jurisprudencia del Consejo de Estado francés. Consideraba 
la causa como antecedente o circunstancia de hecho o de derecho que lleva en cada caso a dictar el acto. 
Esos antecedentes o circunstancias de hecho deben existir al tiempo de emitirse el acto. 
 
La teoría subjetiva sostiene  que causa es la apreciación subjetiva del interés público hecha por la 
administración. Evidentemente, esta teoría subjetiva no puede aceptarse, ya que la valoración que haga 
el funcionario del interés público se vincula con el fin del acto y responde a la pregunta ¿para qué se 
dictó el acto? Para satisfacer el interés público, tarea esencial de la administración. La idea de causa se 
refiere al porqué se dictó el acto, es decir a los antecedentes de hecho y de derecho que ha de tener en 
cuenta la administración para dictarlo. Es, en consecuencia, por estas razones que aceptamos la teoría 
objetiva desechando la subjetiva. Nos lleva a esta solución, además, el derecho positivo, ya que el 
decreto-ley 19.549/72 dice que el acto debe sustentarse en los hechos y antecedentes que le sirvieron de 
causa y en el derecho aplicable (art.7º inc. b). Por consiguiente, entonces, nuestro derecho positivo 
acepta la teoría objetiva que expusimos y en tal merito la causa son los hechos y antecedentes que toma 
en cuenta la administración para dictar el acto.”. 
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Resulta importante recurrir a lo que manifiesta el autor uruguayo Sayagués Laso (1974: 
445-448) sobre la materia: “Lo primero a tener en cuenta es que la noción de causa en los actos 
administrativos no pueden vincularse al problema de la causa en el derecho privado, ni resolverse con 
los criterios que se han propuesto para esta, porque las situaciones son fundamentalmente distintas. 
 
Con este punto de partida es obvio que si se afirma la existencia de causa como elemento esencial 
del acto administrativo, será una noción distinta a la de la causa en el derecho privado.  Esto induce a 
pensar si no es más conveniente sustituir dicha expresión por otra distinta, que evite todo equivoco en 
cuanto a la similitud del concepto con la noción del derecho privado.  Por esta razón, preferimos usar, 
dice Sayagués Laso, (1974:447), la palabra motivo, aunque sin descartar totalmente el concepto de 
causa en el sentido que le atribuye el derecho privado. 
 
Para llegar a conclusiones firmes es necesario analizar objetivamente como se desenvuelve la 
actividad administrativa. 
 
Al revés de lo que ocurre con los particulares, que se mueven bajo el principio de libertad y 
deciden como quieran mientras no vulneren una norma jurídica prohibitiva, los órganos de 
administración actúan para el cumplimiento de los fines que el derecho objetivo establece y de 
conformidad con las reglas de fondo y de forma.  Los órganos de administración están, pues, en una 
situación de deber, para cumplir la cual el derecho les asigna determinados poderes jurídicos. 
 
De ahí deriva que la administración no puede actuar caprichosamente, sino que debe hacerlo 
tomando en consideración las circunstancias de hecho y de derecho que correspondan.  En las 
actividades fundamentalmente regladas, sus actos están casi totalmente determinados de antemano; en 
cambio, en las actividades discrecionales la administración tiene un margen más o menos amplio para 
decidir, pero debiendo tomar en cuenta aquellas circunstancias, así como los fines propios del servicio a 
su cargo. 
 
Las circunstancias de hecho o de derecho que en cada caso llevan a dictar el acto administrativo, 
constituyen la causa de este o, con la terminología que preferimos a fin de evitar equívocos, el motivo. 
 
Un ejemplo contribuirá a precisar los conceptos y a distinguir la causa o motivo del fin: la 
administración impone una sanción disciplinaria a un funcionario por una falta en que ha incurrido; la 
causa o motivo de la sanción, es decir, la circunstancia que justifica el acto, es la falta cometida; el fin 
del acto es asegurar el orden en la administración, que resultaría comprometido si los funcionarios 
culpables de actos indebidos no fueran sancionados adecuadamente. 
 
La diferencia entre el motivo y el fin se aprecia todavía más claramente cuando uno u otro 
elemento adolecen de algún vicio. 
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Utilicemos el ejemplo mencionado. Si la falta imputada al funcionario no existiera o no la hubiera 
cometido él, el acto punitivo sería inválido por inexistencia (falsedad) del motivo que lo justificaba; pero 
el fin sería siempre lícito, pues el jerarca actuó con la intención de asegurar el correcto funcionamiento 
del servicio, aunque incurriendo en error. En cambio, podría ocurrir perfectamente que el motivo 
invocado fuera exacto pues el funcionario cometió la falta, pero que el fin perseguido por el jerarca sea 
ilegítimo: venganza personal o persecución política. Esto ha sucedido más de una vez, cuando el jerarca 
aprovecha la falta para satisfacer sus pasiones, sancionando rigurosamente al funcionario con la 
destitución, siendo que en casos iguales o análogos, simplemente amonestó o suspendió a los culpables.  
 
También puede ocurrir que sea falso el motivo invocado e ilegítimo el fin perseguido. Esta 
situación se daría –siempre en el ejemplo citado- si además de ser inexistente la falta imputada, mediase 
intención aviesa del jerarca. 
 
Asimismo puede darse el caso de que el fin perseguido con el acto se invoque como motivo del 
mismo. Ello ocurriría si el jerarca expresara como razón (motivo) de la sanción disciplinaria, la 
enemistad personal o la animosidad política. Casos como este se producen muy rara vez porque los 
jerarcas procuran esconder sus intenciones ilícitas. Pero es fácil que esto suceda cuando el fin ilegítimo 
no es personal, sino de carácter público. Esa situación se configuraría, por ejemplo, si la administración 
retirase la autorización dada con carácter precario para instalar un comercio (siempre que legalmente 
ello fuese posible), expresando como fundamento que en esa forma la indemnización a pagar por el 
comercio en la expropiación en trámite será más reducida. El retiro de la autorización sería lícito si 
existiese razón que lo justificase; no lo es si el motivo en que se funda es llegar por vía indirecta a una 
menor indemnización.”. 
 
Según Gabino Fraga (1981:270) el motivo del acto “es el antecedente que lo provoca, es la 
situación legal o de hecho prevista por la ley como presupuesto necesario de la actividad 
administrativa.” 
 
La Constitución de la República en el artículo. 76, número 7, letra l) se refiere a los 
antecedentes de hecho como las causas o motivos de una resolución; la Ley de Modernización, 
Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por Parte de la Iniciativa Privada en el 
artículo 31 los llama presupuestos de hecho; el Reglamento General de la Ley de Modernización 
del Estado, en el artículo 20 los denomina antecedentes o presupuestos de hecho; el ERJAFE en 
el artículo 122 por su parte, a la causa o motivo los denomina hechos particulares; y, solo el 
Reglamento para el control de la Discrecionalidad en el artículo 4 se refiere en forma específica 
a los motivos que deben constar en la motivación.  
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3.10.- FIN O FINALIDAD DEL ACTO  
 
Por su importancia y la relación que tiene con la “desviación de poder”, el estudio 
particular de este elemento del acto administrativo se hará al tratar el capítulo siguiente 
“DESVIACIÓN DE PODER”, al que me remito. 
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CAPÍTULO IV 
 
DESVIACIÓN DE PODER 
 
4.1.- FIN O FINALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
 
La desviación de poder está ligada con el fin o finalidad del acto administrativo, por ello 
he considerado tratar este elemento en el presente capítulo, con la investigación de tratadistas de 
varios países, en orden cronológico de aparición, con el objetivo de demostrar la evolución que 
ha tenido este elemento. 
 
El fin concurre al acto administrativo dice Urzúa Carlos (1971:81-83) como una de las 
exigencias de la legitimidad. Así, entonces, mantiene la misma característica de ésta, de la cual es sólo 
uno de sus elementos, e implicará la adecuación del destino del acto al derecho vigente. 
 
Consideramos de gran importancia este requisito, pues es el que permite determinar, de manera 
general y particular, la orientación de la actividad administrativa, al alumbrar el destino del acto, de tal 
manera que permite aplicar el querer íntimo de la ley, en último término. 
 
Se ha caracterizado el fin legítimo del acto administrativo como “el resultado que se busca o se 
persigue a través del efecto jurídico inmediato del acto” 
 
Como se aprecia de la definición transcrita, el acto lleva normalmente su efecto, sus 
consecuencias, de cierta manera previstas por la ley. El fin legítimo resulta, entonces, de la adecuación 
entre lo propuesto por el agente u órgano en la dictación del acto y el resultado de éste, previsto por la 
ley. 
 
Así, entonces, el fin legítimo es un requisito que concreta, en un sistema de derecho, la juricidad 
del acto en cuanto a lo que podemos llamar la intencionalidad del mismo. En efecto, el acto, 
objetivamente, tiene determinados efectos, los que se producen con su dictación; sin embargo, la ley 
quiere que lo que se tenga en vista a la dictación de éste sea lo que la ley propone y no otra cosa. 
 
Cualquiera que sea la finalidad propuesta para la dictación del acto, si no es lo querido por la 
ley, significará violación de este requisito, que, a su vez, significará la invalidación del acto, aunque éste 
esté aparentemente perfecto en su estructura. 
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En la actividad reglada aparece mucho más nítido el conocimiento del fin legítimo; sin embargo, 
no debe creerse por ello que éste no existe en la actividad discrecional (en realidad aquí su 
trascendencia es mayor). Es posible que en algunos casos no aparezca con nitidez en la ley la 
intencionalidad del acto, mas en ningún caso el fin puede ir más allá, ya de lo preceptuado en la 
Constitución, ya de las respectivas leyes orgánicas y, en general, deberá entenderse como servicio al 
bien común, meta suprema de la actividad administrativa. Así, entonces, el interés personal del agente 
siempre será vicio del acto, como finalidad reñida con los fundamentos de la actividad administrativa, 
como también lo serán los intereses particulares, servidos a través de la actividad administrativa. La 
legitimidad del fin es piedra básica en la edificación de un Estado de Derecho. 
 
Por otra parte, no debe olvidarse lo señalado respecto al acto administrativo y de la 
Administración como elemento conformador de la sociedad y medio de acción del pensamiento político o 
social imperante. Sin embargo, estas consideraciones, que escapan a lo puramente jurídico para 
cobijarse en lo que podría  ser el mérito del acto, en ningún caso pueden violentar el precepto jurídico 
del fin legítimo del acto administrativo, pues ello implicaría la súbita eliminación de una de las bases del 
Estado de Derecho, cual es la juricidad de los actos de la Administración. 
 
 “La ilegitimidad del acto administrativo, en cuanto al fin, se produce cuando la autoridad que lo 
ejecuta lo hace con un fin distinto al querido por la ley”23 
 
De lo anotado en el párrafo anterior es posible concluir que todo acto está orientado a producir 
un resultado determinado. No concebimos en derecho administrativo actos que carezcan de este 
elemento, actos destinados a carecer objetivamente de relevancia en el mundo jurídico administrativo. 
Actos que carezcan de la intencionalidad mínima que supone el ejecutarlo. 
 
Si lo que se tuvo en vista para dictar el acto era contrario a lo prevenido por la ley, estaremos en 
presencia de una ilegitimidad en cuanto al fin del acto. 
 
A este respecto anota el prof. Aylwin: “a veces la ley señala expresamente el fin del acto, pero lo 
corriente es que éste vaya implícito en la ley. Ejemplo: cuando una ley de atribuciones al Servicio 
Nacional de Salud para imponer sanciones o para autorizar o negar el funcionamiento de determinados 
establecimientos comerciales, lo hace para velar por la salud pública y la tranquilidad colectiva, en lo 
                                                          
23
 La Constitución de la República, de una manera general se refiere sobre el tema en el art. 226:“Las 
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las 
personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades 
que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución.”  
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que se refiere a la salud y, aunque no lo diga, ésa será la finalidad de todos los actos que la ley autoriza 
ejecutar a este Servicio”. 
 
“La ilicitud en cuanto al fin se produce, entonces, cuando no se ejecuta para cumplir con el fin 
querido por la ley, sino que se utiliza como un medio para satisfacer finalidades personales o ajenas al 
Servicio”. 
 
“Si el Director del Servicio Nacional de Salud ordenare la clausura de una farmacia, no teniendo 
en vista la salud pública, sino una venganza de orden político en contra del dueño  de ella, este acto sería 
ilegítimo en cuanto al fin, porque para su ejecución se tuvo en vista un fin distinto al querido por la ley”. 
 
Esta materia, que en el plano teórico es fácil concebir, sin embargo, en la práctica, con 
frecuencia, resulta difícil determinar el vicio que afecta al fin del acto, porque, como es obvio, éste no 
resalta en forma tan clara como en el ejemplo que hemos transcrito, utilizándose una serie de artimañas 
para ocultar la ilegitimidad.”. 
 
 Según Sayagués Laso Enrique, (1974: 448-449) “los órganos de administración se 
encuentran en una situación de deber, para cumplir la cual el derecho les asigna determinados poderes 
jurídicos. Por lo tanto, al ejercer dichos poderes han de guiarse por el fin propio del servicio a su cargo, 
prescindiendo de toda idea extraña que pueda desviarlos de su línea de conducta natural. De ahí que 
todo acto administrativo deba tener una finalidad propia del servicio y que ese requisito constituya un 
elemento esencial del acto. 
 
No puede darse una fórmula genérica acerca de lo que es el fin de la actividad administrativa, 
pues varía de un servicio a otro. La determinación debe hacerse en cada caso, de conformidad con las 
reglas establecidas por el legislador.” 
 
Para Diez Manuel María (1976:261-262) “el fin del acto administrativo consiste en la 
satisfacción del interés público. La administración actúa guiada por este fin de satisfacción del interés 
público. Si la ley ha previsto el fin que debía perseguir la administración al dictar el acto y el funcionario 
lo dictó con un fin distinto, habrá desviación de poder. 
 
El fin se considera un requisito esencial del acto administrativo. El acto habrá de cumplirse con 
la finalidad que resulte de las normas que otorguen las facultades pertinentes del órgano emisor, sin 
poder perseguir encubiertamente otros fines públicos o privados, distintos de los que justifican el acto, su 
causa y objeto. Las medidas que el acto involucre deben ser proporcionalmente  adecuadas a aquella 
finalidad. El fin, entonces, es entre nosotros reglado. Como que la administración debe perseguir el fin 
de satisfacer el interés general, las potestades no se le otorgan por el ordenamiento jurídico en beneficio 
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de la administración, sino en interés de la colectividad, es decir, con el objeto de perseguir un interés 
público. 
 
El fin es un elemento autónomo, exactamente lo mismo que la causa y el contenido. Su existencia 
es indispensable como condición de validez del acto administrativo. La idea del fin responde a la 
pregunta ¿para qué se dictó el acto administrativo?, así como la idea de causa responde a la pregunta 
¿por qué se dictó el acto? Si la actividad de la administración está reglada, la legalidad del acto 
implicará que la administración ha observado el fin indicado por la norma. Si la actividad fuera 
discrecional, también el fin sería reglado. Así lo establece, por otra parte, la ley. La discrecionalidad de 
la administración podrá hacerse efectiva únicamente en lo que se refiere al contenido del acto. La 
confrontación del fin que persigue el acto con el interés público que guía la actividad de la 
administración, debe juzgarse en el momento en que el acto cobre existencia para el derecho. La 
doctrina sostiene, entonces, que la desarmonía del acto como consecuencia de un cambio posterior del 
derecho objetivo o de las circunstancias de hecho que motivaron su dictado no lo convierte en acto 
ilegítimo sino en inoportuno e inconveniente. No aceptamos esta doctrina  porque la oportunidad se 
relaciona con el interés público mientras que la legitimidad lo hace con el derecho objetivo.  
 
La teoría que hemos señalado dice entonces que si la administración resolviera revocar el acto, 
no se trataría entonces de una revocación por razones de legitimidad, sino por razones de mérito o 
conveniencia, circunstancias que ha de tener en cuenta el administrado para solicitar una justa 
indemnización. 
 
La doctrina sostiene que en el ejercicio de la actividad discrecional de la administración es 
cuando se da la posibilidad de dictar actos encubiertos, ya sea que se emitan en interés de beneficiar a la 
administración pública, a un tercero o al propio agente que emitió el acto. 
 
Dijimos que en nuestro concepto, ya se trate de actividad discrecional, ya reglada de la 
administración, el fin siempre está reglado de acuerdo a nuestro derecho positivo y la discrecionalidad 
puede poder ejercerse solamente con respecto al contenido del acto. Creemos, pues, que la 
administración, en ejercicio de sus facultades discrecionales, no puede violar el fin del interés público 
que le ha señalado la norma.”. 
 
Por su parte el mexicano Acosta Romero Miguel, (1997: 827-828) manifiesta: “Fin es la 
meta que se pretende alcanzar con una actividad o con una conducta. La finalidad del acto 
administrativo ha sido considerada en forma unánime por los autores en el sentido de que debe perseguir 
el interés general o el bien común, de acuerdo con las finalidades que a su vez tenga el Estado. Es 
conveniente precisar que la finalidad no coincide con lo que hemos estimado como objeto mediato del 
acto, pues este último es el cumplimiento de una potestad que, en sí, es distinta a la finalidad perseguida 
con ello. 
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La persecución, por parte del titular del órgano administrativo, de finalidades distintas o 
personales, ha dado lugar a la elaboración de una teoría que llama a esa falta de coincidencia en la 
finalidad del acto  “desviación de poder”, siendo causa de anulación del acto cuando se plantea ante los 
tribunales administrativos.”. 
 
Según Penagos Gustavo (1980:144): “Los órganos de la administración deben ejercer el 
poder con la finalidad del buen servicio público, de aquí la razón por la cual éste requisito constituya 
elemento esencial del acto. Obrar en sentido contrario implica una desviación de poder. 
 
 Consideramos que no puede darse una fórmula genérica acerca de lo que es el fin de la actividad 
administrativa, pues varía de un servicio a otro. La determinación debe hacerse en cada caso de 
conformidad con las reglas establecidas por el legislador.
24
 
 
Dentro de los elementos del acto administrativo se encuentra el fin o finalidad del mismo. Han 
dicho los tratadistas que en relación con la finalidad del mismo, existen las siguientes reglas: 
 
a) El agente administrativo no puede perseguir sino un fin de interés general. b) El agente público 
no debe perseguir una finalidad en oposición a la ley. c) No basta que el fin perseguido sea lícito y de 
interés general, sino que es necesario además, que entre en la competencia del agente que realiza el acto, 
y d) Pero aun siendo lícito el fin de interés público y dentro de la competencia del agente, no puede 
perseguirse sino por medio de los actos que la ley ha establecido al efecto. 
 
Cuando el agente persigue un fin distinto al que la ley señala incurre en la llamada desviación de 
poder, que se encuentra sancionada en nuestro derecho administrativo con la nulidad del acto. 
 
El acto administrativo puede haber sido dictado por el órgano competente, cumpliendo reglas de 
fondo y de forma, siendo por lo tanto correcto en apariencia; pero si la administración perseguía un fin 
que no era el debido, el acto es inválido por desviación de poder.”. 
 
Gabino Fraga (1981:270-271) relaciona la finalidad del acto con la  teoría de los motivos 
determinantes (como llama Jéze a los fines del acto) y, dice, “el complemento de la teoría de la 
competencia de los agentes públicos. Es hasta imposible separar las dos teorías. Para saber si la 
                                                          
24
 La finalidad de la administración pública prevista en la Constitución prescribe: Art. 227.- La 
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, 
eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 
planificación, transparencia y evaluación.  
 
Este servicio a la colectividad como bien manifiesta la norma constitucional trata de cumplir los 
principios señalados en ella, pero se trata simplemente de un medio de atención al público (el buen 
servicio), independientemente de si el interés sea público o privado. 
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competencia existe en tal caso, es necesario investigar cuál acto ha sido realizado; el motivo 
determinante permitirá decirlo; si el motivo determinante no es lícito, permitirá también afirmar que a 
pesar de las apariencias, no existía la competencia para alcanzar el fin perseguido por el agente público. 
Así es cómo, conocido el motivo determinante, es posible atacar por incompetencia, por exceso de poder, 
un acto jurídico que presenta todas las apariencias de la legalidad”. 
 
Para Dromi Roberto (2004:369): “Los agentes públicos deben actuar cumpliendo el fin de la 
norma que otorga las atribuciones pertinentes, sin poder perseguir con la emisión del acto otros fines, 
públicos o privados. El acto debe tener en miras la finalidad prevista por el ordenamiento normativo. 
 
“EL fin del acto administrativo debe enraizarse e integrarse con el fin último que la ley se 
propuso al otorgar la potestad en cuyo ejercicio aquél se dictó, y en tal sentido debe precisarse que el fin 
del acto es un presupuesto de legalidad. Es por ello que la desviación de poder se configura siempre que 
el órgano administrativo persiga con el acto que dicta, un fin distinto al señalado por el legislador”  
 
Considérase viciado un acto con desviación de poder, cuando el administrador, sin estar 
jurídicamente autorizado, usa del poder de la ley con una finalidad distinta de la prevista por ella y 
persigue una finalidad personal o beneficiar a un tercero o beneficiar a la propia Administración:”  
 
Finalmente Cassagne Juan Carlos, (2006:209) manifiesta: “El elemento finalidad configura 
otro requisito esencial del acto administrativo que se relaciona con el aspecto funcional del acto 
representado en el fin concreto de interés público o bien común que por él se persigue. 
 
Ya sea que, por reproducir lo que acontece  en el Derecho Privado, se designe a este requisito 
bajo el nombre de causa, o bien, se lo  ubique dentro de la propia voluntad, lo cierto es que 
prácticamente toda la doctrina, reduciendo las discrepancias terminológicas, reconoce su existencia 
como una condición de validez del pertinente acto administrativo. 
 
La ley Nacional de Procedimientos Administrativos en su art. 7º, inc. f), prescribe que la finalidad 
constituye un requisito esencial del acto, siguiendo la opinión de quienes postulan su admisión como un 
elemento autónomo y diferente de la causa. 
 
Tal criterio es correcto en virtud de que permite deslindar palmariamente dos aspectos esenciales 
que hacen a la validez del acto: por una parte, los antecedentes de hecho y de derecho que preceden y 
justifican el dictado del acto (causa), y por la otra, los fines que se persiguen al emitirlo. 
 
La finalidad que se procura al dictar cualquier acto administrativo debe hallarse en el marco de 
la función administrativa y el ordenamiento jurídico apareciendo exigida como un requisito de legalidad 
del acto, tanto en la actividad reglada como en la discrecional. La confrontación del fin que persigue el 
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acto con el interés público, conforme al ordenamiento jurídico, debe juzgarse en el momento en que el 
acto cobra vigencia para el derecho. Por ello se ha sostenido que la desarmonía del acto como 
consecuencia de un cambio posterior del derecho objetivo o de las circunstancias de hecho que 
motivaron su dictado no convierte al acto en ilegítimo sino en inoportuno o inconveniente. En tales 
casos, si la Administración decide extinguir el acto en cuestión por razones de interés público no se trata 
de una revocación por razones de ilegalidad sino por razones de mérito o conveniencia, lo cual engendra 
siempre el derecho del particular o administrado a una justa indemnización. 
 
Es por ello que resulta errada la postura de quienes, al referirse a la carencia de interés público 
suficiente en el acto, mencionan la existencia de vicios de mérito ya que los vicios o defectos del acto sólo 
se relacionan con los requisitos de validez, es decir de legitimidad, y no con los referentes a la 
posibilidad de extinguir el acto por razones de interés público que sobrevengan a su emisión. 
 
En consecuencia, el acto no puede perseguir otra finalidad directa o encubierta que el interés 
público que prescriba la norma en ejercicio de una actividad reglada o del que surja de la confrontación 
con la función administrativa que el órgano cumple, si la pertinente actividad fuere discrecional. 
 
Es precisamente en el ejercicio de la actividad discrecional donde se demuestra la importancia 
que corresponde asignar al elemento finalidad como requisito esencial y autónomo de validez del acto 
administrativo, ya que cuando la actividad fuera reglada, bastará con confrontar la finalidad del acto 
con el derecho objetivo para determinar o no su adecuación al interés público. 
 
En cambio, en la actuación discrecional de la Administración se da en grado mayor la 
oportunidad de dictar actos con fines encubiertos, ya sea que se emitan en interés de beneficiar a la 
Administración pública, a un tercero o al propio agente emisor del acto. Así, nuestra legislación 
sanciona el acto que sea emitido por razones encubiertas o para eludir la aplicación de una ley. 
 
El concepto de fin violatorio del ordenamiento jurídico comprende no solamente el fin encubierto, 
sino también el fin que, directa o indirectamente, no corresponda al interés público concreto exigido 
para el caso en cuestión, cualquiera sea la índole de la actividad (reglada o discrecional), teniendo 
presente que “las medidas que el acto involucre deben ser adecuadas a aquella finalidad”.”. 
 
A manera de epílogo, todos los tratadistas llegan a concluir que el fin es un elemento 
esencial del acto administrativo y que este fin debe estar en última instancia relacionado con el 
interés público (interés general, interés colectivo) o bien común
25
 según Cassagne Juan Carlos o 
Acosta Romero Miguel. 
 
                                                          
25
 Según Kant Emmanuel cada persona tiene su propio bienestar en el corazón.  
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Ni en la Constitución de la República ni en ninguna ley se define el significado de interés 
público
26
.  
Diez Manuel María (1979:351-352) refiriéndose al interés público manifiesta: “El interés 
general no es interés de la administración. Se dice que el interés general es la suma de la mayoría de los 
intereses individuales coincidentes. Sólo hay interés general cuando de entre una mayoría de individuos 
cada uno puede escindir del mismo su interés individual. No hay interés general sino en el supuesto en 
que cada individuo pueda encontrar e identificar en él su proporción concreta de interés individual, 
interés que debe ser personal y directo.”. 
 
Gordillo citado por Diez Manuel María (1979:352-353) “sostiene  que el interés público 
debía concebirse tan solo como una conveniencia material y económica, pero es que con el interés 
público se trata de asegurar no solamente los valores seguridad y conveniencia sino también y 
primordialmente el valor  justicia. Por ello el interés público conveniencia es contrario al interés público 
justicia y por lo tanto un falso interés público” 
 
Juan Carlos Cassagne (2006:295-296) manifiesta que “la interpretación acerca de la 
finalidad de interés público que persigue el acto debe juzgarse con sentido dinámico y adecuarse a los 
fines sociales y económicos que presiden constantemente los grandes cambios en el Estado 
contemporáneo. 
 
Ello no implica una crisis en cuanto a la “desviación de poder”, sino una adaptación de la teoría  
al plano de la realidad que modifica el contenido del concepto, lo cual no es de extrañar, ya que las 
teorías e instituciones jurídicas se adaptan continuamente a la realidad.  
 
En tal sentido, el fin debe enmarcarse en el ordenamiento jurídico dentro de una interpretación 
dinámica, realista y justa, llevada a cabo en el campo de la aplicación de la norma, la cual suele 
anteponerse en el tiempo al dictado de la legislación positiva, que recoge con mayor permanencia los 
distintos elementos del mundo jurídico real.” 
 
Personalmente considero que el interés público (interés general, interés colectivo o bien 
común) está encuadrado en el cumplimiento de los fines del Estado, llamados deberes por 
nuestra Constitución y previstos en los artículos 3 y 277, como deberes primordiales y 
generales, respectivamente. 
 
                                                          
26
 Como referencia, en el Reglamento General a la Ley Orgánica de Comunicación publicada en el 
Suplemento del Registro Oficial  Nº 170 en el artículo 8 cuando habla de la información de relevancia o 
interés público manifiesta: “Es información de relevancia pública la que puede afectar positiva o 
negativamente los derechos de los ciudadanos, el orden constituido o las relaciones internacionales, que 
se difunde a través de los medios de comunicación social.” 
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Considero además que el fin del acto administrativo debe trascender más allá del interés 
público, pues debe relacionarse con proteger la dignidad humana
27
 de las personas, alcanzar la 
satisfacción de las necesidades básicas de los individuos o lograr el buen vivir de los ciudadanos 
como resalta el nuevo modelo de Estado Constitucional de Derechos en el Ecuador. 
 
Con razón, Sayagués Laso (1974:449) sostiene que “La afirmación del fin como elemento 
esencial del acto administrativo ha sido una de las conquistas más grandes del derecho público moderno, 
pues contribuyó eficazmente a eliminar el concepto autoritario de gobierno.”. 
 
4.2.- DEFINICIONES DE LA DESVIACIÓN DE PODER 
 
Según De Laubadère André (1984:80) existen diversas modalidades de ilegalidad. Una de 
ellas la Ilegalidad relativa al fin perseguido: “Esta afecta el acto administrativo cuando el agente 
competente toma una decisión correcta en sí, pero con un fin diferente a aquel para el cual se había 
previsto la competencia. Esta forma de ilegalidad ha recibido el expresivo nombre de desviación de 
poder.” 
 
Específicamente, dice De Laubadère André (1984:103-105): “hay desviación de poder 
cuando se ha tomado una decisión con vistas a un fin distinto de aquel para el que le ha sido conferido; 
la competencia se ha “desviado” de su fin legítimo y el acto es ilegal por razón de su fin. 
 
Jurídica y prácticamente este medio de anulación es muy importante: 
 
Jurídicamente su existencia muestra hasta dónde ha avanzado en el Estado moderno el concepto 
de legalidad, puesto que este penetra hasta los móviles sicológicos. 
 
Prácticamente allí hay un medio de anulación eficazmente utilizado por el juez, tanto más cuanto 
su alcance es absolutamente general. 
 
Siempre puede haber campo de aplicación para la teoría de la desviación de poder; no hay acto 
administrativo  que no sea susceptible de ser atacado por esta causa de ilegalidad; es lo que a veces se 
expresa diciendo que no hay nunca poder discrecional cuando se trata del fin buscado. En efecto: 
 
                                                          
27
La dignidad del hombre consiste precisamente en su capacidad para hacer ley universal, aunque sólo 
con la condición de estar él mismo sujeto a la ley que hace. (Emmanuel Kant, Fundamento de la 
metafísica de la moral, 1785). En otras palabras, dice Chistopher Want, (2007:109) el sujeto está 
dominado por el pensamiento de la libertad, o al menos ligado a él. Pero también es libre para pensar su 
pensamiento de la libertad: debe ser absolutamente libre de pensar en la libertad absoluta. En un 
sentido, el sujeto da origen a la idea de libertad, porque la idea es libre y no le pertenece a nadie. 
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1º) Cualquier competencia de un agente público solamente se concede con miras a un fin 
determinado, que puede ser  más o menos preciso; la búsqueda de cualquier otro fin viciará al acto de 
ilegalidad. 
 
El fin particular de la competencia puede resultar del texto de la ley cuando esta lo ha indicado 
expresamente o de las intenciones del legislador incluso no expresas y que el juez siempre puede 
investigar, o de la naturaleza misma de la competencia, la cual puede implicar lógicamente determinado 
fin: por ejemplo, el poder de represión disciplinaria por su propia naturaleza solo puede servir para 
sancionar una falta del funcionario: el poder de policía solo se puede emplear para asegurar el orden 
público y no, por ejemplo, para satisfacer los intereses financieros de la administración.  
 
2º) Pero, además del fin especial que pueda tener una competencia, hay siempre un límite más 
general que se impone a la administración: el acto administrativo no puede apuntar sino a un fin de 
carácter público y nunca puede realizarse con miras al interés privado; el interés general es la regla de 
conducta obligatoria para todo agente del Estado. La decisión inspirada en un móvil de interés privado 
(venganza, preocupación de favoritismo o de medida vejatoria) constituye el tipo clásico de desviación de 
poder.” 
 
Al referirse al Control sobre la finalidad de la policía este autor De Laubadère André 
(1984:201-202) manifiesta: “En nuestro concepto se trata de un elemento muy importante, puesto que 
la policía se define por su finalidad. El concepto de desviación de poder juega un papel muy destacado y 
le permite al juez anular cualquier medida de policía  que busque  una finalidad distinta del orden, la 
seguridad o la salubridad. Como ejemplos corrientes de desviación de poder se pueden citar: las 
medidas de policía municipal tomadas con el ánimo de vejar alguna persona o con el fin de reducir las 
finanzas del municipio; o utilización del procedimiento de la resolución de policía para obligar a un 
concesionario de servicio público a que cumpla sus deberes. 
 
Durante mucho tiempo se pensó que la persecución de un fin de moralidad no podía justificar una 
medida de policía sino cuando el desorden moral pudiera ocasionar un desorden material; pero 
actualmente la jurisprudencia acepta que los alcaldes pueden prohibir la proyección de películas 
inmorales.
28”. 
 
Según Penagos Gustavo (1980:144-145) “el concepto de desviación de poder fue elaborado 
en Francia por el Consejo de Estado, a través de una lenta evolución, constituyendo una de sus 
creaciones más inteligentes y trascendentales porque permite penetrar en el fondo mismo de la intención 
de la administración, oculto bajo una apariencia de legalidad, y poner en evidencia el fin ilícito. 
                                                          
28
 Otro ejemplo que pone este autor se refiere a que la administración puede tratar de disfrazar una 
medida disciplinaria haciéndola pasar como administrativa, que es más fácil de dictar; allí puede haber 
la aplicación típica de desvío de poder, que el Consejo de Estado no deja de sancionar. 
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Para aclarar el concepto, nada más ilustrativo que mencionar dos casos típicos resueltos por el 
Consejo de Estado cuando dio los primeros pasos en esta materia. 
 
En el asunto Lesbats se anuló la decisión del prefecto que prohibía al reclamante entrar y 
estacionar su ómnibus en el patio interior de la estación de ferrocarril de Fontaineblau, -prohibición 
dictada con el propósito de asegurar el cumplimiento de un contrato celebrado entre la empresa del 
ferrocarril y otro propietario de ómnibus, por el cual éste debía ser el único que transportara los 
pasajeros que descendieran en la estación – fundándose el Consejo de Estado en que el prefecto no pudo 
ejercer sus poderes de policía con un fin ajeno al mantenimiento del orden y la organización del tránsito. 
Posteriormente, como el prefecto cumpliera el fallo a medias, dictando una nueva reglamentación 
restrictiva, se anuló también esta. 
 
En dos recursos promovidos por los señores Pariset y Laumonnier Carriol, el Consejo de Estado 
anuló sendas resoluciones del prefecto de París clausurando por razones de salubridad las fábricas de 
cerillas de los reclamantes, porque si bien tenía facultades para ello, no había resuelto a requerimiento 
del Ministro de Finanzas, a fin de no tener que expropiar los establecimientos de conformidad con la ley 
de 2 de agosto de 1872, que había implantado el monopolio de las cerillas. 
 
En el acto que adolece de desviación de poder falta el fin propio del servicio que, como hemos 
dicho, constituye uno de sus elementos esenciales. 
 
Generalmente el vicio está oculto ante una apariencia de legalidad, porque la administración 
procura que no trasluzca su verdadera intención. No obstante se logra ponerlo en evidencia, porque casi 
siempre quedan rastros en la documentación administrativa. 
 
La desviación de poder, se puede resumir en el sentido de ser el acto dictado por una autoridad 
que actúa dentro de los límites de jurisdicción, competencia y con las ritualidades de forma, pero, no con 
la finalidad para la cual se la ha instituido, sino en forma diferente. Este concepto hunde sus raíces en la 
jurisprudencia reiterada del Consejo de Estado, en la enseñanza de maestros tan autorizados como 
Hauriou, Fiorini, Bielst, Zanobini, Sayagués Laso y J. Riveró.”. 
 
Más adelante, este mismo autor (2007:206) manifiesta que “El Consejo de Estado de 
Francia, emplea corrientemente, la siguiente definición: 
 
“Si, según los  términos legales… la administración posee el poder de… dicho poder no puede 
ejercerse sino en consideraciones del interés general. El agente público al decidir… ha hecho uso de sus 
poderes con un fin distinto de aquel para el cual le habían sido conferidos y su decisión debe anularse”. 
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Observa el profesor JULIO A. PRAT, que se ha criticado la fórmula anterior; como inelegante e 
incorrecta. A pesar de las críticas, la definición  se repite habitualmente en las sentencias del Consejo de 
Estado de Francia.”. 
 
Para AUCOC, citado por Penagos Gustavo (2007:207) “existía desviación de poder 
“cuando un agente de la Administración, realizando un acto de su competencia, observando las formas 
prescritas por el legislador, usa su poder discrecional en un caso y por motivos distintos de aquellos en 
virtud de los cuales este poder le fue atribuido”.” 
 
LAFERRIÉRE también citado por Penagos Gustavo (2007:208)  “la define como “el vicio 
consistente en desviar un poder legal del fin para el cual fue instituido, haciéndolo servir finalidades 
para las cuales no está destinado”. En él veía un “abuso del mandato conferido al administrador que se 
caracteriza por la incorrección del fin, de las intenciones que han guiado al administrador”.”. 
 
El profesor AGUSTIN GORDILLO, en cita de Penagos Gustavo (2007:208-209) “analiza 
la desviación de poder en la siguiente forma. 
 
“La decisión será también ilegítima si el funcionario actúa con ‘desviación de poder’, sea: a)por 
actuar con un fin personal (venganza, favoritismo, etc.); b) con un fin administrativo, pero no el querido 
por la ley: si la ley lo autoriza a adoptar determinada medida (por ejemplo, el cobro de multas por 
ciertas infracciones), teniendo en vista una finalidad específica (en el caso, evitar la comisión de nuevas 
infracciones), será desviado, y con ello ilegítimo, el acto que la adopte con una finalidad distinta (por 
ejemplo, para tratar de recaudar los mayores fondos posibles para determinadas obras comunales).  
 
“La desviación del poder siempre fue considerada como límite a la discrecionalidad 
administrativa, de directa base constitucional y racional (pues si la ley da una atribución determinada a 
un funcionario, sólo cabe admitir que se la dio para que cumpla con la propia finalidad legal, y no con 
una finalidad distinta cualquiera sea su naturaleza). Al presente, ella se encuentra además consagrada 
en el artículo 7º, inciso f), del Decreto-Ley 19.549, que expresa que `Habrá de cumplirse con la finalidad 
que resulte de las normas que otorgan las facultades pertinentes del órgano emisor, sin poder perseguir 
encubiertamente otros fines, públicos o privados, distintos de los que justifiquen el acto, su causa y 
objeto´. Así la ley pertinente tendrá ciertas finalidades, que apreciadas de acuerdo con las circunstancias 
del caso y lo que en él se decide (el objeto del acto), sólo pueden dar lugar a determinadas finalidades 
admisibles en el funcionario: la prosecución encubierta-o peor aún, desembozada- de fines propios o 
públicos, distintos de los que resultan de la ley del caso y los antecedentes de hecho que corresponden al 
acto, constituye así una transgresión a los límites de la discrecionalidad y un vicio del acto 
administrativo. 
 
“La desviación de poder, a diferencia de la razonabilidad, presenta la dificultad probatoria de 
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que por tratarse de intenciones subjetivas del funcionario, es necesario encontrar pruebas indiciarias o 
elementos probatorios circunstanciales, para poder acreditar que la finalidad desviada realmente 
existió; pocas veces es el acto mismo el que permite demostrar, a través por ejemplo de su motivación, 
que adolece de este vicio: mas normalmente la prueba resultará de un conjunto de circunstancias ajenas 
al aspecto externo del acto, pero que están en la realidad y en los antecedentes del caso”.”. 
 
Para Diez Manuel María (1976:263) “La falta de adecuación entre los móviles que inspiraron 
la actividad administrativa y el fin, se considera vicio de nulidad por desviación de poder. 
 
Se dice que junto a la fiscalización externa del acto administrativo se venía a crear así la 
posibilidad de una fiscalización de lo más íntimo del acto: los móviles que presidieron la actuación de la 
administración. La jurisprudencia francesa proporciona una serie de ejemplos de desviación de poder, 
pudiéndose citar, entre ellos, la imposición de una sanción más grave por animosidad de la autoridad 
administrativa hacia el sancionado, o para satisfacer venganzas personales; prohibición de toque de 
campanas de las iglesias por razones de sectarismo político o religioso.”. 
 
Más adelante este mismo autor (1976:321-322) refiriéndose al vicio del fin expresa:  
 
“El órgano administrativo puede dictar el acto observando las disposiciones pertinentes, vale 
decir ser un acto dictado por el órgano competente, basado en causas reales y con la forma asignada por 
la ley, pero con un fin distinto al querido por el legislador. El legislador le concede al órgano 
administrativo facultades, atribuciones, competencias, para que realice sus actividades cumpliendo los 
fines que le ha señalado. La administración persigue siempre fines de interés general. En la época 
actual, del nuevo estado social de derecho que ha venido a sustituir al anterior estado liberal burgués, 
los fines tienen que ser precisamente aquellos que persigue este nuevo estado social. El acto que reúne 
todos los elementos, pero que se ha dictado con un fin distinto al previsto por el legislador, es un acto 
viciado y el vicio se llama de desviación de poder. Entendemos que no cabe hacer distinción entre actos 
que se dicten en ejercicio de facultades regladas y actos que se dicten en ejercicio de facultades 
discrecionales. En este último supuesto, solamente el objeto del acto será materia de discrecionalidad 
administrativa, pero el fin está señalado por el legislador, exactamente lo mismo que en el supuesto de 
que se tratara de actividad reglada. En consecuencia, para nosotros, no hay que hacer distinción entre 
acto dictado en ejercicio de facultades regladas y acto dictado en ejercicio de facultades discrecionales. 
En ambos supuestos puede ocurrir que el órgano administrativo haya violado los fines señalados por el 
legislador, y, en consecuencia, el acto tiene el vicio de desviación de poder. Es decir, por consiguiente, 
que habrá desviación de poder cuando un órgano administrativo realice un acto de su competencia, pero 
con miras a un fin distinto de aquel para el cual el acto debía ser legalmente cumplido, aun cuando se 
haya observado la forma y la causa sea real. 
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El desarrollo de la teoría de la desviación de poder lo ha hecho el Consejo de Estado francés, que 
ha tratado en esta forma de someter al principio de la legalidad la actuación administrativa. Tomados 
como motivo de anulación de los actos administrativos la incompetencia, el vicio en la forma, en la causa 
y en el objeto, se vino a exigir a la administración que utilizara sus facultades con el objeto de cumplir 
con el fin contemplado por la ley cuando se atribuye tales poderes. La deviación de poder envuelve una 
noción teleológica, esto es el fin perseguido por la autoridad administrativa. El concepto de desviación 
de poder permite un estudio acabado de los móviles que guiaron al agente administrativo para dictar el 
acto, que por tener todos los otros elementos tiene una máscara de legalidad. Se dice que para que 
ocurra la desviación de poder son necesarios cuatro elementos importantes: 
 
a) Autoridad administrativa. b) Competencia. c) Que haga uso de poder. d) Para un fin distinto 
del conferido por la ley. 
 
Por medio de control del fin del acto se venía a fiscalizar lo más íntimo del acto, los móviles que 
presidieron la actuación de los administradores. La finalidad debe ser verdadera y correspondiente al 
objeto o contenido del acto. El agente debe obrar siempre en ejercicio de su competencia y para 
satisfacer, como dijimos, la finalidad señalada por el legislador.”. 
 
Gabino Fraga (1981:300) refiriéndose a la Ilegalidad de los fines del acto “le da el nombre 
de “desviación de poder”, o abuso de autoridad, ya que en realidad el poder administrativo se desvía y 
abusa cuando persigue fines distintos de los que la ley señala. 
 
Respecto de esta ilegalidad debe tenerse presente que la finalidad que debe perseguirse por el 
agente administrativo es siempre la satisfacción del interés público, no cualquiera, sino el interés 
concreto que debe satisfacerse por medio de la competencia atribuida a cada funcionario. 
 
Como la finalidad real del acto puede disimularse tras de una finalidad legal aparente y como  
por lo general, la ley no obliga a que se exprese en el acto su finalidad, con mucha frecuencia, la 
desviación de la que legalmente debe de tener, queda fuera de la posibilidad de ser sancionada por 
medio de la nulidad. 
 
Sin embargo, en aquellos casos en que las circunstancias que concurran revelen cuál es el fin que 
con el  acto se persigue, si se descubre que es un fin no sancionado por la ley, el acto debe ser privado de 
sus efectos.  
 
El artículo 228, inciso d) del Código Fiscal señala como causa de nulidad el “desvío de poder 
tratándose de sanciones”.”. 
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Finalmente Juan Carlos Cassagne (2006:295) concluye: “El vicio que afecta la finalidad del 
acto administrativo ha recibido el nombre técnico de “desviación de poder”. Tal denominación, que 
procede de la doctrina y jurisprudencia francesa, ha tenido una recepción universal, incorporándose al 
derecho positivo de distintos países. 
 
El fin que el acto persigue configura un requisito que hace a la legalidad del acto y debe hallarse 
en el marco de la función administrativa y del ordenamiento jurídico. En principio, se aplica la regla de 
la especialidad que determina que los órganos o entes administrativos no pueden ir más allá de las 
normas que disponen sus atribuciones.”. 
 
En nuestro país la desviación de poder no ha tenido la importancia de otros países; sin 
embargo existe la base legal para combatir eta desviación, pues según lo dispuesto por el 
artículo 130 del Estatuto Jurídico Administrativo de la Función Administrativa (ERJAFE) “son 
anulables los actos de la administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento 
jurídico, incluso la desviación de poder.”.  
 
4.3.- CASOS O TIPOS DE DESVIACIÓN DE PODER 
 
 Según el tratadista Gordillo Agustín (2013:329) “El vicio de la desviación de poder, que 
causa la nulidad del acto, encuentra teóricamente aplicación en tres casos, en todos los cuales el 
funcionario actúa con una finalidad distinta de la perseguida por la ley que ejecuta.” 
 
4.3.1. El funcionario actúa con una finalidad personal. Trataríase de las hipótesis en 
que actuara con un fin de venganza, partidismo, lucro, etc. En estos casos, aunque el acto responda 
objetivamente a las condiciones expresamente exigida por la ley, está viciado al contravenir su finalidad. 
 
4.3.2. El funcionario actúa con la finalidad de beneficiar a un tercero o grupo de 
terceros. Ello ocurre cuando, también aquí, sin violar objetivamente la ley, usa del poder administrativo 
con la finalidad de beneficiar a terceros; por ejemplo, si un funcionario está autorizado para realizar 
contratación directa, prescindiendo de la licitación pública y contrata con una determinada empresa 
porque son amigos suyos y desea ayudarlos con el contrato, etc. 
 
43.3. El funcionario actúa con la finalidad de beneficiar a la administración. Este es 
un caso bastante común, y si acaso el que más, de desviación de poder. El funcionario, imbuido de un 
erróneo espíritu fiscalista y estatista, como lo es habitualmente el funcionario argentino por la presión de 
equivocados doctrinarios, pretende ejercer el poder de la ley en indebido beneficio de la administración o 
del Estado. Trata así de cobrar el mayor número posible de multas, no para desalentar el incumplimiento 
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de las ordenanzas municipales, sino para obtener fondos para la comuna; usa de las facultades que le 
confiere el estado de sitio (seguridad interna) para fines comunes de control de la moralidad; usa de 
facultades que tiene para suprimir cargos por reordenamiento o racionalización administrativa, con fines 
disciplinarios, etc.
29
 
 
Penagos Gustavo (2007:209-212) advierte que “la jurisprudencia y la doctrina enumeran una 
variadísima gama de los casos en que puede presentarse la desviación de poder. El profesor JULIO A. 
PRAT, en su obra La desviación de poder, trae las siguientes citas de autores que la clasifican:  
 
“Así ALBERT, Ob. cit., pág. 237 distingue: 1º) la desviación de poder en los límites de la mala fe 
(móviles extraños a la administración, fines políticos, confesionales, etc., y que generalmente importan 
un abuso grosero); 2º) la desviación de poder que consiste en darle al acto administrativo un fin 
diferente señalado en la ley o una falsa utilización de un poder, bien sea jerárquico o de tutela; y 3º) la 
desviación de poder derivada del error jurídico en el uso de los poderes legales (error de derecho en 
cuanto al objeto de sus poderes). El autor ofrece, pues, una clasificación de los casos de desviación de 
poder en orden decreciente en cuanto a su gravedad. Si quisiéramos resumirla en una forma simple 
podemos decir que la desviación de poder puede clasificarse en los casos en que está vinculada a un 
hecho material, a una incompetencia o a un error de derecho. 
 
“AUBRY, tesis cit., pág. 17 s., los incluye en tres grupos: `El administrador que viola el espíritu 
de la ley se sirve de su poder discrecional, sea para resolver las cuestiones que no le corresponden 
solucionar (relativas a la propiedad etc.) sea para favorecer intereses y particularmente los intereses 
patrimoniales, sea en fin para satisfacer puros caprichos, o lo que es peor, cumplir una venganza 
personal´. 
 
“HAURIOU, Précis, 12ª ed., pág. 269 s., señala la desviación de poder en un móvil fiscal, la que 
responde a un favoritismo, la que se promueve por espíritu de partido y la que responde a un ánimo de 
venganza. 
 
                                                          
29
 Manuel María Diez (1976:321-325), en el mismo sentido señala que pueden presentarse distintos 
supuestos de desviación de poder. 
a) Que el funcionario actúe con una finalidad personal, vale decir que su actividad esté realizada con un 
fin extraño al interés general. Así si actuara movido por la pasión política, ideológicamente, o por su 
interés personal, o con propósito de lucro. 
b) Los actos realizados con el objeto de beneficiar a terceros. Es muy frecuente que el órgano 
administrativo use sus poderes legales para servir los intereses de un tercero o de una categoría de 
terceros, que son simples intereses privados. En este supuesto al acto se realiza sin violar objetivamente 
la ley, pero para favorecer a un tercero. Así, si un funcionario está autorizado para efectuar una 
contratación directa y realiza este contrato con una empresa amiga en perjuicio de los otros interesados. 
c) Los supuestos en que el fin perseguido sea de interés general, pero no el fin preciso que la ley asigna 
al acto. Se diría en el supuesto de que el funcionario usara de su poder de policía, no con el objeto de 
mantener el orden, sino con el de aumentar los recursos de la comuna. 
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”DUEZ-DEBERYRE, Traité cit., pág. 392, señala `la desviación de poder realizada en vistas de 
satisfacer una animosidad personal (política, religiosa, personal, comercial, etc.);  la desviación que 
tiende a satisfacer intereses privados y la que tiende a obtener la protección de un interés general, pero 
diferente al que le corresponde de acuerdo a la ley de su función´”. 
 
Indica el profesor JULIO A. PRAT, los siguientes tipos de desviación de poder: 
 
“a) La desviación de poder resultante de la resistencia a la cosa juzgada. Esta hipótesis se da 
mucho en el contencioso de la función pública. Un funcionario obtiene la nulidad del acto de designación 
de un colega, por tener mejor derecho al ascenso. Pero la Administración, en lugar de nombrarlo, le 
opone una sorda resistencia a dictar el acto conforme a derecho. No puede ascender por la simple razón 
de la fuerza de inercia que le opone la administración. Si bien existe en esta hipótesis una indudable 
violación de la cosa juzgada y por consiguiente, una violación de la ley, también hay desviación de 
poder, porque el fin de la administración deja de ser de interés público, subsistiendo el deseo del 
funcionario que debe nombrar, a hacer predominar su opinión personal sobre lo que le manda la ley. 
 
”El administrador está obligado a respetar la cosa juzgada; sus poderes no le fueron conferidos 
para eludirla. EL Consejo de Estado ha entendido que en estas hipótesis hay desviación de poder. Así, en 
C.E. 14 diciembre de 1953, Pouverau, Recueli, pág. 548, leemos:’toda decisión tomada con  la intención 
manifiesta de obstaculizar la ejecución de una decisión de justicia está viciada de desviación de poder’ 
 
”b) Utilización de los poderes del autor del acto en su interés personal. En este subgrupo 
encontramos la hipótesis más groseras y más pintorescas de la desviación de poder. 
 
”El caso típico lo encontramos en el fallo C.E. 14 de marzo de 1934, Dlle Rault, Recueil, pág.337, 
por el cual el Consejo de Estado anuló la decisión de un alcalde (propietario de un café preocupado 
porque en la vecindad había un salón de baile que atraía a su clientela) por la cual se prohibía bailar en 
ciertos días y después de determinadas horas. La decisión, era evidente, había sido dictada persiguiendo 
un interés puramente personal: con la clausura del salón de baile obligaba a los clientes a volver al café 
. 
”En el caso anterior el interés personal es de orden pecuniario. A veces puede ser de otra índole. 
Así encontramos desviaciones de poder inspiradas en móviles políticos: C.E. 4 agosto 1905, Lespinasse, 
ya citado, por el cual se excluye a un proveedor de una comuna por sus ideas partidarias. 
 
”Otras veces obedece a un rencor personal como en el caso del fallo C.E. 28 marzo 1945, 
Moreall, Recueil, pág. 68, por el cual se anula el acto de un alcalde que prohíbe a un comerciante 
foráneo instalarse en el mercado del pueblo, en razón de un incidente anterior por el cual aún no 
presentó sus excusas a un determinado consejero municipal. Igualmente C.E., 14 enero 1910, Géraud, 
Recueil, pág. 23, por el cual se anula la negativa a autorizar una determinada fiesta en virtud de que no 
se excluyó a uno de los miembros de la comisión organizadora. 
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”En otras oportunidades, la desviación de poder se configura por el móvil confesional o religioso. 
Es el caso del fallo C.E.7 de julio 1950, Oeuvre Saint Nicolas, Recueil, pág. 422, por el cual se anula la 
decisión de una autoridad administrativa que se niega a pagar una subvención a una escuela técnica 
privada que reunía las condiciones legales para exigirla. La razón de la negativa radicaba en el carácter 
religioso de la escuela. Igualmente, v. Fallos C.E. octubre 1960, Rioux, Recueil, pág. 558. 
 
”En otros casos, el interés personal puede ser de orden profesional. Es el caso del fallo C.E., 28 
de febrero 1945. Martín de Magny, Recueil, pág. 44. Por este fallo, el Consejo de Estado anuló la 
decisión del Consejo de la Orden de los médicos por la cual se rehusaba a un médico a instalar un nuevo 
consultorio en otro departamento, vecino de aquel en que ya había instalado el primero con autorización 
de la cámara de disciplina de esa orden. El Consejo de Estado entendió que está negativa se inspiraba en 
el interés particular de la mayoría de los médicos que se resistían a que se crearon o se mantuvieran 
consultorios múltiples. V. También, C.E., 2 febrero 1957, Castaing, Recueil, pág. 78. 
 
”Para que la desviación de poder se ubique en esta categoría por interés personal no es necesario 
que el interés involucrado sea el personal del autor del acto, es decir, que el beneficiario del resultado 
del acto sea su autor: puede ser el de un tercero. Así, por el fallo C.E. 1 abril 1949, Boulogne, recueil, 
pág. 165, se anula un acto de un prefecto por el cual se requisicionaba un cuarto para servir de 
alojamiento a un padre de familia cansado del domicilio conyugal que deseaba instalarse definitivamente 
con su concubina y no podía encontrar lugar alguno. Siendo amigo del prefecto, recurrió a sus buenos 
oficios. Si bien el fin perseguido puede ser más altruista que en los ejemplos anteriores, no deja de ser 
siempre in interés privado, completamente ajeno a los intereses generales que deben ser alcanzados por 
la administración. 
 
” Estos casos son más corrientes que las hipótesis que contemplan un interés personal del autor 
de la decisión. Los fallos Lesbats, Maugras, ya citados, son ejemplos claros de desviación de poder a 
favor de in tercero”. 
 
Concluye Penagos Gustavo (2007: 223) “la doctrina y la jurisprudencia han enunciado y 
clasificado diversas modalidades de la desviación de poder. Pero, en sentencia, todas se fundamentan, en 
que el funcionario o corporación que profiere el acto administrativo, con desviación de poder, persigue 
fines diferentes a los señalados en la norma, bien sea por motivos personales, egoístas, políticos, 
religiosos, o para favorecer a un tercero.” 
 
4.4.- ASPECTOS PROBATORIOS DE LA DESVIACIÓN DE PODER 
 
“Una de las principales dificultades que presenta la desviación de poder es la probatoria dice 
Gordillo Agustín (2013:329), pues a veces hay una desviación existente pero que no puede 
acreditarse; pero no debe pensarse que esta dificultad sea insalvable: Muchas veces el funcionario que 
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persigue una finalidad distinta de la prevista por la ley deja rastros de su conducta, que se pueden 
acreditar por prueba documental, testimonial, o indiciaria,  y que sirven para demostrar la finalidad 
persecutoria de favoritismos, etc. Expresiones vertidas por el funcionario ante terceros, actos de 
procedimiento que no aparecen objetiva y razonablemente motivados y que indican por ello una finalidad 
desviada, etc., pueden ser elementos de prueba para la desviación de poder.”. 
 
Para Diez Manuel María (1976:263) “La apreciación del vicio de desviación de poder es 
difícil, porque es necesario controlar el móvil, que es materia del fuero íntimo del funcionario y, en 
consecuencia, difícil de determinar. Sin embargo, un examen cuidadoso del expediente administrativo 
puede suministrar elementos valiosos para llegar a determinar si ha habido o no desviación de poder. La 
finalidad constituye la razón que justifica la emisión del acto. Por eso se dice que la finalidad en relación 
al contenido del acto actúa teleológicamente. No basta que el órgano administrativo proceda inspirado 
con un fin cualquiera de interés general, porque para la validez del acto es necesario que se tenga en 
vista la finalidad específica para la que le ha sido conferida la competencia. El fin del acto reside en el 
resultado final que el objeto del acto debe alcanzar o sea en el resultado que determina el efecto jurídico 
producido por el acto. Por ello el fin es un elemento subsiguiente del acto, distinguiéndose netamente del 
objeto y de la causa. En el acto se parte de la causa, pasando por el objeto para llegar al fin. Como que 
la ley no obliga a que en el acto se exprese la finalidad, es posible que en algunos supuestos sea difícil 
determinar el vicio de desviación de poder.” 
 
Más adelante, este mismo autor (1976:323-324) manifiesta que “en el supuesto de control 
por desviación de poder, el juez tendrá que analizar las intenciones subjetivas del agente público. Tendrá 
que determinar sus móviles. Se haría entonces una fiscalización de lo más íntimo del acto: los móviles 
que presidieron  las actuaciones de la administración. La investigación del juez será, entonces, muy 
delicada y completamente distinta del control de los elementos objetivos del acto que son  la 
competencia, la forma y el contenido. Por lo demás, es de señalar que la apreciación de este vicio será 
sumamente difícil, por cuanto el órgano administrativo, que ha actuado por móviles ajenos al servicio, se 
habrá preocupado de ocultarlos y no dará a publicidad sus intenciones. Como dijimos, el juez tendrá que 
averiguar las intenciones subjetivas del agente público, vale decir sus móviles. Esto explica lo que la 
doctrina francesa llama declinación de la desviación de poder; es lo mismo que decir que habrá menos 
supuestos de vicios por desviación de poder, porque el acto se tratará de anular partiendo de otros vicios 
de más fácil constatación. Se ha llegado a decir entonces que la investigación realizada por el juez en los 
casos de desviación de poder tiene carácter subsidiario porque se tratará de eliminar el acto en mérito a 
otros vicios que le afectan y que sean de más fácil comprobación. Entendemos que el juez, sea o no 
legítimo el acto en los restantes elementos, puede analizar si el fin también lo es porque se trata 
precisamente de un elemento. 
 
Naturalmente, la acción del juez dependerá de las pruebas que se aporten, pruebas que deberá 
aportar el particular que ataque el acto por desviación de poder, ya que el acto, como dijimos, tiene, en 
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general, presunción de legitimidad. El particular tendrá que demostrar que ocurrieron ciertos hechos en 
conexión con la formación del acto administrativo, hechos que demostrarán que el fin tenido en cuenta 
por el agente no eran los fijados por el legislador. Podrá realizarse una prueba de dolo o de mala fe en 
los terceros cuando este dolo o mala fe haya sido determinante de la conducta de la administración, pero 
evidentemente el juez tiene un elemento a su favor, que es analizar la documentación del expediente 
administrativo en el cual se ha formado el acto. Podrá admitirse también una prueba testimonial, como 
prueba indiciaria, pero apreciada con criterio restrictivo, y exigiendo que las presunciones sean graves, 
precisas y concordantes. Es la psicología  del autor del acto la que debe ser examinada y apreciada por 
el juez y ello explica por qué la desviación de poder aparece en el derecho francés, más tarde que otros 
motivos para la interposición del recurso por exceso de poder.”. 
 
Juan Carlos Cassagne (2006:296-297) concluye “que la desviación de poder, cuya tardía 
aparición en el contencioso administrativo francés se explica por la necesidad de consolidar la autoridad 
del Consejo de Estado, tiene un carácter subsidiario, el cual se justifica por la naturaleza de las 
investigaciones que el juez debe realizar para determinar la traición al fin legal. 
 
Esta postura no puede compartirse habida cuenta que no es imprescindible que el acto 
administrativo sea inobjetable en todos sus elementos para que proceda la investigación judicial acerca 
de la finalidad que el mismo persigue. 
 
La tesis que propiciamos encuentra apoyo en una serie de argumentos: a) en primer término, 
porque no se comprende cuál es la razón por la cual se admite la investigación judicial acerca del fin del 
acto en un caso y no se la admite en otro; b) porque el carácter subsidiario responde a una 
interpretación efectuada sobre la base de lo acontecido en Francia, que si bien resulta explicable por 
razones históricas, no puede aplicarse sin más a nuestro derecho; c) en mérito a las razones de 
moralidad y justicia que presiden toda la construcción de la teoría; d) porque aun aceptando como 
valederos los argumentos fundados en la conveniencia de que el juez no analice los verdaderos motivos 
que llevaron al agente a emitir el acto, no puede desconocerse que, en nuestro sistema, el acto puede ser 
extinguido en sede administrativa por dicha causal, en cuyo caso desaparecen tales objeciones; y e) por 
último, de acuerdo con la clasificación de la nulidad según el grado de gravedad de la invalidez 
(absoluta o relativa) bien puede suceder que el acto adolezca de un vicio diferente, según el elemento que 
se considere afectado. 
 
Ahora bien: ¿cuál es la naturaleza de la invalidez que entraña un acto con desviación de poder? 
Al respecto, participamos de la opinión de quienes consideran que en tal caso la sanción que 
corresponde es la nulidad absoluta del acto en la inteligencia de que la traición al fin que el acto debe 
perseguir no puede ser saneada, so pena de controvertir principios fundamentales que integran el orden 
público administrativo (ética, legalidad y justicia) que, como se ha dicho, se encuentran íntimamente 
conectados con el abuso de derecho, recogido en el art. 1071. CCiv.”. 
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Penagos Gustavo (2007: 215) manifiesta que “El esfuerzo probatorio encaminado a 
demostrar el vicio de desviación de poder debe ser de tal categoría que no deje en el juzgador duda 
alguna sobre el hecho alegado. 
 
”Si el ataque del demandante estaba encaminado a probar que su desempeño contribuía al buen 
servicio, era necesario que demostrara con pruebas fehacientes sus afirmaciones. Sin embargo, en el sub 
lite no existe prueba de tal contundencia, por lo tanto no es dable llegar a la mencionada conclusión”.”. 
 
En conclusión, justificar la desviación de poder es complicado porque, al tratar de un 
aspecto subjetivo no existen los medios de prueba que justifiquen con contundencia y en forma 
fehaciente esta desviación de poder
30
.   
 
4.5.- NATURALEZA JURÍDICA DE LA DESVIACIÓN DE PODER 
 
En cuanto a la naturaleza jurídica de la desviación de poder, según Manuel María Diez 
(1976:325-327) se han sostenido al respecto distintas teorías: a) teoría de la moralidad; b) teoría 
de los motivos determinantes; c) teoría de la legalidad. 
 
a) La teoría de la moralidad ha sido seguida en Francia por Hauriou y Welter. Estos 
autores han sostenido la opinión que toda desviación de poder no trasunta realmente una ilegalidad sino 
una inmoralidad administrativa, pues dicha desviación no implica, a su juicio, una violación de la ley, 
tanto si se trata de su letra como de su espíritu, sino la transgresión del principio de moralidad que debe 
presidir toda actividad de la administración. Como la moralidad, juntamente con la eficacia, la 
conveniencia y la equidad, es uno de los elementos del mérito del acto administrativo, aceptar el 
temperamento de Hauriou equivaldría a dar la razón a quienes pretenden que en nuestro país sería 
inconstitucional la institución de un recurso por desviación de poder. La legalidad, cuyas reglas 
generales son rígidas, no podría penetrar en la región de los móviles sin matar la espontaneidad del 
poder discrecional. Por lo contrario, la moralidad administrativa, descendiendo, con el juez, a los casos 
particulares, puede penetrar en esta región sin matar la referida espontaneidad. Esta teoría no es 
aceptada en nuestros días. 
 
b) La teoría de los motivos determinantes fue formulada en Francia y luego aceptada y 
divulgada en muchos países. Se entienden como motivos, nosotros decimos causa, las consideraciones de 
hecho y de derecho que impulsan a la administración a realizar determinados actos jurídicos. La 
apreciación del motivo determinante es personal y subjetiva y varía de acuerdo con las personas. La idea 
                                                          
30
 La opinión pública conoce que el objetivo de las renuncias obligatorias fue reemplazar a servidores 
públicos de edad madura con jóvenes en los puestos públicos dispuestos a concurrir a los actos 
electorales y que den un respaldo sin críticas al régimen. ¿Cómo probar estos hechos? 
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es que los motivos determinantes pueden influir en el valor jurídico de una declaración unilateral de 
voluntad si fuera determinante de la voluntad de realizar un acto jurídico. Si el motivo determinante no 
existe de hecho o si es ilícito o inmoral, la manifestación unilateral de voluntad será irregular. Se 
sostiene que la teoría de los motivos determinantes es un complemento de la teoría de la competencia de 
los agentes públicos. La teoría de los motivos determinantes en realidad es una teoría de los fines 
determinantes, acentuando el elemento fin como esencial para la validez del acto administrativo. 
 
c) La tercera teoría es la de la legalidad. Se dice que la desviación de poder es pura y 
simplemente un acto de violación de la ley. La legalidad implica la obediencia a un texto legal explícita o 
implícita, en su letra y en su espíritu, El espíritu de la ley debe ser preferido a la letra en lo que respecta 
a la interpretación de la misma. La violación del espíritu de la ley constituye una violación de la ley, por 
lo cual la desviación de poder es también una forma de ilegalidad. Examinar el fin es examinar la 
legalidad del acto. Por medio de la desviación de poder no se trata de juzgar los actos administrativos 
por lo que pudieran significar como valores legislativos frente a la moral sino en tanto y en cuanto 
constituyen violaciones de la ley. Aceptamos esta teoría de la legalidad entendiendo que el control 
relativo a la desviación de poder es materia propia de los órganos judiciales. 
 
La doctrina distingue entre la desviación de poder en el campo del derecho público y el abuso del 
derecho en el campo del derecho privado. Ambos vicios presentan un punto de contacto. Consiste, según 
los casos, en el ejercicio de un derecho o de un poder, con un fin contrario a la intención del legislador. 
Existe un abuso de derecho cuando alguien ha usado su derecho con un fin  antisocial, nocivo o 
malévolo, que no puede ser entonces el uso que el legislador previó se hiciera de ese derecho cuando lo 
consagrara. Existe desviación de poder   cuando una autoridad administrativa ha usado del poder que le 
depara la ley con un fin distinto del previsto por el legislador. Hay entonces una semejanza entre las dos 
nociones, pero ellas no juegan en el mismo plano y no tienen los mismos efectos. El abuso del derecho 
juega en el plano de la responsabilidad, constituye una variedad de la falta que trae aparejada la 
responsabilidad del autor, mientras que el efecto, por lo menos inmediato, de la desviación de poder es el 
de destruir el valor jurídico del acto que ha sido realizado. Juega entonces sobre el plano de la 
apreciación del valor del acto. 
 
4.6.- DESVIACIÓN DE PODER Y DE PROCEDIMIENTO 
 
Penagos Gustavo (2007: 219-220) manifiesta que “La doctrina y la jurisprudencia de 
Francia, se orientan a aceptar la desviación de poder, y la desviación de procedimiento. Argumentan que 
puede ocurrir que el funcionario se aparte de los intereses generales señalados en la regla de fondo, 
como en el procedimiento. 
 
Enseña el profesor JULIO A. PRAT, en cita que hace a varios autores, y apoyado en diversos 
fallos del Consejo de Estado de Francia, mediante los cuales “se anulaban ciertos procedimientos 
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administrativos, por los cuales la autoridad trataba la adquisición de inmuebles sin recurrir  a la vía 
legal correcta de la expropiación, que por otra parte era más onerosa”. 
 
Y así, en los últimos años, la jurisprudencia del Consejo de Estado de Francia ha destacado esta 
irregularidad que se conoce con el nombre de “Desviación de Procedimiento”, y se citan como ejemplos 
los fallos del Consejo de Estado de Francia de 15 de noviembre de 1974, Sociéte Mercedes, Recueil, 
pág.270, y Consejo de Estado, fallo de 4 de julio de 1947, Navello, Recueil, pág. 289. 
 
En los considerandos de ambos fallos, el Consejo de Estado Francés, destaca que la autoridad se 
valió de un procedimiento distinto al señalado en la ley. 
 
Se ha criticado la jurisprudencia del Consejo de Estado de Francia si al examen se realiza en el 
plano objetivo de la causal de nulidad, o bien en el subjetivo. 
 
La desviación de poder, según la doctrina mayoritaria de Francia, observa el profesor PRAT, 
antes citado es una variedad de la desviación de procedimiento, y cita en apoyo al profesor VEDEL, 
quien dice: 
 
“Se trata del uso de poderes administrativos con fines diferentes de los legales; lo único que 
presenta como particularidad es que importa la utilización de procedimientos desviados de su fin 
regular”, En el mismo sentido se cita al profesor JEAN RIVERO, en su obra Droit Administratif, París, 
1973, pág.  242. Al Consejero de Estado de Francia Gazier. Sentencias del Consejo de Estado de 6 de 
junio de 1947; diciembre 19 de 1952. 
 
4.7.- EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE DESVIACIÓN DE PODER EN EL 
DERECHO EXTRANJERO 
 
De acuerdo a Sayagués Laso Enrique, (1974: 449-457) “El acto administrativo puede haber 
sido dictado por el órgano competente, cumpliendo las reglas de fondo y de forma, siendo por lo tanto 
correcto en apariencia; pero si la administración perseguía un fin que no era el debido, el acto es 
inválido por desviación de poder. 
 
Este concepto fue elaborado en Francia por el Consejo de Estado, a través de una lenta 
evolución, constituyendo una de sus creaciones más inteligentes y trascendentales porque permite 
penetrar en el fondo mismo de la intención de la administración, oculto bajo una apariencia de 
legalidad, y poner en evidencia el fin ilícito. 
 
En el acto que adolece de desviación de poder falta el fin propio del servicio que, como hemos 
dicho, constituye uno de sus elementos esenciales. 
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Generalmente el vicio está oculto ante una apariencia de legalidad, porque la administración 
procura que no trasluzca su verdadera intención. No obstante se logra ponerlo en evidencia, porque casi 
siempre quedan rastros en la documentación administrativa. 
 
El concepto de desviación de poder en el derecho francés es el que hemos expresado 
precedentemente y se funda en consideraciones estrictamente jurídicas. 
 
En sus últimos fallos el Consejo de Estado emplea indistintamente las siguientes expresiones: “… 
usó sus poderes para un fin distinto a aquél en vista del cual le fueron conferidos”, o actuó “inspirado 
por consideraciones ajenas al interés del servicio” 
 
La teoría de la desviación de poder se extiende a toda clase de actos, cualquiera sea la 
discrecionalidad de la administración, porque ésta siempre se halla sujeta a límites.  
 
Pero para que el acto resulte inválido es preciso que el fin extraño sea su única razón, pues si 
existieran otros motivos lícitos la circunstancia de que mediasen también intenciones bastardas no 
afectaría la validez. 
 
Los fines espúreos perseguidos pueden ser de dos clases: extraños totalmente al servicio o de 
interés público pero ilícitos. El primer caso se configura cuando el funcionario actuó impulsado por 
interés propio  o de tercero, por espíritu de venganza, por razones políticas, etc. La segunda hipótesis 
surge cuando, persiguiendo fines de administración, se pretende eludir la aplicación de una ley o 
determinada finalidad u obtener cierto resultado por vía indirecta, etc. 
 
En cuanto a los medios probatorios el Consejo de Estado mantiene un prudente equilibrio. No 
realiza investigaciones para aclarar los móviles de la administración, ni llama a declarar a los 
funcionarios, ni recibe prueba testimonial, exigiendo que la prueba surja de los antecedentes que constan 
en el expediente administrativo o de los documentos que por cualquier otro medio se incorporan el 
expediente judicial. Pero en razón de las dificultades probatorias admite la prueba indiciaria, siempre 
que las presunciones sean graves, concordantes y precisas. 
 
Estas son las líneas generales de la desviación de poder en el derecho francés. 
 
El concepto de desviación de poder se extendió considerablemente en el derecho extranjero. En 
Italia fue rápidamente aceptado por la doctrina y la jurisprudencia hizo múltiples aplicaciones 
concretas, concordantes en general con las soluciones francesas. En Portugal halló ambiente en la 
jurisprudencia y en la doctrina, siendo expresamente incorporado a diversos textos legales. En Alemania 
encontramos también múltiples aplicaciones del mismo principio.  
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Por el contrario, la jurisprudencia belga se mostró reacia a admitir que los órganos del Poder 
Judicial pudieran examinar los móviles que habían inspirado a la administración, siempre que el acto 
fuera externamente correcto. Esta solución fue una de las muchas consecuencias derivadas del criterio 
que predominó en Bélgica sobre la separación de poderes. Recién en 1920 se produjo un tímido cambio 
en la orientación jurisprudencial. Finalmente en 1946, al establecerse un Consejo de Estado de tipo 
análogo al francés, la ley expresamente admitió la desviación de poder como vicio susceptible de fundar 
un recurso contencioso. 
 
En los países latinoamericanos la opinión de la doctrina es favorable al principio de la desviación 
de poder, pero hay divergencias en cuanto a la posibilidad de admitirlo por vía jurisprudencial bajo los 
sistemas institucionales vigentes. En ese aspecto el régimen jurídico nacional puede considerarse una 
excepción. 
 
Hasta 1934 en Uruguay  no se planteó jurisprudencialmente la cuestión de la admisibilidad de la 
desviación de poder, quizá por ser el régimen contencioso administrativo exclusivamente de reparación 
patrimonial y resolverse los litigios por principios no sistematizados. Pero era una sentida necesidad 
darle entrada en nuestro derecho y de ahí que se aprovechara la reforma constitucional de 1934, en la 
que se previó un tribunal especial para lo contencioso administrativo. 
 
El art. 274 de la Constitución de 1934 decía así “Serán consideradas decisiones ilegales las que 
fueren violatorias de la Ley, sea en su forma, sea en su fondo. También lo serán aquellas no ajustadas a 
su finalidad o designio que en derecho configuran el  abuso o la desviación de poder”. 
 
Ese artículo—igual que el actual 309—determinaba cuales actos se consideraban ilícitos y por lo 
tanto podrían ser recurridos ante el tribunal a instalarse. Nada establecía acerca de si los órganos del 
Poder Judicial podían también investigar la existencia de desviación de poder y condenar a la 
administración a pagar la indemnización que correspondiera.  
 
La cuestión se planteó de inmediato ante los tribunales y la solución fue unánimemente 
afirmativa. No pudo ser de otro modo, por las razones que se desprenden de lo ya expuesto. Si el fin es un 
elemento esencial de todo acto administrativo, la desviación de poder o sea la traición al fin, invalida el 
acto. Siendo el acto nulo, los jueces comunes tenían competencia para declarar su invalidez y condenar a 
la administración a indemnizar los perjuicios que a consecuencia de dicho acto se hubiesen originado a 
los particulares. No se trataba de anular el acto, lo cual únicamente podía hacer el Tribual de lo 
Contencioso Administrativo, sino simplemente condenar a reparar perjuicios como resultado del examen 
de juridicidad de aquél. 
 
La jurisprudencia nacional ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la desviación de poder 
en numerosas ocasiones. Esto permite fijar las líneas generales de su orientación, que concuerden con 
las soluciones generalmente admitidas. 
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En varios fallos se define la desviación de poder recogiendo el concepto admitido unánimemente 
por la doctrina y la jurisprudencia. 
 
La desviación de poder puede surgir en todo acto, cualquiera sea la discrecionalidad de la 
administración. Incluso aparece en actos que no son propiamente administrativos, como los decretos de 
aprobación de los presupuestos municipales, que han motivado, numerosos litigios a causa de cesantías 
por supresión de cargos o por nuevas exigencias técnicas para desempeñarlos. 
 
Si bien la desviación supone la existencia de un fin espúreo, que la jurisprudencia puntualiza 
cuando resulta probado en el juicio, la imposibilidad de precisarlo no es obstáculo para admitir la 
acción si se demuestra que no existió ningún fin lícito admisible, lo cual permite presumir aquél. Por lo 
mismo no basta que exista error de derecho, requiriéndose un móvil bastardo, sin perjuicio de que en 
razón de aquél el acto pueda resultar ilícito. 
 
Además es necesario que el acto no adolezca de otro vicio que lo invalide, pues de haberlo ni cabe 
investigar la presunta desviación de poder, la cual supone un acto inobjetable en todos los demás 
aspectos. 
 
Como los actos administrativos se presumen válidos, la desviación de poder—igual que todo otro 
vicio—debe probarla quien invoca. La falta o la deficiencia de prueba obliga a rechazar la acción. 
Asimismo, por razones procesales obvias, es necesario invocar dicha defensa en el escrito de demanda. 
 
La prueba de la desviación de poder se busca generalmente en la documentación que figura en el 
expediente administrativo o que se incorpora luego al expediente judicial. También se ha admitido la 
prueba testimonial, así como la prueba indiciaria, pero apreciándolas con criterio restrictivo y exigiendo 
que las presunciones sean graves, concordantes y precisas. 
 
No pueden establecerse reglas generales sobre cuales circunstancias o detalles dan base para 
afirmar que existe desviación de poder. Pero, indudablemente, uno de los más característicos es la 
inexactitud o discordancia de los motivos que aparentemente justifican el acto.”. 
 
En cuanto a la apreciación de este vicio en el derecho argentino afirma Manuel María 
Diez (1976:324) que existen dudas, y la doctrina no es uniforme a este respecto. Se dice que es un 
órgano, el judicial, distinto del ejecutivo, el que va a controlar a éste para determinar si ha incurrido en 
desviación de poder. Pero hay tendencias jurisprudenciales fuertes en pro de su aceptación como regla. 
 
No creemos que este argumento pueda tomarse en consideración. Decimos así porque, de acuerdo 
con la Constitución Nacional corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la nación 
el conocimiento  y decisión de todos los asuntos en que la nación  sea parte. En consecuencia, de la 
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norma constitucional citada, surge la competencia del órgano judicial para examinar el acto 
administrativo dictado con desviación de poder. Por lo demás, el órgano judicial podrá realizar el 
estudio del acto a través del propio expediente en que se formó. 
 
La jurisprudencia se ha manifestado en sentido acorde con la doctrina de la desviación de poder. 
Así la sala en lo contencioso administrativo de la Cámara Nacional Federal, aceptando que puede 
impugnarse un acto por desviación de poder, dijo que las circunstancias del caso producen el 
inconveniente que, bajo la apariencia de una separación por la vía del art. 13 de la ley 14.794, se ha 
encubierto una verdadera cesantía de las que dan lugar al recurso organizado por los arts. 24 y 25 del 
decreto ley 6666/57. Ello unido a la circunstancia de que tampoco como cesantía el acto sería legítimo, 
dio origen a que se lo invalidara. 
 
La Procuración del Tesoro también resolvió que es peligroso sostener que en el caso se obró en 
uso de facultades legales, si lo que ocurrió es que hizo abuso de aquéllas y se tomó la ley como medio de 
sostener la arbitrariedad. El carácter legal de la atribución de una facultad y la observancia de las 
formalidades, no bastan para acordar legalidad al acto si hay substratum en la arbitrariedad, desviación 
de poder, etc., que es lo mismo que decir ilegalidad. 
 
La Corte también ha dicho que los actos que se dictan en virtud del estado de sitio serán inválidos 
cuando impliquen medios que no guardan relación alguna con los fines del art. 23 de la Constitución 
Nacional, lo que ocurriría si con la invocación de la ley 14.785 que declara el estado de sitio se 
impidiera a un extranjero el ejercicio del derecho a testar y a casarse conforme a las leyes reconocidas 
por el art. 20 de la Constitución Nacional. 
 
Entendemos que el acto administrativo con un vicio de desviación de poder es nulo de nulidad 
absoluta por cuanto el administrador no ha cumplido el fin que le señalara el legislador, concluye 
Manuel María Diez (1976:325) 
 
Juan Carlos Casagne (2006:297-298) “La jurisprudencia de nuestros tribunales federales en 
lo contencioso administrativo registra pocos casos donde se haya reconocido la configuración del vicio 
de desviación de poder para invalidar un acto administrativo. 
 
Pero esa situación no se mantuvo estática y a comienzos de 1998 la Corte suprema resolvió un 
caso de singular trascendencia en el cual  hizo aplicación del precepto contenido en el inc. f) del art.7º, 
LNPA, y de la consecuente irregularidad (nulidad absoluta) que engendra el vicio de desviación de 
poder. 
La parte medular de ese fallo sienta el principio según el cual en una contratación administrativa 
(en el supuesto se trataba del transporte de valijas postales con documentación confidencial y, como 
consecuencia de la aplicabilidad de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos), la competencia 
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para determinar el precio de las contrataciones debe ejercerse conforme a la finalidad a la cual fue 
atribuida que es la de contratar al precio más conveniente y razonable. 
 
Esos recaudos no se cumplieron porque habiendo solicitado la empresa la recomposición del 
precio contractual en 65%, con fundamento en la insuficiencia de la cláusula de reajuste prevista en el 
contrato, desistió de su pretensión originaria y obtuvo una prórroga del contrato con otro precio básico 
que significó un aumento del 858%. 
 
La Corte, en definitiva, consideró que se encontraba afectado el elemento finalidad prescripto 
para los actos administrativos por la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos y que ese vicio 
(desviación de poder) implicaba un acto irregular que permitía que la Administración solicitase la 
declaración judicial de su nulidad, aun por vía de reconvención.”. 
 
En México, como manifiesta Acosta Romero Miguel, (1997: 827-828)  “El desvío de poder 
constituía una causa de anulación de una resolución o de un procedimiento administrativo, en tratándose 
de sanciones.  
 
El nuevo Código Fiscal de la Federación (1983), cambió esta situación y ahora lo que se conoce 
en doctrina como desvío de poder, está concebido de la siguiente manera en el Artículo 238, fracción V 
de dicho Código fiscal: 
 
“ARTÏCULO 238.- Se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se demuestra 
algunas de las siguientes causales… 
 
V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales no 
corresponda a los fines para los cuales la ley confiere dichas facultades”. 
 
Lo anterior parece ser un gran avance, a favor de los administrados, pues ya no sólo en materia 
de sanciones, sino en cuanto al ejercicio de facultades discrecionales de las autoridades fiscales operará 
el desvío de poder, como causa de ilegalidad. 
 
EL fin del acto es citado con gran vaguedad en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
en el art. 3º fracción VIII: 
“VIII. Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, causa o motivo, o sobre el fin del acto”. 
 
El error en el fin es causa de nulidad.”. 
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Uno de los países más avanzados en el tema de desviación de poder es Colombia, 
conforme la jurisprudencia recopilada por el autor colombiano Penagos Gustavo (2007: 205-
206) que detallo a continuación la más relevante:  
 
LA DESVIACIÓN DE PODER DEL FUNCIONARIO O CORPORACIÓN QUE 
PROFIERE EL ACTO ADMINISTRATIVO COMO CAUSAL DE NULIDAD 
 
El Decreto Ley 01 de 1984, en su artículo 84, consagró la desviación de poder del funcionario o 
corporación que profiere el acto administrativo, como causal de nulidad. 
 
El Código Contencioso Administrativo de 1941, también se refería a la desviación de poder, como 
causal de nulidad  de los actos administrativos. Esta modalidad que hace posible al juez administrativo 
la declaración de nulidad de las decisiones de la administración, cuando se aparta del fin señalado en la 
ley, fue una creación del Consejo de Estado de Francia hace más de un siglo. 
 
El Consejo de Estado de Francia, en el fallo de 25 de febrero de 1864, en el caso “LESBATS”, 
admitió la desviación de poder como causal de nulidad de los actos administrativos, decía el Consejo de 
Estado de Francia: 
 
“Los administradores no pueden usar de su poder, sino para perseguir un determinado fin, el 
interés general, el que impone la buena administración. Si no observan esta prescripción el acto será 
ilícito, desconoce y viola el espíritu de la ley y por consiguiente está dictado ilegalmente. Siendo ilegal el 
acto, el Consejo de Estado puede anularlo”. 
 
Observa el profesor JULIO A. PRAT: 
 
“Si bien en un comienzo, vicio de forma y desviación de poder presentan un residuo común con la 
incompetencia, porque quien no observa o no utiliza debidamente las formas que el orden jurídico 
impone para emitir sus actos, revela una cierta y particular manera de actuar incompetentemente, al 
igual que aquel que utiliza sus poderes persiguiendo un fin distinto del que le impone específicamente la 
ley”. 
 
LA DESVIACIÓN DE PODER ES DIFERENTE DE LA FALSA MOTIVACIÓN 
 
Durante la vigencia de la Ley 167 de 1941 se confundía la desviación de poder con la falsa 
motivación. Pero, con la expedición del Decreto Ley 01 de 1984, que consagró la falsa motivación como 
causal autónoma de nulidad de los actos administrativos en el artículo 84, se han despejado las dudas 
sobre la independencia de la desviación de poder. 
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El Consejo de Estado, en sentencia de 30 de julio de 1976, hace la distinción entre deviación de 
poder y falsa motivación. Dice el fallo:  
 
“…Por ello, es indispensable en cada caso concreto analizar los motivos determinantes del acto, 
para llegar a concluir si hubo o no desviación de poder y si, por lo mismo, el acto debe ser anulado”. 
 
El profesor SANCHÉZ ISAC, citado por el profesor GUSTAVO HUMBERTO RODRIGUEZ, en su 
obra Procesos contencioso administrativos, explica la desviación de poder, en los siguientes términos: 
 
“EL nudo de la cuestión puede resumirse en la siguiente proposición: cuando existen verdaderos 
motivos de un acto administrativo, éste tiende necesariamente a su fin normal y, en consecuencia, no 
puede darse la desviación de poder”.  
 
“Si por el contrario, el acto no tiene motivo, normalmente no tenderá a ningún fin. El poder, en 
tal caso, podrá orientarse hacia un fin ilegal, dando lugar a la desviación”. 
 
LA DESVIACIÓN DE PODER Y LA JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO 
DE COLOMBIA 
 
El Consejo de Estado de Colombia, ha reiterado que la Administración, en sus decisiones 
administrativas, no debe buscar un fin distinto al señalado en la ley, es decir: 
 
a) De interés general; 
b) Que entre en la competencia del agente que realiza el acto, y 
c) Que aun siendo lícito y realizado dentro de la competencia del agente, no puede perseguirse 
sino por medio de los actos que la ley ha establecido al efecto (Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo. Sentencia de 25 de noviembre de 1971). 
 
Observa el Consejo de Estado, en la sentencia de 25 de noviembre de 1971: 
 
“Aun cuando originalmente fue sólo una modalidad del abuso de poder, este cuarto motivo de 
anulabilidad ha adquirirlo en la doctrina caracteres propios. Viene él a ser único que no implica 
violación, al menos directa, de una norma de derecho positivo, puesto que si la implicara la causa de la 
acción no pertenecería a esta clase sino a una de las anteriores. 
 
 ”Cuando la causal invocada para demandar la nulidad el acto está circunscrita a la desviación 
de poder, el juzgador –a instancias del demandante y con vista de lo alegado y probado- tiene que 
precisar si esta desviación de poder quedó configurada. Esto quiere decir que las circunstancias de 
hecho comprobadas en el juicio debe deducir el juzgador si con el acto impugnado incurrió el órgano o 
agente administrativo en desviación de las atribuciones propias de su cargo. 
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” ¿Y cuándo puede decirse que se ha incurrido en desviación de poder a la luz de la doctrina que 
ha venido moldeando ese fenómeno jurídico y lo ha erigido en causal de nulidad de los actos 
administrativos? 
Según la doctrina, lo que viola el acto dictado con violación de poder no es ningún texto legal 
definido y concretamente citable, pues automáticamente la cuestión quedaría comprendida entonces en 
alguna de las otras causales de anulación. 
 
LA DESVIACIÓN DE PODER ES CONTRARIA AL INTERÉS GENERAL DEL ESTADO 
SOCIAL DE DERECHO 
 
Tanto la doctrina, como la jurisprudencia reiteran que la desviación de poder es contraria al 
Estado Social de Derecho que proclama el interés general (artículo 1º de la Constitución). Mal puede 
invocarse facultad discrecional para infringir el interés colectivo y social, pues toda competencia ha sido 
atribuida para cumplir los fines sociales del Estado. 
 
La desviación de poder que consiste en darle un fin diferente a la decisión administrativa, 
contrariando el señalado por la ley, afecta de nulidad el acto administrativo. 
 
Observa el Consejo de Estado: (Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. 
Sentencia de 4 de septiembre de 1997. Exp. Nº 10004. Consejero Ponente: Dr. Silvio Escudero C.) 
 
“…La desviación de poder es una modalidad de ilegalidad que se predica del elemento 
teleológico del acto administrativo, que en los actos discrecionales gira entorno a lograr la mejor 
prestación del servicio público y la buena marcha de la administración (artículo 2º de la Constitución 
Política y artículo 2º del Código Contencioso Administrativo), lo cual constituye la esencia de su ser”. 
 
Refuerza el valor jurídico de lo expuesto, jurisprudencia reiterada del Consejo de Estado 
(sentencia del 30 de julio de 1959), al enseñar: 
 
“Como todo acto administrativo obedece siempre a motivos, quien impugna un acto 
administrativo porque fue proferido `con desviación de las atribuciones propias del funcionario o 
corporación´ correspondiente, afirma que el agente administrativo ya no obró en función del buen 
servicio sino por motivos ajenos a dicha finalidad ineludible. De ahí que en todo juicio de nulidad del 
acto administrativo por desviación de poder son los motivos determinantes del acto impugnado los que 
hay que juzgar. 
 
”Esos motivos tienen que ser razones de buen servicio para que impliquen el uso legítimo de la 
atribución respectiva; ya que ésta se confiere al agente u órgano de la Administración sólo para que 
ejerza por motivos y para fines de buen funcionamiento del servicio que se le haya confiado, y no por 
103 
 
móviles de efecto o desafecto personal, de malevolencia o de favoritismo, en contra o en beneficio de 
alguien”. 
 
DESVIACIÓN DE PODER Y ABUSO DEL DERECHO 
 
Observa el profesor MANUEL MARÍA DIEZ, en su obra El acto administrativo, citando a 
MARTINEZ USEROS y a DEMOGUE, que es diferente la desviación de poder y el abuso del derecho, y a 
propósito, dice: 
 
“Uno de los puntos esenciales en la desviación de poder es distinguirlo del abuso del derecho. 
MARTINEZ USEROS estudia las analogías y diferencias entre el abuso del derecho y la desviación de 
poder. Glosa al respecto la opinión de DEMOGUE, para quien la desviación de poder no es sino una 
forma especial de apertura del recurso por exceso de poder, noción más amplia que la de abuso de 
derecho en sentido subjetivo, pues no basta para excluirla que se dé una voluntad sin maldad, sino que es 
preciso que esa voluntad sea conforme a la buena administración. Señala DEMOGUE la aproximación 
teleológica de ambas teorías, para concluir diciendo que existen profundas diferencias en su 
procedimiento. 
 
”Algunos autores identifican ambas teorías, por cuanto creen que la ausencia de una y otra 
radica en la indagación del fin del acto realizado. El control del fin se realiza por las dos teorías en 
forma indirecta, mediante la apreciación de circunstancias objetivas. 
 
”El abuso del derecho es esencialmente la desviación del poder en derecho privado, en el sentido 
que se opone a que un derecho subjetivo privado sea desviado de su fin normal para servir a otros fines 
contrarios a la moral social. 
 
”En otras palabras, el abuso del derecho, es todo acto que, autorizado en principio por la ley, no 
se conforma a esa limitación, o por sí mismo o por el modo empleado. 
 
”Se señala que la prueba del dolo o mala fe de terceros cuando ellos hayan sido causa 
determinante de la conducta de la administración, constituyen un elemento en la determinación de los 
verdaderos motivos del acto. 
 
”Además de la desviación de poder existen otros vicios que afecten el elemento volitivo. Así la 
alteración de los hechos, que se verifica cuando el acto se funda sobre hechos inexistentes o cuando se 
niegan hechos que realmente existen. Puede considerarse el supuesto en que exista una falta de conexión 
lógica entre la motivación del acto y la parte dispositiva del mismo. Existe también el supuesto en que 
resulte una contradicción entre el acto y una manifestación de voluntad anterior del mismo órgano que lo 
dictó” 
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DESVIACIÓN DE PODER POR EXIGIR O PROVOCAR LA RENUNCIA DE UN 
FUNCIONARIO 
 
La renuncia debe ser un acto libre y voluntario, y no sometido a presiones de ninguna índole; lo 
contrario implicaría arbitrariedad del nominador o de quien exige la renuncia, y anulable el acto por 
desviación de poder. 
 
La doctrina anterior, encuentra fundamento en la tradición jurisprudencial del Consejo de 
Estado, a propósito en sentencia del 12 de julio de 1973, la Corporación expresó: 
 
“Demostrado como está que la renuncia del acto, en el presente juicio no fue voluntaria sino 
provocada, procede entonces estudiar sus efectos. 
 
”Es un principio general de la administración que los funcionarios públicos a contrario de lo que 
sucede con los particulares, sólo pueden hacer aquello para lo cual están expresamente facultados por la 
ley. 
 
”En este orden de ideas tenemos que las atribuciones de que se hallan investidos, podrían 
dividirse en discrecionales y regladas. 
 
”En cuanto a las primeras y en relación con los empleados, que se encuentran bajo su 
dependencia, la ley los autoriza para declarar insubsistente un nombramiento sin necesidad de ningún 
procedimiento previo, invocando solamente las facultades legales que poseen. 
 
”Respecto a las segundas, el funcionario público puede prescindir de los servicios de empleados 
de carrera de período fijo o tutelados por un estatuto especial, de acuerdo con el procedimiento que 
previamente se haya establecido, y cuando quiera que se configure alguna de las causales que la ley ha 
consagrado para declarar la insubsistencia de un servidor oficial. 
 
”Pero la modalidad adoptada en el caso de autos, es decir, de exigir la renuncia al demandante, 
no está estatuida en alguna parte de nuestra legislación positiva, lo cual lleva a concluir a la Sala que la 
Administración obró con abuso de poder, por cuanto ninguna norma legal le otorga la facultad que se 
arrogó impositivamente, circunstancia ésta que determina la causal de nulidad a que se refiere el 
artículo 66 del Código Contencioso Administrativo, equivalente al artículo 84 del Decreto 01 de 1984, 
reformatorio del Código Contencioso Administrativo. 
 
”De otra parte, si hay algo incompatible con un régimen de derecho es la noción de la 
discrecionalidad absoluta, ya sea ésta general o especial por tratarse de ejercitarla en una materia. En 
todos los casos existe para esta discrecionalidad un primer límite constituido por el interés público. A 
esta regla no escapa ninguno de los poderes discrecionales de que disponga un funcionario, y por eso 
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cuando a alguno de estos se le confiere la facultad de remover libremente a sus subalternos, el ejercicio 
de esa atribución tiene que estar rigurosamente inspirado en el bien general y encaminado hacia el 
mismo. Una finalidad distinta o una diferente inspiración del acto –lo que ocurre cuando a éste se le ha 
dado un carácter de medida punitiva o cualquier otro que no sea propiamente el del buen servicio 
público- configuran el vicio que en el artículo 66 de la Ley 167 de 1941, se denomina 'abuso o desviación 
de las atribuciones propias del funcionario’, y que se sanciona con la anulación del acto proferido. 
 
”Como es sabido, los actos administrativos gozan de la presunción de legalidad, pero como ésta 
no es de derecho, quiere decir que puede ser desvirtuada; y por lo mismo, cuando como en el presente 
caso, se demostró que el acto acusado no tuvo como objetivo el buen servicio público, sino uno muy 
distinto que su autor quiso darle, no cabe duda de que dicho acto es ilegal y, en consecuencia, debe ser 
anulado. 
 
”Conviene, además, tener presente que el Gobierno ya ha Comenzado a tomar medidas legales 
tendientes a evitar que funcionarios públicos, abusando de su investidura –como sucede con frecuencia- 
obliguen a sus subordinados a renunciar valiéndose de diversos sistemas arbitrarios, que, precisamente, 
contemplaba el artículo 107 del Decreto 1732 de 1960, sustituido por el 27 del Decreto 2400 de 1968, 
cuando preceptúa: ‘…Quedan terminantemente prohibidas y carecerán en absoluto de valor, las 
renuncias en blanco o sin fecha determinada o que mediante cualesquiera otras circunstancias pongan 
con anticipación en manos del Jefe del Organismo Administrativo la suerte del empleado. En igual 
sentido se pronunció el Consejo de Estado en sentencia dictada el día 2 de diciembre de 1976, como se 
lee en los siguientes aportes: 
 
”’La facultad de libre nombramiento y remoción de que disponen algunas autoridades 
administrativas, es discrecional en el sentido de que la ley reconoce a esta clase de autoridades la 
posibilidad de apreciar libremente los motivos y tomar por razones del servicio, la decisión 
correspondiente’. 
 
”’Lo anterior no significa que la discrecionalidad reconocida a las autoridades administrativas 
que tienen la facultad de libre nombramiento y remoción de sus agentes constituye una excepción al 
principio de legalidad, pues, debe y tiene que ser ejercida dentro de sus límites. Esta es la razón por la 
cual, cuando dicha facultad se ejerce con desviación de poder, puede obtenerse la nulidad del acto 
administrativo en que se manifiesta, de una parte; y, de otra, el establecimiento del derecho de los 
perjudicados, si a ello hubiere lugar’. 
 
”’Igualmente el Decreto 2400 y las demás disposiciones que rigen la materia son muy claras y 
precisas al preceptuar que la renuncia debe ser inequívoca y expresar la voluntad libre y 
espontáneamente manifestada de separarse definitivamente del servicio’. 
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”En el presente juicio está probado que la renuncia fue solicitada, tanto por declaraciones de 
testigos que oyeron al señor, Ministro de Educación que le había solicitado la renuncia al Jefe de la 
oficina Jurídica, así como por la misma declaración certificada rendida por el mismo alto funcionario, 
en que no oculta esta circunstancia. En Efecto, el señor XX (Folio 73) expone lo siguiente; ‘uno de 
nuestros compañeros tomó la palabra para solicitarle al señor Ministro nos dijera si realmente era cierto 
lo que el doctor nos había comunicado respecto a la renuncia que debíamos presentar del cargo que 
veníamos desempeñando. Él se mostró un tanto extrañado por esta situación ya que consideró que en un 
momento dado se estaba creando pánico en la Oficina Jurídica, y nos dijo que él solamente había 
solicitado la renuncia del Jefe de la Oficina Jurídica y de sus abogados los cuales en audiencia con el 
mismo señor Ministro, éste nos manifestó que nos ratificaba la petición que nos había formulado por 
intermedio del doctor XX para presentar la renuncia de la misma forma en que se le había solicitado al 
propio Jefe de la Oficina, debido todo ello al mal funcionamiento de la Oficina Jurídica’. 
 
”En forma coincidente se aprecian otras declaraciones de testigos llamados al proceso, pero la 
prueba relevante es, sin lugar a dudas, la propia declaración certificada del señor Ministro de 
Educación Nacional, visible al folio 65, de la que se destacan los siguientes apartes: ‘b) Al asumir las 
funciones de Ministro de Educación Nacional, el 16 de agosto de 1974, uno de los reclamos que se le 
formularon por personas naturales o jurídicas fue el vinculado con la marcha no normal de la Oficina 
Jurídica’. 
   
” Concluye el Consejo de Estado, que no existe la menor duda ante las probanzas analizadas, que 
el señor Ministro de Educación ante quejas y reclamos que se le formularon contra la Oficina jurídica, 
procedió a solicitar al jefe de dicha dependencia la renuncia del cargo, a lo cual procedió el actor. 
 
“La renuncia, debe ser pues, un acto libre y espontáneo, como lo establece el artículo 27 del 
Decreto 2400 de 1968 y el 11 del Decreto Reglamentario 1950 de 1973. Ni se diga que la solicitud de 
renuncia obedecía a un acto humanitario con el propósito de no afectar la hoja de vida del funcionario, 
porque el decreto de insubsistencia no afecta el buen crédito del empleado, como sí lo afecta la exigencia 
de la renuncia motivada en quejas, reclamos y apodos denigrantes, que sin ser investigados y probados, 
no justifican la acción del estado en desmérito de sus servidores”. (Consejo de Estado. Sentencia de 8 de 
octubre de 1997) 
 
RENUNCIAS SOLICITADAS EN CARGOS POLÍTICOS ADMINISTRATIVOS 
 
El tema de la desviación de poder ha evolucionado en los últimos tiempos, hasta el punto que 
jurisprudencias recientes del Consejo de Estado han admitido la solicitud o insinuación de la renuncia a 
funcionarios que ocupan cargos de dirección política como Ministros, Directores de Departamentos 
Administrativos, Viceministros, por motivos de interés público, con el fin de integrar el gobierno o 
realizar cambios de trascendencia política. 
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Pero cuando se separa del servicio a funcionarios que desempeñan cargos carentes de relevancia 
política, la jurisprudencia y la doctrina no han vacilado en considerar que dichos actos adolecen de 
desviación de poder, por cuanto la insubsistencia no se debe a razones del buen servicio  público, sino a 
intereses personales, grupistas o burocráticos. 
 
Ilustra el tema anterior la sentencia de 4 de agosto de 1994 del Consejo de Estado que enseña: 
“Se infiere claramente, según lo aprecia la Sala, que el revisor fiscal esgrimió como único motivo 
de las declaraciones de insubsistencia –entre ellas la del actores- la ‘falta de respaldo político’. 
 
”9. Pero, ¿hasta qué punto constituye ‘desviación de poder’ esta inveterada práctica 
administrativa y burocrática que tanto ha afectado la eficiencia y bienandanza de la administración 
pública colombiana? 
 
”Es por ello que, ha habido vacilaciones en considerar que la circunstancia político partidista en 
los nombramientos y remociones de personal no vinculado a carrera es o no constitutiva de ‘desviación 
de poder’, sobretodo en los empleos no enumerados en los literales a), b), c,), e) y f) del segundo inciso 
del mencionado artículo 3º del Decreto-Ley 2400 de 1968, o sea de aquellos que en ningún caso podrían 
ser de carrera. 
 
”Pero, adicionalmente a lo anterior, se aduce que los actos que implican nombramientos y 
remociones en cargos eminentemente políticos, en los que lo administrativo en estricto sentido juega un 
papel secundario, en los que prácticamente la discrecionalidad –el poder discrecional- se torna casi 
absoluta, descarta la posibilidad de que el juez contencioso administrativo entre a contemplar una 
desviación de poder fundada en esa circunstancia. Y ello, porque el arte del buen gobierno permite, en 
aras de las alternativas democráticas, que ciudadanos de los partidos o movimientos entren a regir la 
cosa pública y resulta normal, por así decirlo, que la afiliación a partido o grupo político incida en la 
emisión de esa clase de actos administrativos. 
 
”Dentro de esos parámetros, muchas veces se ha creído que cuando se trata de empleados 
públicos no vinculados a la carrera administrativa alguna, su desvinculación discrecional por factor 
partidista o grupista, lejos de ser contraria al criterio del buen servicio público, antes bien lo busca, 
porque excluye de la  administración a aquellas personas que no comulguen con la colectividad, 
movimiento o grupo que domine la escena burocrática en determinado momento, para llamar a 
colaborar a sus posibles copartidarios o simpatizantes. 
 
”10. Sin embargo, la Sala ha ido reexaminando y decantando la cuestión y ha hallado que ese 
criterio está lejos de satisfacer nociones ligadas al buen servicio y por el contrario, se acerca más a lo 
que ha de entenderse por ‘desviación de poder’ como vicio de actos administrativos en general y que 
adquiere mayor relievancia (sic) tratándose de los discrecionales. Que se mantengan las concepciones 
que se han recordado en el acápite anterior pata los cargos realmente políticos, porque hacen del 
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individuo-empleado un cabal rector de la cosa pública, como son  -se repite- los enumerados en el literal 
a) del citado segundo inciso del artículo 3º del Decreto-Ley 2400 de 1968 (ministros de despacho, jefes 
de departamentos administrativos, superintendentes, secretarios generales de ministerio y departamentos 
administrativos, etc.), es algo lógico y congruente, pero no así en cargos que en verdad son meramente 
administrativos –en el sub lite contador de la revisoría fiscal de la Empresa de Teléfonos- o que debieran 
ser de carrera.  
 
”De manera que si resulta en juicio contencioso administrativo suficientemente probado que la 
declaratoria de insubsistencia de un empleado público no vinculado a carrera, de un cargo carente de 
relievancia (sic) política como los enumerados a manera de ejemplo en el párrafo precedente, se debió a 
móviles eminentemente partidistas o grupistas, es de concluir que se alejó del fin del buen servicio 
público, que se presume guía a la administración al proferir actos administrativos en general, y, 
especialmente, los denominados discrecionales”. 
 
Penagos Gustavo (2007: 232-234) concluye que: En sentencia de 3 de agosto de 1988, el 
Consejo de Estado reitera la tesis de la desviación de poder en el sentido de proferir un acto 
administrativo con fines diferentes a los señalados en la ley. Dice el Consejo de Estado: 
 
“Se presenta cuando el agente administrativo realiza un acto que cabe dentro de sus atribuciones; 
observa todas las formalidades prescritas por la ley; el acto se ajusta en sus términos a las normas 
superiores; pero al proferirlo, se han tenido en miras motivos distintos de aquellos para los cuales se 
confirió el poder. 
”Sin embargo, aún en el caso del ejercicio del denominado ‘poder discrecional’, el acto 
administrativo puede estar afectado de ‘ilegalidad relativa al fin perseguido’, como dice LAUBADÊRE, 
‘cuando el agente competente toma la decisión correcta en sí misma, pero en vista de otro fin distinto al 
previsto por la ley cuando le señala competencia. Es la forma de ilegalidad que ha recibido el expresivo 
nombre de desviación de poder’. (Manuel de Droit Administratif, Onziéme Edition 1978) 
 
”Como continúa explicando el mismo autor, ‘hay poder discrecional cuando la ley, habiendo 
creado una competencia, deja al agente libre de fijar el sentido en el cual ejercerá esta competencia, 
dejándole apreciar la oportunidad de la medida a tomar’. En otras palabras, cuando la ley instituye la 
facultad discrecional para determinados eventos, aparentemente deja al funcionario la apreciación de si 
las circunstancias de hecho hacen justificable la medida; esa facultad, entonces permite, por decirlo así, 
conciliar el principio de la legalidad con la necesidad de una cierta y relativa libertad de acción para la 
administración; una administración en la que todas las competencias fuesen regladas, se vería reducida 
a un único papel de ejecutante y caería en niveles deplorables. De otra parte; con el poder discrecional, 
se disminuye un poco el principio de la legalidad; teniéndose el poder de escoger el contenido de las 
decisiones, la administración decide libremente, pero el poder discrecional no escapa al derecho, pues él 
no es ‘arbitrario’ (Op. cit.). 
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”Parecidos puntos de vista señala el expositor MAURICE HAURIOU al indicar que el desvío de 
poder está constituido por los ‘hechos de una autoridad administrativa que, observando las formalidades 
requeridas y realizando un acto de su competencia, ratio personae, y no violando la ley, usa de su poder 
con un fin y por motivos distintos de aquellos en vista de los cuales se le confirió, es decir, con un fin y 
motivos no admitidos por la moral administrativa’. (Précis élémentaire de droit administratif, pág. 197), 
e igualmente lo hace BERTHÈLEY y ROLAND (Traitè de droit administratif, respectivamente). 
 
”Así pues, tanto la doctrina francesa, que erigió la desviación de poder como una de las cuatro 
grandes casuales (sic) de anulación de un acto administrativo por ‘exceso de poder’, como la 
colombiana, que ha acogido con algunas variantes, igual que la jurisprudencia del Consejo de Estado, 
recalcan que dicha situación se presenta cuando el ‘agente administrativo realiza un acto que cabe 
dentro de sus atribuciones; observa todas las formalidades prescritas por la ley; el acto se ajusta en sus 
términos a las normas superiores; pero al proferirlo, se han tenido en miras motivos distintos de aquellos 
para los cuales se confirió el poder. Las atribuciones o poderes otorgados por la ley a los funcionarios o 
corporaciones deben siempre ejercerse en busca del interés general, del <<buen servicio público>>; el 
poder ejercido con fines diferentes, es un poder torcido o desviado de sus propios fines’ (Sentencia 13 de 
septiembre de 1968; Sección Cuarta; Consejero Ponente: Dr. XX, Anales, Año XLIII, Tomo LXXV, núms. 
419 y 420, 1968). También pueden citarse, la sentencia de 11 de septiembre de 1973, Sección Segunda; 
Consejero Ponente: Dr. Rafael Tafur Herrán, actor: XX, Anales, XLVIII, Tomo LXXXV, núms. 439 y 440, 
y sentencia de 8 de marzo de 1974, Sección Primera, actor: Ciudadela Industrial de Tibitó, Anales XLIX, 
Tomo LXXXVI, núms. 439 y 440 y otras. 
 
”II. Tratándose de un acto como el que aquí se juzga que carece de motivación expresa, porque 
así lo permite el artículo 26 del Decreto 2400 de 1968, concordantemente con el artículo 107 del 
reglamentario 1950 de 1973, es necesario quien pretenda la nulidad del mismo pruebe plenamente que 
hubo desviación de poder, para destruir por los medios adecuados la presunción de legalidad de que está 
revestido. Es decir, las pruebas han de conducir que, de manera indubitable, el acto no fue dictado o 
proferido en aras del buen servicio, sino con fines que no se amoldan (sic) a él. Y si de esas pruebas 
allegadas en tiempo emana esa desviación de poder, habrá causal suficiente para anular el acto, en 
virtud de lo establecido en el inciso 2º del artículo 84 del Código Contencioso Administrativo”.  
 
Por último, cabe señalar que esta materia, ha dado origen a lo que en doctrina se conoce 
como desviación de poder, que ha sido ampliamente desarrollada en la doctrina francesa, y que 
en nuestro país, si bien es conocida, no ha alcanzado el desarrollo que le permita revestirse de 
un amplio bagaje doctrinario que, enraizado en la realidad, permita el tratamiento positivo que 
le es necesario. 
 
No ha tenido la importancia de otros países; sin embargo existe la base legal para 
combatir esta desviación de poder, pues según lo dispuesto por el artículo 130 del Estatuto 
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Jurídico Administrativo de la Función Administrativa (ERJAFE) “son anulables los actos de la 
administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la 
desviación de poder.”.  
 
Este caso de anulabilidad aparece en las Normas de Procedimiento Administrativo 
Común de la Función Ejecutiva publicada en Registro Oficial Nº 733 de viernes 27 de 
diciembre de 2002, pero no ha tenido respaldo en la jurisprudencia contenciosa administrativa. 
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CAPÍTULO V 
 
RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
 
 
En la investigación de campo se aplicaron un total de 117 encuestas a servidoras y 
servidores públicos que fueron cesados por “renuncia obligatoria” en diferentes instituciones del 
sector público y que han propuesto demandas de plena jurisdicción en el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo con sede en la ciudad de Quito, por lo que los datos de este estudio 
son TENDENCIALES, ya que no se cuenta con una muestra representativa. 
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Grafico 1: Institución pública en la que fue cesado en sus funciones por renuncia 
obligatoria 
 
 
Elaborado por Daniela Bejarano 
 
Análisis e Interpretación 
 
De los 117 ex servidores públicos: 58 (50%) pertenecieron a la Administración Pública 
Central, 40 ex servidores públicos que representan el 34% de la muestra pertenecieron a 
la Administración Pública Institucional de la Función Ejecutiva y 14 ex servidores 
públicos (16%) pertenecieron a la Administración Pública Autónoma Institucional. En 
la muestra no hay ningún ex servidor público que haya pertenecido a la Administración 
Pública Autónoma Descentralizada Territorialmente (municipios, consejos provinciales 
y juntas parroquiales). 
 
De estos resultados se puede interpretar que el 84% de ex servidores públicos cesados  
por renuncia obligatoria pertenecieron a la Administración Pública Central y a la 
Administración Pública Institucional de la Función Ejecutiva, cuyos  organismos  y 
entidades son dependientes del Presidente de la República. 
El detalle de instituciones consta a continuación. 
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COMPOSICIÓN POBLACIÓN 
Ex Servidores Públicos de administración pública central:  
-Ministerio de Transporte y Obras Públicas (29) 
-Ministerio de Coordinación de Seguridad (3) 
-Ministerio de Recursos No Renovables (1) 
-Ministerio de Ambiente (1) 
-Dirección de Registro Civil (22) 
-Dirección Nacional de Rehabilitación Social (2) 
58 
Ex Servidores Públicos de administración pública institucional: 
-ECORAE (11) 
-Servicio Ecuatoriano de Capacitación Profesional (SECAP) (2) 
-Servicio Nacional de Aduana del Ecuador (SENAE) (3) 
-Agencia Ecuatoriana de Aseguramiento de la Calidad del Agro 
(Agrocalidad) (3) 
-Agencia de Regulación y Control Minero (14) 
-Agencia de Control y Regulación Hidrocarburífero (7) 
40 
Ex Servidores Públicos de administración pública autónoma: 
-Superintendencia de Compañías (11) 
-Banco Ecuatoriano de Vivienda (5) 
-Contraloría General del Estado (1) 
-Instituto Ecuatoriano de Crédito Educativo (IECE) (1) 
-Procuraduría General del Estado (1) 
19 
TOTAL 117 
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Gráfico 2: Sexo al que pertenece el ex Servidor Público cesado en funciones por renuncia 
obligatoria 
 
 
Elaborado por Daniela Bejarano  
 
Análisis e Interpretación 
 
De los encuestados, 71 ex servidores (61% de la muestra) pertenecen al sexo masculino y 46 ex 
servidoras (39%) pertenecen a sexo femenino. 
 
Si bien es el porcentaje mayor corresponde a hombres se puede inferir que no ha existido 
discriminación por razones de sexo al momento de cesar en funciones a servidoras/es públicos 
por renuncia obligatoria. 
 
 
 
 
 
 
61% 
39% 
Gráfico 2: Sexo al que pertenece el ex Servidor Público cesado en 
funciones por renuncia obligatoria 
Masculino
Femenino
115 
 
Gráfico 3: categoría en la que se ubica la edad del ex Servidor Público al momento de su 
cesación de funciones por renuncia obligatoria.  
 
 
Elaborado por Daniela Bejarano  
 
Análisis e Interpretación 
 
De los encuestados, 53 ex servidores de la muestra (45%) se encontraban en el rango de edad de 
50 a 59 años y 37 (32%) ex servidores públicos se encontraban en el rango de edad de 40 a 49 
años, sumados los cuales 90 ex servidores públicos (87% de la muestra) se encontraban en el 
rango de edad de 40 a 59 años. 
 
De estos datos podemos inferir que los servidores públicos más afectados con la cesación de sus 
funciones por compra de renuncia obligatoria fueron personas adultas y que se encontraban sin 
los requisitos de edad para una jubilación en el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y con 
más dificultad para conseguir un empleo con relación de dependencia en el sector privado. 
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Gráfico 4. Denominación del cargo o puesto que desempeñaba en la institución  el servidor  
que fue cesado/a en sus funciones por renuncia obligatoria 
 
 
Elaborado por Daniela Bejarano  
 
Análisis e Interpretación 
 
de los encuestados 64 ex servidoras/es públicos, esto es 55% de la muestra que fueron cesados 
de sus cargos o puestos por compra de renuncia obligatoria en instituciones públicas 
pertenecieron al nivel profesional y 47 ex servidores públicos (40%) al nivel de apoyo, mientras 
que un pequeño porcentaje (5%) ostentaban  un puesto directivo, especialmente a nivel de 
jefatura departamental. 
 
Se concluye, entonces que el gran porcentaje (95%)  de cargos o puesto de los servidores 
públicos cesados por compra de renuncia obligatoria pertenecieron al nivel profesional y de 
apoyo. 
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Gráfico 4. Denominación del cargo o puesto que desempeñaba en 
la institución  el servidor  que fue cesado/a en sus funciones por 
renuncia obligatoria 
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117 
 
Gráfico 5: En que rango se ubica la última remuneración que percibía el servidor/a 
público al momento de ser cesado de sus funciones por renuncia obligatoria 
 
 
Elaborado por Daniela Bejarano  
 
Análisis e Interpretación 
 
De los encuestado, 62 ex servidores/as públicos, esto es el 53% de la muestra percibían una 
remuneración unificada en el rango  de 500 a 1000 dólares y 35 ex servidores 30% ganaban al 
momento de su separación por compra de renuncia obligatoria una remuneración que oscilaba 
en el rango de 1001 a 1500 dólares. Apenas 20 servidores públicos (17% de la muestra), 
alcanzaban una remuneración de 1501 dólares en adelante. 
 
Concomitantemente con la interpretación del cuadro anterior (cargos o puestos desempeñados) 
97 ex servidores públicos cesados tenían sueldos de 500 a 1500 dólares y un poco porcentaje 
(17%), tenían una remuneración de 1501 dólares en adelante, afectando considerablemente a 
una clase media baja.   
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Gráfico 5: En que rango se ubica la última remuneración que 
percibía el servidor/a público al momento de ser cesado de sus 
funciones por renuncia obligatoria 
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Gráfico 6: Nivel de estudios del ex Servidor Público cesado en funciones por renuncia 
obligatoria 
 
 
Elaborado por Daniela Bejarano  
 
Análisis e Interpretación 
 
 De la muestra obtenida 91 ex servidores públicos (78%) manifiestan tener estudios de nivel 
superior, pero no especifican si son egresados o tienen título de pregrado; y, 26 ex servidores 
públicos (22% de la muestra) tienen título de bachiller. 
 
También estos datos se encuentran en relación proporcional con los dos cuadros anteriores, esto 
es cargos o puestos desempeñados y remuneraciones obtenidas. 
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Gráfico 7: Causas o motivos para la cesación de funciones por compra de renuncia 
obligatoria 
 
 
Elaborado por Daniela Bejarano  
 
Análisis e Interpretación 
 
El 45 % de encuestados responde que su cesación obedece a una necesidad de vacantes y los 
demás ha asuntos políticos, aspectos personales y otros desconocen. 
 
Esta es una pregunta que posiblemente se dejaron llevar por ideas preconcebidas o prejuicios 
acerca de lo que se quiere investigar ocasionando un sesgo en la información recogida. 
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Gráfico 7: Causas o motivos para la cesación de funciones por 
compra de renuncia obligatoria 
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CAPÍTULO VI 
 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
5.1.- CONCLUSIONES 
 
1.- La figura  de compra de renuncia a empleados públicos aparece en Perú a partir del año 
1990, dentro de los programas de reformas del servicio civil con el fin de consolidar el sistema 
de gestión de recursos humanos en el Estado Peruano. 
  
2.- Inmediatamente, este sistema de compra de renuncias se instauró en Ecuador, 
específicamente en el Banco Central del Ecuador, en donde se pagó 34.608 millones de sucres 
por la compra de renuncias a 1.310 empleados, a través de un reglamento sobre "compensación 
indemnizatoria por renuncia voluntaria", sin que la Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa, ni el Código de Trabajo, a esa época, tengan disposición alguna que permitía a 
los miembros de la Junta Monetaria, ni al representante legal del Banco Central establecer una 
compensación indemnizatoria por renuncia voluntaria. 
 
3.- La Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos por 
parte de la Iniciativa Privada (1993), en el gobierno de Sixto Durán Ballén, estableció un 
sistema de compensaciones por compra de renuncias de cargos públicos que fue derogado 
tácitamente por la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa del 2005. 
 
4.- La  Ley Orgánica del Servicio Público, LOSEP, (2010), restablece la figura de compra de 
renuncias, cuando en la letra k) del artículo 47  dice textualmente: Artículo 47.-“Casos de 
cesación definitiva.-La servidora o servidor público cesará definitivamente en sus funciones en 
los siguientes casos:    k) Por la compra de renuncias con indemnización.” 
 
5.- Sin embargo de que la Asamblea no acogió el veto parcial del presidente de la República que 
quería incorporar la renuncia obligatoria con indemnización, éste mediante Decreto Ejecutivo 
No. 813, publicado en el Suplemento del  Registro Oficial No. 489 del 12 de julio de 2011, 
reforma el Reglamento General  a la LOSEP, e incorpora la compra de renuncia obligatoria con 
indemnización.  
 
6.- La Corte Constitucional el 04 de abril de 2013 dicta la sentencia Nº 003-13-SIN-CC, 
publicado en el Suplemento  del Registro Oficial Nº 154 de 03 de enero de 2014 declara la 
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constitucionalidad del Decreto 813, pero dejando constancia que las presuntas vulneraciones 
que se generen como consecuencia de una contravención al principio de jerarquía normativa que 
no involucre normas de rango constitucional corresponden a la función Judicial, 
específicamente a la jurisdicción contencioso administrativa.  
 
7.- Según los jueces del Tribunal de lo Contencioso Administrativo ecuatoriano “La renuncia es 
un acto consciente y voluntario, si es aceptado produce efectos jurídicos concluyentes, es un 
acto libre espontáneo y desprovisto de cualquier elemento que ponga en situación de 
indefensión al renunciante. La renuncia manifiesta claramente la decisión de quién la presenta 
de separarse del cargo y que ese acto de voluntad no esté viciado de error, fuerza o dolo, 
elementos que deben ser analizados por el juzgador atentas las condiciones del servidor 
público, esto es: jerarquía del cargo, su grado de cultura, capacidad y conocimientos. Es una 
forma unilateral de dar por terminadas las relaciones entre un servidor público y la 
administración.” 
 
8.- Ninguno de los tratadistas administrativos se refieren a una compra de renuncia con 
indemnización y peor a una renuncia obligatoria con indemnización, y solo el ordenamiento 
jurídico ecuatoriano previsto en la Ley Orgánica de Servicio Público trata sobre el tema. Pero en 
todo caso la renuncia está claramente definida por el derecho administrativo y regulado por la 
legislación ecuatoriana, concluyendo que no existe en la ley la renuncia obligatoria.  
 
9.-  Concuerdo con el profesor Viteri Hernez (2012) que considera los siguientes elementos 
como indispensables para la validez del acto Administrativo: declaración de voluntad, 
competencia, objeto, causa o motivos, finalidad, motivación, forma y formalidades, advirtiendo 
que según la Constitución de la República la falta del elemento motivación es causa de nulidad 
del acto y según la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa la incompetencia de la 
autoridad y la omisión de las formalidades también se consideran como causas de nulidad del 
acto administrativo. También el artículo 129 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo 
de la Función Ejecutiva, ERJAFE señala además que son nulos los actos administrativos que 
tengan un contenido imposible y anulable los que incurran en cualquier infracción del 
ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder, que tiene que ver fundamentalmente con 
la causa o motivo y finalidad del acto administrativo. 
 
10.- Las causas o motivos son las circunstancias de hecho o de derecho que en cada caso llevan 
a dictar el acto administrativo. 
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11.- En el Estado Constitucional, como el nuestro  el poder del legislador y de cualquier órgano 
estatal es un poder limitado y que tiene que justificarse en forma más exigente. No basta con la 
referencia a la autoridad (al órgano competente) y a ciertos procedimientos, sino que se requiere 
también (siempre) un control en cuanto al contenido. El Estado constitucional supone así un 
incremento en cuanto a la tarea justificativa de los órganos y, por tanto, una mayor demanda de 
argumentación jurídica (que la requerida por el Estado legislativo de derecho.  
 
12.- Todos los tratadistas llegan a concluir que el fin o finalidad es un elemento esencial del acto 
administrativo y que este fin debe estar en última instancia relacionado con el interés público 
(interés general, interés colectivo o bien común). Ni en la Constitución de la República ni en 
ninguna ley se define el significado de interés público. 
 
13.- Debo manifestar que esto de acuerdo con lo que expresa De Laubadère André (1984:103-
105): cuando dice que “hay desviación de poder cuando se ha tomado una decisión con vistas a 
un fin distinto de aquel para el que le ha sido conferido; la competencia se ha “desviado” de su 
fin legítimo y el acto es ilegal por razón de su fin.”. En otras palabras, la desviación de poder se 
origina cuando la administración realiza un fin distinto al que se establece en la Ley. 
 
14.- Justificar la desviación de poder es complicado porque, al tratar de un aspecto subjetivo no 
existen los medios de prueba que justifiquen con contundencia y en forma fehaciente esta 
desviación de poder.   
 
15.- En nuestro país la desviación de poder no ha alcanzado el desarrollo que le permita 
revestirse de un amplio bagaje doctrinario que, enraizado en la realidad, permita el tratamiento 
positivo que le es necesario, no ha tenido la importancia de otros países; sin embargo existe la 
base legal para combatir esta desviación de poder, pues según lo dispuesto por el artículo 130 
del Estatuto Jurídico Administrativo de la Función Administrativa (ERJAFE). “son anulables 
los actos de la administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, 
incluso la desviación de poder.”.  
 
16.- De acuerdo a los datos de las encuestas que se aplicaron se deduce que los servidores 
públicos más afectados con la cesación de sus funciones por compra de renuncia obligatoria 
fueron personas adultas entre 40 a 59 años se encontraban sin los requisitos de edad para una 
jubilación en el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y con más dificultad para conseguir 
un empleo con relación de dependencia en el sector privado. 
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17.- Con respecto al cargo que ocupaban los servidores públicos cesados en funciones se 
concluye, que el 95%  pertenecieron al nivel profesional y de apoyo pues pocos servidores 
ocupaban cargos directivos. Así mismo el 83%  de ex servidores públicos cesados tenían 
sueldos de 500 a 1500 dólares y un poco porcentaje (17%), tenían una remuneración de 1501 
dólares en adelante, afectando considerablemente a una clase media baja. Y con relación al 
nivel de estudios la mayoría de los servidores públicos cesado en funciones tenía un nivel 
superior de estudio.  
 
18.- La renuncia obligatoria es una “ruleta rusa” que puede tocar a cualquiera de las servidoras 
o servidores públicos sin respetar condiciones de edad, sexo, peor el sistema de carrera en la 
función pública. 
 
19.- La compra de renuncias a servidores públicos considero que ha constituido un despilfarro 
de recursos del Estado. 
 
20.- Según la jurisprudencial del Consejo de Estado Colombiano, en sentencia del 12 de julio de 
1973, la Corporación concluyó que “ la modalidad adoptada de exigir la renuncia al demandante, no 
está estatuida en alguna parte de nuestra legislación positiva, lo cual lleva a concluir a la Sala que la 
Administración obró con abuso de poder, por cuanto ninguna norma legal le otorga la facultad que se 
arrogó impositivamente, circunstancia ésta que determina la causal de nulidad a que se refiere el 
artículo 66 del Código Contencioso Administrativo, equivalente al artículo 84 del Decreto 01 de 1984, 
reformatorio del Código Contencioso Administrativo.”. 
 
21.- Es interesante anotar lo que se dice del nuevo servidor público ecuatoriano:  
 
EL NUEVO SERVIDOR PÚBLICO ???? Por: Carlos Cifuentes 
  
Uno de los cambios que trajo el gobierno de la “revolución ciudadana” es un nuevo modelo de 
funcionarias y funcionarios públicos. Hoy las entidades están saturadas de jóvenes directivos 
35-0, no más de 35 años y cero experiencia, con sueldos onerosos que duplican y triplican a los 
sueldos escuálidos de los funcionarios antiguos. Siempre atareados, no se dan abasto, con dos 
o más blackberrys, la inseparable laptop, iPads o tablets. Llevar a cuestas todos estos equipos 
se considera signo de estatus. Rozagantes, elegantemente vestidos, con ropa adquirida durante 
sus aburridos y sacrificados viajes fuera del país, fácilmente se distinguen del resto de 
empleados. Muchos van al gimnasio, hacen pilates, acuden al spa, manicure una vez por 
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semana. Asiduos visitantes de la zona rosa, gustan de tomar coctelitos, tequila o algún otro 
licor de moda. (…) 
  
(…)En beneficio de estos jóvenes es necesario decir que su comportamiento obedece a un 
instinto natural de conservación y supervivencia. No les queda otra. En estos tiempos quien se 
pone legalista o no se alinea con el “proyecto”, está automáticamente fuera. Su concurrencia a 
marchas, contramarchas y concentraciones, no son sino actividades que deben cumplir como 
buenos soldados. No entienden palote de política, menos han leído el manifiesto del 
movimiento; no importa, simplemente deben estar con la “revolución” y atender las 
disposiciones de las oficinas de recursos humanos, convertidas en centrales de campaña y 
reclutamiento. Estos chicos forman parte de la imagen de “renovación” que quiere proyectar el 
poder, igual que la nueva Constitución, nuevas leyes, nuevas carreteras, nuevo armamento… 
Son el relevo a funcionarios con ciertos años de servicio que, en unos casos, bajo grotescas e 
infundadas acusaciones; y en otros, apelando a una mañosa ley de servicio público, son 
obligados a renunciar.  
  
En resumen, junto a la sostenida campaña en contra de los partidos políticos a fin de instaurar 
un nuevo partido único; igual que el mañoso nuevo órgano electoral, que validará una nueva 
reelección; igual que lo sucedido con la nueva Función Judicial, dependencia donde se procesa 
a opositores y disidentes; igual que la nueva Policía Nacional atrapada entre la infructuosa 
lucha antidelincuencial y la sinuosa manipulación política, lo que se pretende a través del 
enorme aparato estatal es tener el control absoluto y, de paso, contar con un inmenso ejército 
de servidores dispuestos a defender al Gobierno,  y sus cargos. 
  
¿Qué pasará con este ejército de jóvenes cuando acabe la aventura “revolucionaria”, que de 
revolucionaria no tiene nada y sí bastante de populismo, caudillismo, clientelismo, 
autoritarismo, concentración de poder, uso indiscriminado de recursos, abuso e intolerancia? 
No lo sé, Quizá, utilizando una palabra de moda, tendrán que “reinventarse”, y si no son 
despedidos, adaptarse a las exigencias del siguiente nuevo dueño del país. (Martes, 11 de 
febrero, 2014 11:27 A.M., Enrique Alcívar jalcivar58@yahoo.com ) 
 
22.- Algo similar ya lo dijo el tratadista  Bielsa Rafael (1964:93): “El triunfo de partidos 
populares, convierte a veces la Administración pública en botín de guerra del vencedor famélico –como 
se ha dicho--, y lo mismo que en las oligarquías, ocupan muchos cargos los parientes de dirigentes 
políticos, hijos y nietos (de ahí el llamado nepotismo). En general, en el plebeyo hay más insolencia e 
irresponsabilidad, y a veces mayor carga de resentimiento. Pero   esta no es la regla. 
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El espíritu autoritario se encuentra más en las clases ineducadas, porque es una forma primaria de 
suplir la obediencia por la sola sumisión. Además, no pocos quieren enriquecerse pronto y de cualquier 
manera, y gozar de las comodidades que han envidiado antes de ir al gobierno, o a la Administración, 
como los automóviles oficiales, los viajes a Europa y también a países exóticos, con cualquier 
pretexto…”  
 
5.2.- RECOMENDACIONES 
 
1.- Eliminar la figura de compra de renuncia con indemnización establecida en la letra k) del 
artículo 47 de la Ley Orgánica del Servicio Público porque atenta  a la naturaleza jurídica de la 
renuncia libre y voluntaria. 
 
2.- Derogar el decreto Nº 813 que reforma el Reglamento General de la LOSEP, pues es una 
aberración hablar de una renuncia obligatoria, ya que la renuncia expresa la decisión libre y 
voluntaria que tiene la persona de separarse de la entidad de trabajo. 
 
3.- Exhortar a la administración pública que se rija por los principios de transparencia y 
evaluación previstos en el artículo 227 de la Constitución de la República. 
 
4.- Que la administración pública respete el sistema de carrera administrativa evitando el 
despido masivo de servidoras y servidores públicos. 
 
5.-El estado debe garantizar la formación y capacitación continua de las servidoras y servidores 
públicos conforme lo prescribe el artículo 234 de la Constitución de la República  
 
6.- Incluir la “desviación de poder”, como causal de nulidad del acto administrativo.  
 
7.- Para ello elaboro la siguiente propuesta: 
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CAPITULO VII 
 
PROPUESTA 
 
ASAMBLEA NACIONAL 
EL PLENO  
Considerando: 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República prescribe que: La administración pública 
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 
planificación, transparencia y evaluación; 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República garantiza la carrera administrativa de las 
servidoras y servidores públicos; 
 
Que, la renuncia es un acto consciente y voluntario, si es aceptado produce efectos jurídicos 
concluyentes, es un acto libre espontáneo y desprovisto de cualquier elemento que ponga en 
situación de indefensión al renunciante. La renuncia manifiesta claramente la decisión de quién 
la presenta de separarse del cargo y que ese acto de voluntad no esté viciado de error, fuerza o 
dolo, elementos que deben ser analizados por el juzgador atentas las condiciones del servidor 
público, esto es: jerarquía del cargo, su grado de cultura, capacidad y conocimientos. Es una 
forma unilateral de dar por terminadas las relaciones entre un servidor público y la 
administración; 
 
Que, en la doctrina administrativa no existe la compra de renuncia con indemnización y peor  la 
renuncia obligatoria con indemnización, porque atenta a la naturaleza de la renuncia libre y 
voluntaria; 
 
Que, el fin o finalidad es un elemento esencial del acto administrativo y que este fin debe estar 
en última instancia relacionado con el interés público (interés general, interés colectivo o bien 
común).  
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Que, hay desviación de poder cuando se ha tomado una decisión con vistas a un fin distinto de 
aquel para el que le ha sido conferido; la competencia se ha “desviado” de su fin legítimo y el 
acto es ilegal por razón de su fin. 
 
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, expide la siguiente: 
 
REFORMA A LA LEY ORGÁNICA DEL SERVICIO PÚBLICO 
 
Artículo 1.- Derógase la letra k) del artículo 47 de la Ley Orgánica del Servicio Público.  
 
Artículo 2.- Al final del artículo 24 inclúyase la siguiente prohibición: Exigir la renuncia, 
mediante cualquier modalidad,  a la servidora o servidor público  
 
Artículo 3.- Inclúyase la siguiente Disposición General: Será nula cualquier acción o acto 
administrativo que se produzca en violación de las disposiciones de esta Ley incluso la 
desviación de poder.  
 
Artículo 4.- Derógase toda disposición legal o reglamentaria que se oponga a lo establecido en 
la presente reforma. 
 
Dado y suscrito en la sede de la Asamblea Nacional,…… 
 
f.) Presidente 
f.) Secretario General  
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